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INFORME DE PONENCIA PARA 
SEGUNDO DEBATE EN LA PLENARIA 
DE LA HONORABLE CÁMARA DE 
REPRESENTANTES AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 070 DE 2021 CÁMARA

por medio de la cual se crean y reconocen las mesas 
ambientales en el territorio nacional como instancias 

de interacción de base social
En atención a la honrosa designación realizada 

por la Mesa Directiva de la Comisión Quinta de la 
honorable Cámara de Representantes, me permito 
rendir informe de ponencia para segundo debate al 
proyecto de ley de la referencia, previo las siguientes 
consideraciones.

El informe de ponencia de este proyecto de ley se 
rinde en los siguientes términos:

1.	 Antecedentes Legislativos
2.	 Exposición de Motivos
3.	 Objeto del Proyecto de ley
4.	 Consideraciones
5.	 Marco Constitucional y Legal
6.	 Marco Normativo Internacional
7.	 Contenido y Alcance del Proyecto de ley
8.	 Pliego de Modificaciones al Proyecto de ley 

número 070 de 2021 Cámara, por medio 
de la cual se crean y reconocen las mesas 
ambientales en el territorio nacional como 
instancias de interacción de base social

9.	 Texto Propuesto con Modificaciones para 
Segundo Debate al Proyecto de ley número 
070 de 2021 Cámara.

1.	 ANTECEDENTES LEGISLATIVOS
Esta iniciativa parlamentaria del Representante 

Nicolás Albeiro Echeverry Alvarán, y el Senador 

Juan Diego Gómez Jiménez, del Partido Conservador, 
se viene moldeando y construyendo en diferentes 
instancias con diferentes actores ambientales. 
Ya desde el año 2016, había sido radicado como 
Proyecto de ley: primero el número 208 de 
2016 Cámara, número 117 de 2017 Cámara, y 
finalmente el número 004 de 2018 Cámara.

Con base en las recomendaciones y conceptos 
técnicos del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible a partir del año 2019, esta iniciativa 
viene siendo socializada. Fue presentada en dos 
oportunidades ante la Red Pégate de Corantioquia 
y en varias ocasiones ante la Red de Mesas 
Ambientales de Medellín. También se realizó un 
trabajo de revisión técnica y jurídica desde el 24 
de febrero hasta junio 23 de 2020, en el que se 
recogieron las inquietudes y propuestas para evaluar 
la pertinencia, viabilidad y espectro del proyecto de 
ley, así como el modelo de aplicación más viable 
para el territorio nacional.

Este trabajo articulado incluyó actores relevantes 
como la Secretaría de Medio Ambiente y Secretaría 
de Participación de la Gobernación de Antioquia, 
la Secretaría de Medio Ambiente de la Alcaldía de 
Medellín, funcionarios del Área Metropolitana del 
Valle de Aburrá, Corantioquia, Corpourabá, Cornare 
y el Observatorio de los Derechos Colectivos y del 
Ambiente de la Personería de Medellín.

La iniciativa legislativa fue presentada, 
nuevamente, en la Secretaría General de la Honorable 
Cámara de Representantes el pasado 21 de julio de 
2021, publicado en la Gaceta del Congreso número 
949 de 2021 y aprobado en primer debate por la 
Comisión Quinta Constitucional el 15 de septiembre 
de 2021.

El pasado 10 de agosto de 2021, la Mesa Directiva 
de la Comisión V Constitucional de la honorable 
Cámara de Representantes, designó mediante 
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oficio CQCP 3.5/014/2022-2023 como coordinador 
ponente para segundo debate del Proyecto de ley 
número 070 de 2021 Cámara, por medio de la cual 
se crean y reconocen las mesas ambientales en el 
territorio nacional como instancias de interacción 
de base social, al Representante a la Cámara por 
el Departamento de Cundinamarca - Julio Roberto 
Salazar Perdomo.

2.	 EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El espíritu del Proyecto de ley es propiciar 

espacios sociales para la defensa del medio 
ambiente, cimentado en la creación de una cultura 
ambiental que permita mitigar los efectos del 
cambio climático a corto. mediano y largo plazo. 
Para esto, es importante rescatar el trabajo que 
desarrollan las Mesas Ambientales en sus territorios, 
tal como viene sucediendo en la ciudad de Medellín 
con sus Mesas Ambientales y unos 80 municipios 
del departamento de Antioquia con las Mesas de 
la Red Pégate, además de las Mesas Ambientales 
que se están conformando bajo la jurisdicción de la 
Corporación para el Desarrollo Sostenible del Urabá 
- Corpourabá.

El cuidado ambiental ha venido tomando mayor 
relevancia en las agendas de los gobiernos del 
mundo y Colombia no ha sido la excepción. Nuestra 
legislación ha sido pionera en este asunto en el 
contexto latinoamericano. La Constitución de 1991 
incorporó los derechos colectivos y del ambiente, lo 
cual ha sido el punto de partida para el desarrollo del 
derecho ambiental para la protección, conservación 
y sostenibilidad en el desarrollo del país. La Ley 
99 de 1993, creó el Sistema Nacional Ambiental y 
definió los principios y lineamientos que deben regir 
la gestión ambiental en las entidades territoriales, 
en la protección ambiental, de la mano de las 
Corporaciones Autónomas Regionales.

En los últimos años, se ha ampliado la legislación 
ambiental y se han dictado sentencias de la Corte 
Suprema buscando entre otras, la protección de 
ecosistemas estratégicos, del recurso hídrico, 
la compensación ambiental y la promoción de 
proyectos alternativos de conservación e inversión 
ambiental. En esta jurisprudencia los espacios 
de interacción multisectorial, interinstitucional y 
multidisciplinario, adquieren un papel relevante 
en el propósito de avanzar en la implementación 
de normas ambientales encaminadas a cambiar 
esquemas tradicionales de producción por unos 
ambientalmente sostenibles.

Es allí donde se hace evidente la importancia 
de una gestión proactiva para una efectiva 
implementación de la política pública ambiental 
que promueva y desarrolle actividades y programas 
de protección ambiental, desarrollo sostenible 
y manejo adecuado de los recursos naturales 
renovables. Sin embargo, la Ley 1757 de 2015 en 
su Artículo 79. (Composición del Consejo Nacional 
de Participación Ciudadana) y sus equivalentes, no 
contempla un representante del Sector de Medio 
Ambiente en los territorios, como delegado ante 

el Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social, así como en otras instancias de construcción 
del desarrollo territorial. En este vacío normativo 
esta propuesta encuentra sentido y pertinencia.

3.	 OBJETO DEL PROYECTO DE LEY
Propiciar espacios sociales de construcción 

prepositiva para la defensa del medio ambiente, 
afianzada en la creación de una cultura ambiental 
que permita mitigar los efectos del cambio climático 
a corto, mediano y largo plazo.

Consolidar lo establecido por la ley 99 de 
1993, que define los principios y lineamientos de 
las entidades territoriales y CAR en la protección 
ambiental, y estas a su vez, como estas apoyan a 
las comunidades organizadas en torno a los temas 
ambientales.

Recuperar la interacción ciudadana en los 
diferentes espacios e instancias de impacto 
ambiental. Debido a que la Ley 1757 de 2015 en 
su artículo 79. (Composición del Consejo Nacional 
de Participación Ciudadana) y sus equivalentes, no 
contempla un representante del Sector de Medio 
Ambiente en los territorios, como delegado ante 
el Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social, así como en otras instancias de construcción 
del desarrollo territorial.

El objetivo de la iniciativa se encuentra alineado 
con los propósitos de los puntos 1 sobre reforma 
rural integral y el 2 sobre participación ciudadana, 
principalmente, pues, busca fortalecer una estrategia 
de diálogo y concertación como lo son las mesas 
ambientales, actor local con una participación 
importante en el Plan Nacional Sectorial, adoptado 
por el Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, mediante Resolución número 1608 
del 29 de diciembre de 2021. Por ello la relación 
puntual del proyecto de ley con respecto de los 
municipios PDET y la participación de la Agencia de 
Renovación del Territorio como entidad encargada 
de la estrategia en dichos territorios, propicia el 
empoderamiento de los ciudadanos para recuperar 
la confianza en la institucionalidad y la gestión 
ambiental adecuada de los territorios. Mas ahora, 
cuando el país no ha ratificado todavía los acuerdos 
de Escazú, se hace indispensable esta herramienta 
de articulación social para proteger el ambiente

4.	 CONSIDERACIONES
La propuesta de las Mesas Ambientales resulta 

un buen ejercicio para estimular la formulación 
y planeación de procesos socioambientales en 
los territorios, permitiendo involucrar diferentes 
actores en las acciones y decisiones que desde los 
Gobiernos se tomen en el tema ambiental. La idea, 
como lo plantea el proyecto, es empoderar a las 
Mesas Ambientales en los temas que les interesen o 
afecten, haciendo que el ejercicio de consulta no sea 
solo un requisito formal para adelantar proyectos 
en sus territorios, sino que se erija en un verdadero 
mecanismo de diálogo incluyente.

Este ejercicio permite una interlocución más 
directa entre el Estado y otros actores, para el apoyo 
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a las autoridades ambientales en sus funciones de 
vigilar y garantizar el adecuado uso de los recursos. 
Así, la creación de las Mesas Ambientales es un 
espacio para promover la vinculación ciudadana 
en las decisiones ambientales de su entorno. Este 
tipo de ejercicio comunitario puede estimular 
la organización y la cultura ambiental de las 
comunidades para ser integradas a los procesos de 
desarrollo socioambiental.

El sector ambiental requiere de espacios que 
acerquen e involucren a las comunidades y propicien 
el empoderamiento de los ciudadanos para recuperar 
la confianza en la institucionalidad y la gestión 
ambiental adecuada de los territorios. Mas ahora, 
cuando el país no ha ratificado todavía los acuerdos 
de Escazú, se hace indispensable esta herramienta 
de articulación social para proteger el ambiente.

La importancia de este proyecto radica en que 
se trata de una herramienta legislativa que estimula 
espacios de interacción social en temas ambientales, al 
tiempo que acerca la institucionalidad a la ciudadanía, 
permite una retroalimentación entre las entidades y las 
Mesas Ambientales para la formulación de políticas 
públicas o actos administrativos ambientales. Todas 
estas condiciones contribuyen de modo decidido a 
fortalecer la cultura ambiental como forma idónea de 
permitir la contribución ciudadana a la defensa del 
medio ambiente mediante el empoderamiento de las 
comunidades.

Este proyecto les proporciona a las mesas 
ambientales, herramientas de gestión y educación, 
para que diferentes actores puedan articularse 
constructivamente en pro de los diferentes proyectos 
de desarrollo territorial y ambiental. Ejemplo de ello 
es lo que ha sucedido en la ciudad de Medellín, donde 
sus Mesas Ambientales, trabajan articuladamente en 
pro de sus comunidades bajo el Acuerdo Municipal 
003 de 2009, de la mano con la Secretaría de Medio 
Ambiente, el Área Metropolitana del Valle de Aburrá 
y el Observatorio Ambiental de la Personería de 
Medellín.

Estas mesas han desarrollado un empoderamiento 
tal, que hoy en día cuentan con un delegado ante el 
Consejo Territorial de Planeación, un delegado ante 
el Consejo Ambiental Municipal y un delegado ante 
el PGIRS - Plan de Gestión Integral de Residuos 
Sólidos - metropolitano, además de tener una 
interlocución directa con las diferentes entidades con 
competencia ambiental en la ciudad. También existe 
la Red de Participación para la Gestión Ambiental 
del Territorio - Red Pégate - de la cual hacen parte 
las Mesas Ambientales que apoya Corantioquia, esta 
nació en 2003 y a la fecha ha acompañado cerca de 
140 mesas en 80 municipios.

El modelo antioqueño y su proceso de articulación 
ambiental ha posibilitado la incidencia de dichas 
organizaciones en las políticas e instrumentos 
de planificación ambiental de orden local, 
regional, departamental y nacional, en los Planes 
de Ordenamiento Territorial (POT), los Planes 
de Desarrollo Municipal, los Planes de Gestión 

Ambiental (PGAR) y los Planes de Ordenamiento y 
Manejo de Cuencas (POMCA).

De este modo, se ha venido consolidando la 
Red de Mesas Ambientales de Antioquia, creada 
mediante la Ordenanza 058 de 2014 y que tiene por 
objetivo fortalecer la autonomía de las diferentes 
mesas ambientales que la configuran. Así mismo, a 
través de esta Red se posibilita la representatividad en 
el Consejo Departamental Ambiental de Antioquia- 
(CODEAM).

Estas experiencias demuestran que el trabajo 
articulado del Estado con los demás actores del 
territorio no solo es constructivo, sino que mejora 
y enriquece los proyectos en los que trabajan 
mancomunadamente. De esto pueden dar fe entidades 
como Corantioquia y el Área Metropolitana del 
Valle de Aburrá que vienen apoyando estas Mesas 
con resultados muy positivos para sus territorios.

5.	 MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL
En la actualidad, aunque existen mecanismos que 

garantizan el ejercicio del derecho constitucional 
a un ambiente sano por medio de acciones 
constitucionales, se evidencia, sin embargo, 
debilidad en la interacción activa de la comunidad 
con las autoridades locales. De hecho, el artículo 69 
de la Ley 99 de 1993, contempla:

“Artículo 69 Ley 99 de 1993. Del Derecho a 
Intervenir en los Procedimientos Administrativos 
Ambientales. Cualquier persona natural o jurídica, 
pública o privada, sin necesidad de demostrar 
interés jurídico alguno, podrá intervenir en las 
actuaciones administrativas iniciadas para la 
expedición, modificación o cancelación de permisos 
o licencias de actividades que afecten o puedan 
afectar el medio ambiente o para la imposición o 
revocación de sanciones por el incumplimiento de 
las normas y regulaciones ambientales”.

De igual forma, el Decreto número 330 de 2007, 
regula las audiencias públicas a través de las cuales 
el director general de las Corporaciones Autónomas 
regionales presenta su plan de acción ante el Consejo 
Directivo a la comunidad en general, con el fin de 
recibir comentarios, sugerencias, y propuestas de 
ajuste. Este decreto prevé, asimismo, audiencias 
periódicas para el seguimiento periódico de los 
mismos planes.

En ese mismo sentido y, como se señaló líneas 
atrás, un referente normativo se encuentra en el 
modelo implementado en el departamento de 
Antioquia a través de la Ordenanza departamental 
058 de 2014, “por medio de la cual se implementa 
la Red Departamental de Mesas Ambientales en 
el marco de la participación ciudadana, para la 
gestión ambiental en el departamento de Antioquia”. 
Del mismo modo resulta relevante señalar, para la 
ciudad de Medellín el Acuerdo Municipal de 03 de 
2009, “Por medio del cual se crean y reglamentan 
las Mesas Ambientales en el Municipio de Medellín, 
se modifican parcialmente los artículos 24 y 28 del 
Acuerdo 21 de julio de 2007, se institucionalizan 
los Foros Ambientales en la ciudad de Medellín y 
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otros certámenes”. Actualmente se trabaja en una 
actualización del Acuerdo Municipal 03 de 2009 de 
acuerdo a las propuestas generadas por este proyecto 
de ley que buscan organizar las Mesas Ambientales 
que existen actualmente.

6.	 MARCO NORMATIVO INTERNACIONAL
Desde la Declaración de Estocolmo, en 1972, 

el cuidado del ambiente se ha convertido en un 
tema fundamental de la agenda pública mundial y 
con ello ha ido creciendo el interés por la gestión 
de los recursos naturales y del propio modelo de 
desarrollo. En esta declaración los países signatarios 
se comprometieron a avanzar en el propósito 
de proteger el ambiente a nivel planetario. Esta 
condición quedó plasmada en los principios 19, y 25 
de dicho documento:

“[...] Principio 19. Es indispensable una labor de 
educación en cuestiones ambientales, dirigida tanto 
a los jóvenes como a los adultos y que preste la debida 
atención al sector de población menos privilegiado, 
para ensanchar las bases de una opinión pública 
bien informada y de una conducta de los individuos, 
de las empresas y de las colectividades inspirada 
en el sentido de su responsabilidad en cuanto a la 
protección y mejoramiento del medio en toda su 
dimensión humana. [...]

Principio 25. Los estados se asegurarán de 
que las organizaciones Internacionales realicen 
una labor coordinada, eficaz y dinámica en la 
conservación y mejoramiento del medio ambiente”.

Igualmente, la Declaración de Río de Janeiro, 
de 1992, trascendiendo los esfuerzos inaugurados 
a comienzos de los 70 y de cara a una situación 
ambiental más dramática, contempló en sus 
principios 10, 20, 21, 22 y 25:

“[...] Principio 10: El mejor modo de tratar las 
cuestiones ambientales es con la participación de 
todos los ciudadanos interesados, en el nivel que 
corresponda. En el plano nacional, toda persona 
deberá tener acceso adecuado a la información sobre 
el medio ambiente de que dispongan las autoridades, 
incluida la información sobre los materiales y las 
actividades que ofrecen peligro en sus comunidades, 
así como la oportunidad de participar en los 
procesos de adopción de decisiones. Los Estados 
deberán facilitar y fomentar la sensibilización y la 
participación del público poniendo la información 
a disposición de todos. Deberá proporcionarse 
acceso efectivo a los procedimientos judiciales y 
administrativos, entre estos el resarcimiento de 
daños y los recursos pertinentes [...]

Principio 20: Las mujeres desempeñan un ·papel 
fundamental en la ordenación del medio ambiente y 
en el desarrollo. Es, por tanto, indispensable contar 
con su plena participación para lograr el desarrollo 
sostenible.

Principio 21: Deberá movilizarse la creatividad, 
los ideales el valor de los jóvenes del mundo para 
forjar una alianza mundial orientada a lograr el 
desarrollo sostenible y asegurar un mejor futuro 
para todos.

Principio 22: Los pueblos indígenas y sus 
comunidades, así como otras comunidades locales, 
desempeñan un papel fundamental en la ordenación 
del medio ambiente y en el desarrollo debido a 
sus conocimientos y prácticas tradicionales. Los 
Estados deberían reconocer y prestar el apoyo 
debido a su identidad, cultura e intereses y velar 
por que participaran efectivamente en el logro del 
desarrollo sostenible. [...]

Principio 25: La paz, el desarrollo y la protección 
del medio ambiente son interdependientes e 
inseparables”.

En este sentido, con el ánimo de incentivar 
espacios sociales para la defensa y protección del 
ambiente, cimentado en la creación de una cultura 
ambiental que permita mitigar los efectos del 
cambio climático a corto, mediano y largo plazo, 
la propuesta de las Mesas Ambientales resulta un 
buen ejercicio, que estimula la participación desde 
la formulación y planeación, y permite involucrar 
al ciudadano para que se interese y haga parte de las 
acciones y decisiones que desde los Gobiernos se 
tomen en el tema ambiental.

La idea, como lo dice el proyecto, es empoderar 
a las comunidades, recuperar esa confianza en las 
instituciones y permitir que su interacción no haga 
parte de un ejercicio de consulta como requisito para 
adelantar proyectos en sus territorios, sino que sea 
tenida en cuenta de manera incluyente.

7.	 CONTENIDO Y ALCANCE DEL 
PROYECTO DE LEY.

El proyecto de ley analizado tiene como propósito 
reglamentar la creación, organización, funcionamiento 
y estructura interna de las Mesas Ambientales en el 
país como instancias de interacción de base social, 
para promover la cultura ambiental y el buen manejo 
de los recursos naturales, que conduzcan al desarrollo 
sostenible y sustentable del medio ambiente.

La iniciativa se estructura a partir de cuatro 
capítulos y nueve artículos, incluida la vigencia. 
En el primer capítulo (artículo 1°) se aborda el 
objeto de la ley, en el segundo (artículos 2° y 3°) 
se establecen las definiciones y estructura de las 
mesas ambientales, en el tercero (artículos 4° y 5°) 
la composición y funcionamiento de las mismas y, 
finalmente, en el capítulo cuarto (artículos 6°, 7°, 8° 
y 9°) sus deberes y funciones.

8. PLIEGO DE MODIFICACIONES AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 070  

DE 2021 CÁMARA
por medio de la cual se crean y reconocen las 
mesas ambientales en el territorio nacional como 

instancias de interacción de base social
El siguiente pliego de modificaciones surge de 

las socializaciones y conversaciones sostenidas 
con la REDMAN - Red de Mesas Ambientales de 
Medellín y el concepto del Ministerio de Minas y 
Energía, de la oficina del Alto Comisionado para la 
Paz y del Ministerio de Educación Nacional.
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TEXTO APROBADO EN PRIMER 
DEBATE

TEXTO PROPUESTO PARA 
SEGUNDO DEBATE OBSERVACIONES

TÍTULO
“POR MEDIO DE LA CUAL SE 
CREAN Y RECONOCEN LAS ME-
SAS AMBIENTALES EN EL TERRI-
TORIO NACIONAL COMO INSTAN-
CIAS DE INTERACCIÓN DE BASE 
SOCIAL”

TÍTULO
“POR MEDIO DE LA CUAL SE 
CREAN Y RECONOCEN LAS ME-
SAS AMBIENTALES EN EL TERRI-
TORIO NACIONAL”

Se propone reducir el texto del título 
para no limitar las mesas ambientales y 
que sea un nombre fácil de recordar.

CAPÍTULO I
Del objeto de la ley

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tie-
ne como objeto reglamentar la creación, 
organización, funcionamiento y estruc-
tura interna de las Mesas Ambientales 
en el Territorio Nacional como instan-
cias de interacción de base social, para 
promover la cultura ambiental y el buen 
manejo de los recursos naturales, que 
conduzcan al desarrollo sostenible y 
sustentable del medio ambiente.

Sin modificaciones Sin modificaciones

CAPÍTULO II
De las Mesas Ambientales, su defini-
ción y estructura
Artículo 2°. Definiciones. Para efectos 
de esta ley:
Mesas Ambientales: Son instancias de 
participación ambiental, autónomas e 
incluyentes, cuyo propósito fundamen-
tal es contribuir al desarrollo sostenible 
del territorio.
Ambiente: Para efectos de esta ley se 
adopta el concepto integrador de la Po-
lítica Nacional de Educación Ambiental 
y el Plan de Educación Ambiental de 
Antioquia: “Ambiente es un sistema 
dinámico definido por las interacciones 
físicas, biológicas, sociales y culturales, 
entre los seres humanos y los demás se-
res vivientes y todos los elementos del 
medio donde se desenvuelven, sean es-
tos elementos de carácter natural, o bien 
transformados o creados por el hombre 
y que responden a las relaciones que 
establecen los grupos humanos con los 
componentes naturales en los cuales se 
desarrollan sus actividades y sobre los 
cuales han tejido un entramado cultural 
particular”.
Educación Ambiental: Se adopta el 
concepto establecido por La Política 
Nacional de Educación Ambiental: “La 
educación ambiental debe ser entendida 
como un proceso sistémico, que partien-
do del conocimiento reflexivo y crítico 
de la realidad biofísica, social, política, 
económica y cultural, le permita al in-
dividuo comprender las relaciones de 
interdependencia con su entorno, para 
que con la apropiación de la realidad 
concreta, se puedan generar en él y en 
su comunidad, actitudes de valoración y 
respeto por el medio ambiente”.
Cultura Ambiental: Es un concepto 
que vincula los principios, valores y ac-
titudes de los ciudadanos con el ambien-
te, es un proceso de aprendizaje conti-
nuo y permanente que modifica, forma

CAPÍTULO II
De las Mesas Ambientales, su defini-
ción y estructura
Artículo 2°. Definiciones. Para efectos 
de esta ley:
Ambiente: Para efectos de esta ley se 
adopta el concepto integrador de la Po-
lítica Nacional de Educación Ambiental 
y el Plan de Educación Ambiental de 
Antioquia: “Ambiente es un sistema 
dinámico definido por las interacciones 
físicas, biológicas, sociales y culturales, 
entre los seres humanos y los demás se-
res vivientes y todos los elementos del 
medio donde se desenvuelven, sean es-
tos elementos de carácter natural, o bien 
transformados o creados por el hombre 
y que responden a las relaciones que 
establecen los grupos humanos con los 
componentes naturales en los cuales se 
desarrollan sus actividades y sobre los 
cuales han tejido un entramado cultural 
particular”.
Bioterritorio: El bioterritorio además 
de ser la base físico- biogeográfica de 
las actividades humanas, comprende un 
conjunto vital, dinámico, organizado y 
complejo de sistemas naturales y orga-
nizaciones humanas e institucionales y 
redes urbano-rurales-regionales, depar-
tamentales, nacionales, continentales, 
y mundiales que los interrelacionan. El 
prefijo bio, hace relación, al mandato 
ético de primero la vida, su cuidado, 
protección y preservación. Es entonces 
un espacio biogeográfico con unas co-
munidades organizacionales y sus ac-
tividades sociales, ambientales, econó-
micas e institucionales, que forman un 
sistema alrededor de objetivos de desa-
rrollo compartidos. 
Bioterritorialidad: Expresa la conso-
lidación del territorio, entendida por 
la capacidad de los actores, actuando 
en conjunto para compartir dentro del 
espacio geográfico, prácticas, normas  
y expresiones materiales y simbólicas,

Se propone modificar en el Artículo 2°. 
de la siguiente forma:
Cambiar el título de Mesa Ambiental 
Local (MAL)
Cambiarlo por: Mesa Ambiental de 
Base Local (MAB)
Esto se propone debido a que la sigla 
MAL, tiene una connotación negativa 
enviando un mal mensaje y es impor-
tante definir cuál es la organización de 
BASE de primer nivel organizativo, 
acorde a la jurisdicción administrativa 
del Territorio, sea esta Localidad, co-
muna o corregimiento, integrada por 
ciudadanos, organizaciones sociales y 
empresas, asentados en dicho territorio 
y por tanto con intereses comunes en el 
mejoramiento del ambiente.

Se propone agregar las siguientes defi-
niciones y se altera el orden de las mis-
mas:
Bioterritorio, bioterritorialidad y di-
namizador
Estos conceptos producto de desarrollos 
académicos nacionales e internaciona-
les, como son el Bioterritorio, la biote-
rritorialidad y dinamizador son impor-
tantes para comprender la interacción 
social de los actores en un determinado 
territorio ambiental, para el cuidado, 
protección y preservación de todas las 
formas de vida, sea en micro territorio, 
una zona, una región, una nación o en el 
globo terráqueo. 
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y regula las relaciones sociales con su 
entorno.
Gestión Ambiental: La gestión am-
biental es entendida como el manejo 
participativo de las situaciones ambien-
tales de una región por los diversos ac-
tores, mediante el uso y la aplicación de 
instrumentos jurídicos, de planeación, 
tecnológicos, económicos, financieros 
y administrativos, que promuevan el 
funcionamiento adecuado de los ecosis-
temas y el mejoramiento de la calidad 
de vida de la población dentro de un 
marco de sostenibilidad. Esta definición 
involucra a todos los actores sociales y 
gubernamentales.
Red Articulada: Estructura organizada 
conformada con representatividad Mu-
nicipal, Departamental y Nacional.
Mesa Ambiental Local (MAL): Es la 
estructura de base social creada para la 
participación comunitaria en temas am-
bientales de las comunas, localidades o 
corregimientos de acuerdo con la divi-
sión territorial de cada municipio.
Mesa Ambiental Municipal (MAM): 
Es la instancia de representación de las 
Mesas Ambientales de una ciudad o mu-
nicipio de acuerdo con su división ad-
ministrativa.
Mesa Ambiental Supramunicipal 
(MAS): Es el espacio de encuentros de 
las mesas ambientales en el nivel supe-
rior al municipal, ya sea, en lo denomi-
nado en instancias regionales o territo-
riales, pero que están por debajo de la 
división departamental.
Mesa Ambiental Departamental 
(MAD): Es la instancia de representa-
ción de las Mesas Ambientales de los 
Departamentos, constituidos por las su-
bregiones y su ciudad capital.
Mesa Ambiental Nacional (MAN): Es 
la máxima instancia de representación 
de las Mesas Ambientales en el país, 
constituida por los 5 nodos regionales 
(Caribe, Pacífico, Andino, Orinoquia y 
Amazonia).

capaces de garantizar apropiación y 
permanencia de un determinado grupo 
de individuos, grupos y organizaciones 
con empresas locales, nacionales e in-
ternacionales; planificar el desarrollo 
teniendo por objetivo la adecuación de 
las actividades económicas en los es-
pacios geográficos más recomendables, 
para buscar el equilibrio entre la mejor 
calidad de vida de la población, el de-
sarrollo de la identidad cultural de los 
diversos grupos sociales y la optimiza-
ción del uso sostenible de los recursos 
naturales renovables y no renovables.
Cultura Ambiental: Es un concepto 
que vincula los principios, valores y ac-
titudes de los ciudadanos con el ambien-
te, es un proceso de aprendizaje conti-
nuo y permanente que modifica, forma 
y regula las relaciones sociales con su 
entorno.
Dinamizador: El dinamizador es aque-
lla persona Flexible en su quehacer 
como actor social, con capacidad para 
la observación, la indagación, la inves-
tigación y la reflexión. Capaz de reco-
nocerse y reconocer a los demás en los 
procesos comunitarios para la toma 
consciente y responsable de decisiones.
Convoca a la interdisciplinariedad como 
propuesta para aportar a la comprensión 
del problema ambiental.
Educación Ambiental: La educación 
ambiental debe ser entendida como un 
proceso sistémico, que, partiendo del 
conocimiento reflexivo y crítico de 
la realidad biofísica, social, política, 
económica y cultural, le permita al in-
dividuo comprender las relaciones de 
interdependencia con su entorno, para 
que con la apropiación de la realidad 
concreta, se puedan generar en él y en 
su comunidad, actitudes de valoración y 
respeto por el medio ambiente”.
Gestión Ambiental: La gestión am-
biental es entendida como el manejo 
participativo de las situaciones ambien-
tales de una región por los diversos ac-
tores, mediante el uso y la aplicación de 
instrumentos jurídicos, de planeación, 
tecnológicos, económicos, financieros 
y administrativos, que promuevan el 
funcionamiento adecuado de los ecosis-
temas y el mejoramiento de la calidad 
de vida de la población dentro de un 
marco de sostenibilidad. Esta definición 
involucra a todos los actores sociales y 
gubernamentales.
Mesas Ambientales: Son instancias de 
participación ambiental, autónomas e 
incluyentes, cuyo propósito fundamen-
tal es contribuir al desarrollo sostenible 
del territorio.
Mesa Ambiental de Base Local 
(MAB): Es la estructura de base social 
creada para la participación comunitaria
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en temas ambientales de las comunas, 
localidades o corregimientos de acuerdo 
con la división territorial de cada muni-
cipio.
Mesa Ambiental Municipal (MAM): 
Es la instancia de representación de las 
Mesas Ambientales de una ciudad o mu-
nicipio de acuerdo con su división ad-
ministrativa.
Mesa Ambiental Supramunicipal 
(MAS): Es el espacio de encuentros de 
las mesas ambientales en el nivel supe-
rior al municipal, ya sea, en lo denomi-
nado en instancias regionales o territo-
riales, pero que están por debajo de la 
división departamental.
Mesa Ambiental Departamental 
(MAD): Es la instancia de representa-
ción de las Mesas Ambientales de los 
Departamentos, constituidos por las su-
bregiones y su ciudad capital.
Mesa Ambiental Nacional (MAN): Es 
la máxima instancia de representación 
de las Mesas Ambientales en el país, 
constituida por los 5 nodos regionales 
(Caribe, Pacífico, Andino, Orinoquia y 
Amazonia).
Red Articulada: Estructura organizada 
conformada con representatividad Mu-
nicipal, Departamental y Nacional.

Artículo 3°. Estructura. 
Las Mesas Ambientales serán la instan-
cia de gestión activa y eficaz sobre lo 
que concierne a las medidas de protec-
ción del ambiente en su jurisdicción. Se 
encargan de aportar desde sus capacida-
des en los temas ambientales del Plan de 
Ordenamiento Territorial, Plan de Desa-
rrollo Municipal, el Consejo Territorial 
de Planeación y la Gestión del Riesgo, 
además de otros instrumentos de plani-
ficación que impacten en sus territorios 
desde lo ambiental. Sus coordinadores, 
secretarios y delegados serán elegidos 
en asamblea por un periodo de un (1) 
año, contados a partir de su instalación.
La estructura interna de acuerdo con el 
territorio será la siguiente: 

Estructura de la Mesa Ambiental Lo-
cal (MAL): la Mesa Ambiental Local, 
estará conformada por mínimo 11 inte-
grantes de la comunidad o de los gru-
pos poblacionales y organizaciones del 
sector social y ambiental, incluyendo a 
grupos étnicos y población en situación 
de discapacidad que existan del área ad-
ministrativa territorial que representen 
dentro del municipio y que tengan un 
interés ambiental común.

Estructura de la Mesa Ambiental 
Municipal (MAM): la Mesa Ambiental 
Municipal, estará conformada por dos 
integrantes (principal y suplente)

Artículo 3°. Estructura.
Las Mesas Ambientales serán la instan-
cia de gestión activa y eficaz sobre lo 
que concierne a las medidas de protec-
ción del ambiente en su jurisdicción. Se 
encargan de aportar desde sus capacida-
des en los temas ambientales del Plan de 
Ordenamiento Territorial, Plan de Desa-
rrollo Municipal, el Consejo Territorial 
de Planeación y la Gestión del Riesgo, 
además de otros instrumentos de plani-
ficación que impacten en sus territorios 
desde lo ambiental. 
Sus dinamizadores, secretarios y dele-
gados serán elegidos en asamblea por 
un periodo de un (1) año, contados a 
partir de su instalación.
La estructura interna de acuerdo con el 
territorio será la siguiente: 
Estructura de la Mesa Ambiental de 
Base Local (MAB) la Mesa Ambiental 
de Base Local, estará conformada por 
mínimo 11 integrantes de la comunidad 
o de los grupos poblacionales, empre-
sas y organizaciones del sector social y 
ambiental, incluyendo a grupos étnicos 
y población en situación de discapaci-
dad que existan en el área administrati-
va territorial que representen dentro del 
municipio ya sea comuna, localidad o 
corregimiento y que tengan un interés 
ambiental común.
Estructura de la Mesa Ambiental 
Municipal (MAM): la Mesa Ambien-
tal Municipal, estará conformada por  
dos integrantes (principal y suplente) de
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de cada Mesa Ambiental Local (MAL), 
existente en el municipio y que fueran 
delegados de estas por votación interna.
Estructura de la Mesa Ambiental 
Supramunicipal (MAS): la Mesa 
Ambiental Supramunicipal estará con-
formada por dos integrantes (principal 
y suplente) de cada una de las mesas 
ambientales municipales existentes en 
dichas regiones o territorios vecinos o 
colindantes y que fueran delegados por 
votación interna.
Estructura de la Mesa Ambiental De-
partamental (MAD): la Mesa Ambien-
tal Departamental, deberá estar confor-
mada por dos integrantes (principal y 
suplente) de cada Mesa Ambiental Mu-
nicipal y la Mesa Ambiental Supramu-
nicipal (MAS) existentes en el Departa-
mento y que fueran delegados de estas 
por votación interna.
Estructura de la Mesa Ambiental Na-
cional (MAN) estará conformada por 
un delegado de cada Mesa Ambiental 
Departamental y para su funcionamien-
to deberán estar activos o presentes mí-
nimo la mitad más uno de sus integran-
tes.
Para su organización, funcionamiento 
y estructura interna, los integrantes de 
las mesas deberán elegir anualmente un 
coordinador principal, un coordinador 
suplente, un secretario y un moderador 
por cada comisión temática. 
Parágrafo 1°: Cuando el tema lo re-
quiera y para el cabal cumplimiento de 
sus objetivos, las Mesas Ambientales 
podrán invitar a representantes de las 
diferentes instancias gubernamentales, 
institutos descentralizados y los gre-
mios entre otros. 
Parágrafo 2°: Solo podrá existir una 
Mesa que represente a una zona o te-
rritorio a nivel local, municipal, depar-
tamental o nacional, estructurada tal 
como se explica en este artículo, sin que 
esto sea impedimento para que se creen 
comisiones técnicas o temáticas para 
trabajar en algún tema específico donde 
confluyan varios territorios. 

cada Mesa Ambiental de Base Local 
- MAB, existente en el municipio y 
que fueran delegados de estas por vo-
tación interna. Si no existiese MAB 
en el municipio, entonces se creará 
una MAM con mínimo 15 habitantes 
de este.
Estructura de la Mesa Ambiental 
Supramunicipal (MAS): la Mesa 
Ambiental Supramunicipal estará con-
formada por dos integrantes (principal 
y suplente) de cada una de las mesas 
ambientales municipales existentes en 
dichas regiones o territorios vecinos o 
colindantes y que fueran delegados por 
votación interna. La no existencia de 
una MAS no es impedimento para la 
creación de una MAD.
Estructura de la Mesa Ambiental De-
partamental (MAD): la Mesa Ambien-
tal Departamental, deberá estar confor-
mada por dos integrantes (principal y 
suplente) de cada Mesa Ambiental Mu-
nicipal y la Mesa Ambiental Supramu-
nicipal (MAS) existentes en el Departa-
mento y que fueran delegados de estas 
por votación interna.
Estructura de la Mesa Ambiental Na-
cional – (MAN) estará conformada por 
un delegado de cada Mesa Ambiental 
Departamental y para su funcionamien-
to deberán estar activos o presentes mí-
nimo la mitad más uno de sus integran-
tes. La no existencia de una o más MAD 
no es impedimento para la creación de 
la MAN
Parágrafo 1°: Para su organización, 
funcionamiento y estructura interna, los 
integrantes de las mesas deberán elegir 
anualmente un coordinador principal, 
un coordinador dinamizador suplente, 
un secretario y un moderador por cada 
comisión temática. 
Parágrafo 2°: Cuando el tema lo re-
quiera y para el cabal cumplimiento de 
sus objetivos, las Mesas Ambientales 
podrán invitar a representantes de las 
diferentes instancias gubernamentales, 
institutos descentralizados y los gremios 
entre otros. Los cuales tendrán voz, pero 
no voto.
Parágrafo 3°: Solo podrá existir una 
Mesa que represente a una zona o te-
rritorio a nivel local, municipal, depar-
tamental o nacional, estructurada tal 
como se explica en este artículo, sin que 
esto sea impedimento para que se creen 
comisiones técnicas o temáticas para 
trabajar en algún tema específico donde 
confluyan varios territorios. 
Parágrafo 4°: Sin perjuicio de lo an-
terior, en las Mesas Ambientales podrá 
intervenir cualquier persona natural o 
jurídica, nacional o extranjera que esté 
interesada en participar.

Se propone cambiar la palabra coordina-
dores por Dinamizadores en el Artículo 
3°. Quedando de la siguiente forma:
Se propone modificar la redacción de 
Estructura de la Mesa Ambiental Local 
(MAL) y cambiarlo por Estructura de la 
Mesa Ambiental de Base Local (MAB)
Se propone cambiar la redacción de Es-
tructura de la Mesa Ambiental Munici-
pal (MAM)
Se añade el tercer y cuarto parágrafo.
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CAPÍTULO III
De la composición y funcionamiento 
de las Mesas Ambientales
Artículo 4°. Composición de las Me-
sas Ambientales. Harán parte de las 
Mesas Ambientales los delegados de 
los grupos poblacionales, organiza-
ciones y empresariales presentes en el  
territorio.
PARÁGRAFO 1°: Sin perjuicio de lo 
anterior, en las Mesas Ambientales po-
drá intervenir cualquier persona natural 
o jurídica, nacional o extranjera que esté 
interesada en participar.

CAPÍTULO III
Del funcionamiento de las Mesas Am-
bientales

Se elimina el artículo 4 y se modifica el 
nombre del Capítulo III quedando de la 
siguiente manera:
CAPÍTULO III
Del funcionamiento de las Mesas Am-
bientales

Artículo 5°. Funcionamiento de las 
Mesas Ambientales. La administración 
municipal, a través de la Secretaría de 
Participación o quien haga sus veces,  
será la encargada de la inscripción y re-
conocimiento de las Mesas Ambientales 
Locales (MAL) y las Mesas Ambienta-
les Municipales (MAM) También esta-
rán encargadas de solicitar a las Mesas 
anualmente las actas de nombramiento 
de sus integrantes.
Las MAL y MAM podrán contar con 
la asistencia y acompañamiento de la 
Secretaría de Medio Ambiente, autori-
dades ambientales y/o quien ejerza sus 
veces.
Para las Mesas Ambiental Departa-
mental – MAD, será el Gobierno De-
partamental a través de la Secretaría de 
Participación o quien haga sus veces, la 
encargada de la inscripción de los re-
presentantes de las Mesas Ambientales 
Municipales (MAM) y las Mesas Am-
biental Supramunicipal (MAS) para la 
conformación de la MAD También es-
tarán encargadas de solicitar a las Mesas 
anualmente las actas de nombramiento 
de sus integrantes.

Las MAD podrán contar con la asisten-
cia y acompañamiento de la Secretaría 
de Medio Ambiente del Departamento 
y/o las diferentes autoridades ambienta-
les del territorio.
La Mesa Ambiental Nacional (MAN), 
tendrá el apoyo técnico y logístico re-
querido que se solicite ante el Ministerio 
de Ambiente y de Desarrollo Sostenible 
y otras entidades del Sistema Nacional 
Ambiental Nacional (SINA), para el de-
sarrollo de sus actividades.

Parágrafo: Las Mesas podrán gestionar 
recursos con entidades internacionales 
para el fomento y la cooperación en te-
mas ambientales

Artículo 4°. Funcionamiento de las 
Mesas Ambientales. La administración 
municipal, a través de la Secretaría de 
Participación o quien haga sus veces, 
será la encargada de la inscripción y re-
conocimiento de las Mesas Ambientales 
de Base Local y las Mesas Ambienta-
les Municipales (MAM) También esta-
rán encargadas de solicitar a las Mesas 
anualmente las actas de nombramiento 
de sus integrantes.
Las MAB y MAM podrán contar con 
la asistencia y acompañamiento de la 
Secretaría de Medio Ambiente, autori-
dades ambientales y/o quien ejerza sus 
veces.
Para la Mesa Ambiental Departamen-
tal (MAD), será el Gobierno Depar-
tamental a través de la Secretaría de 
Participación o quien haga sus veces, 
la encargada de la inscripción de los 
representantes de las Mesas Ambien-
tales Municipales (MAM) y las Mesas 
Ambiental Supramunicipal (MAS) 
para la conformación de la MAD 
También estarán encargadas de solici-
tar a las MAD anualmente las actas de 
nombramiento de sus integrantes y de 
verificar que sean habitantes del terri-
torio que representan.
Las MAD podrán contar con la asisten-
cia y acompañamiento de la Secretaría 
de Medio Ambiente del Departamento 
y/o las diferentes autoridades ambienta-
les del territorio.
La Mesa Ambiental Nacional (MAN), 
tendrá el reconocimiento, apoyo técnico y 
logístico por parte del Ministerio de Am-
biente y de Desarrollo Sostenible quien 
también estará a cargo de solicitar a la 
MAN las actas de nombramiento de sus 
integrantes y de verificar que sean habi-
tantes del territorio que representan, para 
consolidar la mesa y su correspondiente 
reconocimiento. Las MAN también con-
tará con el acompañamiento de las demás 
entidades integrantes del Sistema Nacio-
nal Ambiental Nacional (SINA), para el 
desarrollo de sus actividades.
Parágrafo 1°. Las Mesas podrán gestio-
nar recursos con entidades internaciona-
les para el fomento y la cooperación en 
temas ambientales.

Se propone una modificación en la es-
tructura del Proyecto de Ley y el artícu-
lo 5º pasa a ser el artículo 4º.
Se adiciona un parágrafo al artículo. 
(Parágrafo 2º), toda vez que el objetivo 
de la iniciativa se encuentra alineado 
con los propósitos de los puntos 1 so-
bre reforma rural integral y el 2 sobre 
participación ciudadana, principalmen-
te, pues, busca fortalecer una estrategia 
de diálogo y concertación como lo son 
las mesas ambientales, con una partici-
pación importante en el Plan Nacional 
Sectorial adoptado por el Ministerio de 
Medio Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble. Por ello se realiza la inclusión de 
una precisión puntual respecto de los 
municipios PDET y la participación de 
la Agencia de Renovación del Territorio 
como entidad encargada de la estrategia 
en dichos territorios. 
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Parágrafo 2°: Tratándose de Mesas 
Ambientales de municipios PDET o que 
tengan en su jurisdicción municipios 
PDET, según disposición del Decreto 
Ley 893 de 2017 o la norma que lo mo-
difique, adicione o sustituya, las Mesas 
Ambientales contarán con la asistencia 
de la Agencia de Renovación del Terri-
torio, o la entidad que haga sus veces, 
atendiendo las disposiciones del Plan 
Nacional Sectorial de Zonificación Am-
biental adoptado por el Ministerio de 
Medio Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble, según Resolución 1608 de 2021 o 
la norma que lo modifique, adicione o 
sustituya.

CAPÍTULO IV
De los Deberes y Funciones de las Me-
sas Ambientales
Artículo 6°. Deberes de las Mesas Am-
bientales. Son deberes de las Mesas 
Ambientales:
a) Inscribirse y presentar anualmente las 
actas de nombramiento de sus integran-
tes ante la instancia competente, acorde 
al artículo 5° de la presente ley.

b) Desarrollar un reglamento interno 
donde defina el método de deliberación 
y votación interno, periodicidad de las 
sesiones, quórum y lo que considere 
pertinente para su funcionamiento.
c) Desarrollar mecanismos de segui-
miento necesarios para la trazabilidad 
de sus actividades.

Parágrafo 1°. Para las reuniones ordi-
narias las Mesas Ambientales Locales 
MAL deberán reunirse mínimo una vez 
al mes, las Mesas Ambientales Muni-
cipales (MAM) trimestralmente, las 
Mesas Ambientales Supramunicipales 
– (MAS) se reunirá cada vez que sea ne-
cesario, las Mesas Ambientales Depar-

CAPÍTULO IV
De los Deberes y Funciones de las Me-
sas Ambientales
Artículo 5°. Deberes de las Mesas Am-
bientales. Son deberes de las Mesas 
Ambientales:
a) Inscribirse y presentar anualmente las 
actas de nombramiento de sus integran-
tes ante la instancia competente con un 
plazo máximo de 2 meses posterior a 
la asamblea, acorde al artículo 4° de la 
presente ley.
b) Desarrollar un reglamento interno 
donde defina el método de deliberación 
y votación interno, periodicidad de las 
sesiones, quórum y lo que conside-
re pertinente para su funcionamiento. 
Para lo cual tendrán un plazo máximo 
de seis meses una vez creada la mesa, 
en caso de ser una actualización este 
deberá ser aprobado en asamblea y en 
presencia de las entidades avaladoras 
contenidas en el Artículo 4° de esta ley. 
c) Desarrollar un reglamento interno 
donde defina el método de deliberación 
y votación interno, periodicidad de las 
sesiones, quórum y lo que considere 
pertinente para su funcionamiento.
d) Desarrollar mecanismos de segui-
miento necesarios para la trazabilidad 
de sus actividades.
e) Elegir democráticamente los de-
legados a los diferentes espacios de 
participación como: los consejos am-
bientales, de planeación territorial, de 
planeación local de presupuesto par-
ticipativo, de participación ciudada-
na, de ordenamiento territorial, en las 
instancias de localidades, comunales, 
corregimentales, municipales, distrita-
les, departamentales y nacionales según 
corresponda a cada mesa y su territorio. 
Parágrafo 1°. Para las reuniones ordina-
rias las Mesas Ambientales de Base Lo-
cal – (MAB) deberán reunirse mínimo 
una vez al mes, las Mesas Ambientales 
Municipales (MAM) trimestralmente, 
las Mesas Ambientales Supramunicipa-
les – (MAS) se reunirá cada vez que sea  
necesario, las Mesas Ambientales Depar-

El artículo 6º pasa a ser el artículo 5º. 
Se armoniza la redacción.
Se complementa lo propuesto en el li-
teral b) en lo concerniente al desarrollo 
del reglamento interno de trabajo. 
Se agregan los literales c), y e). 
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TEXTO APROBADO EN PRIMER 
DEBATE

TEXTO PROPUESTO PARA 
SEGUNDO DEBATE OBSERVACIONES

tamentales - MAD se reunirán semes-
tralmente y la Mesa Ambiental Nacional 
se reunirá mínimo una vez al año.

Parágrafo 2°. Elegir a sus integrantes y 
delegados una vez al año por asamblea. 
Parágrafo 3°. Las mesas deberán en-
tregar anualmente las actas, informes de 
gestión y el plan de acción a la instancia 
pertinente según el artículo 5° de la pre-
sente ley.

tamentales - (MAD) se reunirán mínimo 
semestralmente y la Mesa Ambiental 
Nacional se reunirá mínimo una vez al 
año.
Parágrafo 2°. Elegir a sus integrantes y 
delegados una vez al año por asamblea.  
Parágrafo 3°. Las mesas deberán en-
tregar anualmente las actas, informes de 
gestión y el plan de acción a la instancia 
pertinente según el artículo 5° de la pre-
sente ley.

Artículo 7°. Funciones de las Mesas 
Ambientales. Las Mesas Ambientales 
podrán tener entre otras funciones las 
siguientes:
a) Identificar, analizar y caracterizar las 
problemáticas, situaciones e impactos 
ambientales presentadas en el territorio, 
con el propósito de presentar a los en-
tes territoriales, entidades y autoridades 
competentes posibles alternativas de so-
lución.
b) Acompañar en la elaboración de los 
instrumentos de planeación ambiental 
de su territorio, como un instrumento 
para la toma de decisiones en las dife-
rentes problemáticas o dinámicas am-
bientales. 
c) Articularse en los temas ambientales 
por medio de la planeación participati-
va y hacer parte en la discusión de las 
iniciativas de ejecución de proyectos 
ambientales para la vigencia fiscal res-
pectiva.
d) Promover, acompañar y fomentar la 
cultura ambiental, con estrategias que 
permitan la conservación de un medio 
ambiente sano.
e) Propiciar y generar espacios acadé-
micos que incidan en el desarrollo de 
propuestas ambientales que permitan al 
territorio avanzar hacia el crecimiento 
ambiental sustentable y sostenible.
f) Propiciar y gestionar espacios de for-
talecimiento de las capacidades para las 
personas, grupos y organizaciones vin-
culadas a la Mesa Ambiental, para cua-
lificar su quehacer cotidiano. 
g) Generar procesos de formación am-
biental en sus territorios para promover 
la cultura ambiental de sus comunida-
des, fomentando estrategias de educa-
ción ambiental por medio de procesos 
pedagógicos y lúdicos, de forma articu-
lada con la institucionalidad.
h)  Servir de enlaces entre la comunidad 
y el Estado para la promoción y desa-
rrollo local en los temas ambientales, 
así como en la promoción de la cultura 
ambiental. 

Artículo 6°. Funciones de las Mesas 
Ambientales. Las Mesas Ambientales 
podrán tener entre otras funciones las 
siguientes:
a) Identificar, analizar y caracterizar las 
problemáticas, situaciones e impactos 
ambientales presentadas en el territorio, 
con el propósito de presentar a los en-
tes territoriales, entidades y autoridades 
competentes posibles alternativas de so-
lución.
b) Acompañar en la elaboración de los 
instrumentos de planeación ambiental 
de su territorio, como un instrumento 
para la toma de decisiones en las dife-
rentes problemáticas o dinámicas am-
bientales. 
c) Articularse en los temas ambientales 
por medio de la planeación participati-
va y hacer parte en la discusión de las 
iniciativas de ejecución de proyectos 
ambientales para la vigencia fiscal res-
pectiva.
d) Promover, acompañar y fomentar la 
cultura ambiental, con estrategias que 
permitan la conservación de un medio 
ambiente sano.
e) Propiciar y generar espacios acadé-
micos que incidan en el desarrollo de 
propuestas ambientales que permitan al 
territorio avanzar hacia el crecimiento 
ambiental sustentable y sostenible.
f) Propiciar y gestionar espacios de for-
talecimiento de las capacidades para las 
personas, grupos y organizaciones vin-
culadas a la Mesa Ambiental, para cua-
lificar su quehacer cotidiano. 
g) Generar procesos de formación am-
biental en sus territorios para promover 
la cultura ambiental de sus comunida-
des, fomentando estrategias de educa-
ción ambiental por medio de procesos 
pedagógicos y lúdicos, de forma articu-
lada con la institucionalidad.
h). Servir de enlaces entre la comunidad 
y el Estado para la promoción y desa-
rrollo local en los temas ambientales, 
así como en la promoción de la cultura 
ambiental.
i) Implementar y promover los PRO-
CEDA en todo el país, fortaleciendo sus 
mecanismos de participación ciudadana 
y de proyección comunitaria, generan-
do mecanismos de asociación y arti- 
culación con los Proyectos Ambientales

El artículo 7º pasa a ser el artículo 6º 
Se agregan los literales i), j), k), de 
acuerdo a recomendaciones presentadas 
por el Ministerio de Educación Nacio-
nal, toda vez que se considera que estas 
tres funciones adicionales para las Me-
sas Ambientales son importantes esta-
blecerlas de manera expresa.
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TEXTO APROBADO EN PRIMER 
DEBATE

TEXTO PROPUESTO PARA 
SEGUNDO DEBATE OBSERVACIONES

Escolares PRAE, en el horizonte de la 
cualificación de la gestión ambiental. 
j) Promover la incorporación de un 
componente educativo–ambiental, en 
los planes, programas, proyectos y/o ac-
tividades que se desarrollen en el sector 
no formal, en materia Política Nacional 
de Educación Ambiental de ambiente 
y desarrollo en el país (ecoturismo con 
poblaciones escolarizadas y no escolari-
zadas, proyectos ambientales comunita-
rios, proyectos ambientales empresaria-
les, entre otros).
k) Propiciar la orientación de recursos 
financieros y técnicos por parte de los 
gremios y el sector privado, al fortaleci-
miento de procesos pedagógicos que en 
el campo de la educación ambiental se 
desarrollen, en los sectores no formal e 
informal de la educación.
l) Tratándose de municipios PDET, se-
gún disposición del Decreto Ley 893 de 
2017 o la norma que lo modifique, adi-
cione o sustituya, las Mesas Ambienta-
les aportarán a las estrategias como ins-
tancias de articulación interinstitucional 
y de gestión ambiental y, realizarán se-
guimiento al Plan Nacional Sectorial de 
Zonificación Ambiental adoptado por el 
Ministerio de Medio Ambiente y De-
sarrollo Sostenible, según Resolución 
1608 de 2021 o la norma que lo modifi-
que, adicione o sustituya.

Artículo 8°. Reglamentación. Esta ley 
deberá ser reglamentada en un plazo 
máximo de 18 meses por el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
contados a partir de su vigencia.

Artículo 7°. Reglamentación. Esta ley 
deberá ser reglamentada en un plazo 
máximo de 18 meses por el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
contados a partir de su vigencia.

El artículo 8º pasa a ser el artículo 7º.

Artículo 9°. Vigencia. Esta ley rige a 
partir de su promulgación.

Artículo 8°. Vigencia. Esta ley rige a 
partir de su promulgación.

El artículo 9º pasa a ser el artículo 8º 

Proposición.
Con base en las anteriores consideraciones y en 

cumplimiento de la Constitución Política de Colombia 
y la Ley 5ª de 1992, presento ponencia favorable 
y en consecuencia solicito muy amablemente al 
Presidente y a los honorables Representantes a 
la Cámara, dar segundo debate en la Plenaria de 
la Cámara de Representantes al Proyecto de ley 
número 070 de 2021 Cámara, “por medio de la 
cual se crean y reconocen las mesas ambientales en 
el territorio nacional como instancias de interacción 
de base social”, cuyo contenido y articulado 
presenta modificaciones respecto del texto aprobado 
en primer debate, la cuales se pueden evidenciar en 
el pliego de modificaciones.

Cordialmente,

9. TEXTO PROPUESTO PARA 
SEGUNDO DEBATE EN LA PLENARIA 

DE LA HONORABLE CÁMARA DE 
REPRESENTANTES AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 070 DE 2021 CÁMARA

por medio de la cual se crean y reconocen las 
mesas ambientales en el territorio nacional.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

CAPÍTULO I

Del objeto de la ley

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene como 
objeto reglamentar la creación, organización, 
funcionamiento y estructura interna de las 
Mesas Ambientales en el Territorio Nacional 
como instancias de interacción de base social, 
para promover la cultura ambiental y el buen 
manejo de los recursos naturales, que conduzcan 
al desarrollo sostenible y sustentable del medio 
ambiente.
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CAPÍTULO II
De las Mesas Ambientales, su definición 

 y estructura
Artículo 2º. Definiciones. Para efectos de esta 

ley:
Ambiente: Para efectos de esta ley se adopta 

el concepto integrador de la Política Nacional 
de Educación Ambiental y el Plan de Educación 
Ambiental de Antioquia: “Ambiente es un sistema 
dinámico definido por las interacciones físicas, 
biológicas, sociales y culturales, entre los seres 
humanos y los demás seres vivientes y todos los 
elementos del medio donde se desenvuelven, 
sean estos elementos de carácter natural, o bien 
transformados o creados por el hombre y que 
responden a las relaciones que establecen los grupos 
humanos con los componentes naturales en los 
cuales se desarrollan sus actividades y sobre los 
cuales han tejido un entramado cultural particular”.

Bioterritorio: El bioterritorio además de ser la 
base físico- biogeográfica de las actividades humanas, 
comprende un conjunto vital, dinámico, organizado 
y complejo de sistemas naturales y organizaciones 
humanas e institucionales y redes urbano-
rurales-regionales, departamentales, nacionales, 
continentales, y mundiales que los interrelacionan. 
El prefijo bio, hace relación, al mandato ético 
de primero la vida, su cuidado, protección y 
preservación. Es entonces un espacio bíogeográfico 
con unas comunidades organizacionales y sus 
actividades sociales, ambientales, económicas e 
institucionales, que forman un sistema alrededor de 
objetivos de desarrollo compartidos.

Bioterritorialidad: Expresa la consolidación del 
territorio, entendida por la capacidad de los actores, 
actuando en conjunto para compartir dentro del 
espacio geográfico, prácticas, normas y expresiones 
materiales y simbólicas, capaces de garantizar 
apropiación y permanencia de un determinado 
grupo de individuos, grupos y organizaciones con 
empresas locales, nacionales e internacionales; 
planificar el desarrollo teniendo por objetivo la 
adecuación de las actividades económicas en los 
espacios geográficos más recomendables, para 
buscar el equilibrio entre la mejor calidad de vida 
de la población, el desarrollo de la identidad cultural 
de los diversos grupos sociales y la optimización del 
uso sostenible de los recursos naturales renovables 
y no renovables.

Cultura Ambiental: Es un concepto que vincula 
los principios, valores y actitudes de los ciudadanos 
con el ambiente, es un proceso de aprendizaje 
continuo y permanente que modifica, forma y regula 
las relaciones sociales con su entorno.

Dinamizador: El dinamizador es aquella 
persona Flexible en su quehacer como actor social, 
con capacidad para la observación, la indagación, la 
investigación y la reflexión. Capaz de reconocerse y 
reconocer a los demás en los procesos comunitarios 
para la toma consciente y responsable de decisiones.

Convoca a la interdisciplinariedad como 
propuesta para aportar a la comprensión del 
problema ambiental.

Educación Ambiental: La educación ambiental 
debe ser entendida como un proceso sistémico, 
que, partiendo del conocimiento reflexivo y crítico 
de la realidad biofísica, social, política, económica 
y cultural, le permita al individuo comprender las 
relaciones de interdependencia con su entorno, para 
que con la apropiación de la realidad concreta, se 
puedan generar en él y en su comunidad, actitudes 
de valoración y respeto por el medio ambiente”.

Gestión Ambiental: La gestión ambiental es 
entendida como el manejo participativo de las 
situaciones ambientales de una región por los 
diversos actores, mediante el uso y la aplicación de 
instrumentos jurídicos, de planeación, tecnológicos, 
económicos, financieros y administrativos, que 
promuevan el funcionamiento adecuado de los 
ecosistemas y el mejoramiento de la calidad de vida 
de la población dentro de un marco de sostenibilidad. 
Esta definición involucra a todos los actores sociales 
y gubernamentales.

Mesas Ambientales: Son instancias de 
participación ambiental, autónomas e incluyentes, 
cuyo propósito fundamental es contribuir al 
desarrollo sostenible del territorio.

Mesa Ambiental de Base Local (MAB): Es la 
estructura de base social creada para la participación 
comunitaria en temas ambientales de las comunas, 
localidades o corregimientos de acuerdo con la 
división territorial de cada municipio.

Mesa Ambiental Municipal (MAM): Es 
la instancia de representación de las Mesas 
Ambientales de una ciudad o municipio de acuerdo 
con su división administrativa.

Mesa Ambiental Supramunicipal (MAS): Es el 
espacio de encuentros de las mesas ambientales en el 
nivel superior al municipal, ya sea, en lo denominado 
en instancias regionales o territoriales, pero que 
están por debajo de la división departamental.

Mesa Ambiental Departamental (MAD): 
Es la instancia de representación de las Mesas 
Ambientales de los Departamentos, constituidos por 
las subregiones y su ciudad capital.

Mesa Ambiental Nacional (MAN): Es la 
máxima instancia de representación de las Mesas 
Ambientales en el país, constituida por los 5 nodos 
regionales (Caribe, Pacifico, Andino, Orinoquia y 
Amazonia).

Red Articulada: Estructura organizada 
conformada con representatividad Municipal, 
Departamental y Nacional.

Artículo 3º. Estructura. Las Mesas Ambientales 
serán la instancia de gestión activa y eficaz sobre 
lo que concierne a las medidas de protección del 
ambiente en su jurisdicción. Se encargan de aportar 
desde sus capacidades en los temas ambientales del 
Plan de Ordenamiento Territorial, Plan de Desarrollo 
Municipal, el Consejo Territorial de Planeación y la 
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Gestión del Riesgo, además de otros instrumentos 
de planificación que impacten en sus territorios 
desde lo ambiental.

Sus dinamizadores, secretarios y delegados serán 
elegidos en asamblea por un periodo de un (1) año, 
contados a partir de su instalación.

La estructura interna de acuerdo con el territorio 
será la siguiente:

Estructura de la Mesa Ambiental de Base 
Local (MAB): la Mesa Ambiental de Base Local, 
estará conformada por mínimo 11 integrantes de la 
comunidad o de los grupos poblacionales, empresas 
y organizaciones del sector social y ambiental, 
incluyendo a grupos étnicos y población en situación 
de discapacidad que existan en el área administrativa 
territorial que representen dentro del municipio ya 
sea comuna, localidad o corregimiento y que tengan 
un interés ambiental común.

Estructura de la Mesa Ambiental Municipal 
(MAM): la Mesa Ambiental Municipal, estará 
conformada por dos integrantes (principal y suplente) 
de cada Mesa Ambiental de Base Local (MAB), 
existente en el municipio y que fueran delegados 
de estas por votación interna. Si no existiese MAB 
en el municipio, entonces se creará una MAM con 
mínimo 15 habitantes de este.

Estructura de la Mesa Ambiental 
Supramunicipal (MAS): la Mesa Ambiental 
Supramunicipal estará conformada por dos 
integrantes (principal y suplente) de cada una de 
las mesas ambientales municipales existentes en 
dichas regiones o territorios vecinos o colindantes 
y que fueran delegados por votación interna. La no 
existencia de una MAS, no es impedimento para la 
creación de una MAD.

Estructura de la Mesa Ambiental 
Departamental (MAD): la Mesa Ambiental 
Departamental, deberá estar conformada por 
dos integrantes (principal y suplente) de cada 
Mesa Ambiental Municipal y la Mesa Ambiental 
Supramunicipal (MAS), existentes en el 
Departamento y que fueran delegados de estas por 
votación interna.

Estructura de la Mesa Ambiental Nacional 
(MAN): estará conformada por un delegado de 
cada Mesa Ambiental Departamental y para su 
funcionamiento deberán estar activos o presentes 
mínimo la mitad más uno de sus integrantes. La no 
existencia de una o más MAD no es impedimento 
para la creación de la MAN.

Parágrafo 1°. Para su organización, 
funcionamiento y estructura interna, los integrantes 
de las mesas deberán elegir anualmente un 
dinamizador principal, un dinamizador suplente, 
un secretario y un moderador por cada comisión 
temática.

Parágrafo 2°. Cuando el tema lo requiera y para 
el cabal cumplimiento de sus objetivos, las Mesas 
Ambientales podrán invitar a representantes de las 
diferentes instancias gubernamentales, institutos 

descentralizados y los gremios entre otros. Los 
cuales tendrán voz, pero no voto.

Parágrafo 3°. Solo podrá existir una Mesa que 
represente a una zona o territorio a nivel local, 
municipal, departamental o nacional, estructurada 
tal como se explica en este artículo, sin que esto sea 
impedimento para que se creen comisiones técnicas 
o temáticas para trabajar en algún tema específico 
donde confluyan varios territorios.

Parágrafo 4°. Sin perjuicio de lo anterior, en 
las Mesas Ambientales podrá intervenir cualquier 
persona natural o jurídica, nacional o extranjera que 
esté interesada en participar.

CAPÍTULO III
Del funcionamiento de las Mesas Ambientales

Artículo 4º. Funcionamiento de las Mesas 
Ambientales. La administración municipal, a 
través de la Secretaría de Participación o quien 
haga sus veces, será la encargada de la inscripción 
y reconocimiento de las Mesas Ambientales de 
Base Local y las Mesas Ambientales Municipales 
(MAM). También estarán encargadas de solicitar a 
las Mesas anualmente las actas de nombramiento de 
sus integrantes.

Las MAB y MAM podrán contar con la asistencia 
y acompañamiento de la Secretaría de Medio 
Ambiente, autoridades ambientales y/o quien ejerza 
sus veces.

Para la Mesa Ambiental Departamental (MAD), 
será el Gobierno Departamental a través de la 
Secretaría de Participación o quien haga sus veces, 
la encargada de la inscripción de los representantes 
de las Mesas Ambientales Municipales (MAM), y 
la Mesa Ambiental Supramunicipal (MAS) para 
la conformación de la (MAD). También estarán 
encargadas de solicitar a las MAD anualmente 
las actas de nombramiento de sus integrantes y 
de verificar que sean habitantes del territorio que 
representan.

Las MAD podrán contar con la asistencia 
y acompañamiento de la Secretaría de Medio 
Ambiente del Departamento y/o las diferentes 
autoridades ambientales del territorio.

La Mesa Ambiental Nacional (MAN), tendrá 
el reconocimiento, apoyo técnico y logístico por 
parte del Ministerio de Ambiente y de Desarrollo 
Sostenible quien también estará a cargo de solicitar 
a la MAN las actas de nombramiento de sus 
integrantes y de verificar que sean habitantes del 
territorio que representan, para consolidar la mesa 
y su correspondiente reconocimiento. Las MAN 
también contará con el acompañamiento de las 
demás entidades integrantes del Sistema Nacional 
Ambiental Nacional (SINA), para el desarrollo de 
sus actividades.

Parágrafo 1°. Las Mesas podrán gestionar 
recursos con entidades internacionales para el 
fomento y la cooperación en temas ambientales.

Parágrafo 2°. Tratándose de Mesas Ambientales 
de municipios PDET o que tengan en su jurisdicción 



Gaceta del Congreso  1059	 Lunes, 12 de septiembre de 2022	 Página 15

municipios PDET, según disposición del Decreto ley 
893 de 2017 o la norma que lo modifique, adicione 
o sustituya, las Mesas Ambientales contarán con 
la asistencia de la Agencia de Renovación del 
Territorio, o la entidad que haga sus veces, atendiendo 
las disposiciones del Plan Nacional Sectorial de 
Zonificación Ambiental adoptado por el Ministerio 
de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, según 
Resolución número 1608 de 2021 o la norma que lo 
modifique, adicione o sustituya.

CAPÍTULO IV
De los Deberes y Funciones de las Mesas 

Ambientales
Artículo 5º. Deberes de las Mesas Ambientales. 

Son deberes de las Mesas Ambientales:
a)	 Inscribirse y presentar anualmente las actas 

de nombramiento de sus integrantes ante la 
instancia competente con un plazo máximo 
de 2 meses posterior a la asamblea, acorde al 
artículo 4 de la presente ley.

b)	 Desarrollar un reglamento interno donde 
defina el método de deliberación y votación 
interno, periodicidad de las sesiones, 
quórum y lo que considere pertinente para 
su funcionamiento. Para lo cual tendrán un 
plazo máximo de seis meses una vez creada 
la mesa, en caso de ser una actualización 
este deberá ser aprobado en asamblea y 
en presencia de las entidades avaladoras 
contenidas en el artículo 4° de esta ley.

e) 	 Desarrollar un reglamento interno donde 
defina el método de deliberación y votación 
interno, periodicidad de las sesiones, 
quórum y lo que considere pertinente para su 
funcionamiento.

d)	 Desarrollar mecanismos de seguimiento 
necesarios para la trazabilidad de sus 
actividades.

e) Elegir democráticamente los delegados a los 
diferentes espacios de participación como: 
los consejos ambientales, de planeación 
territorial, de planeación local de presupuesto 
participativo, de participación ciudadana, de 
ordenamiento territorial, en las instancias 
de localidades, comunales, corregimentales, 
municipales, distritales, departamentales y 
nacionales según corresponda a cada mesa y 
su territorio.

Parágrafo 1°. Para las reuniones ordinarias 
las Mesas Ambientales de Base Local (MAB), 
deberán reunirse mínimo una vez al mes, las Mesas 
Ambientales Municipales (MAM), trimestralmente, 
las Mesas Ambientales Supramunicipales (MAS), 
se reunirá cada vez que sea necesario, las Mesas 
Ambientales Departamentales (MAD), se reunirán 
mínimo semestralmente y la Mesa Ambiental 
Nacional se reunirá mínimo una vez al año.

Parágrafo 2°. Elegir a sus integrantes y delegados 
una vez al año por asamblea.

Parágrafo 3° Las mesas deberán entregar 
anualmente las actas, informes de gestión y el plan 
de acción a la instancia pertinente según el artículo 
5° de la presente ley.

Artículo 6º. Funciones de las Mesas Ambientales. 
Las Mesas Ambientales podrán tener entre otras 
funciones las siguientes:

a)	 Identificar, analizar y caracterizar las 
problemáticas, situaciones e impactos 
ambientales presentadas en el territorio, 
con el propósito de presentar a los entes 
territoriales, entidades y autoridades 
competentes posibles alternativas de 
solución.

b)	 Acompañar en la elaboración de los 
instrumentos de planeación ambiental de su 
territorio, como un instrumento para la toma 
de decisiones en las diferentes problemáticas 
o dinámicas ambientales.

c)	 Articularse en los temas ambientales por 
medio de la planeación participativa y hacer 
parte en la discusión de las iniciativas de 
ejecución de proyectos ambientales para la 
vigencia fiscal respectiva.

d)	 Promover, acompañar y fomentar la cultura 
ambiental, con estrategias que permitan la 
conservación de un medio ambiente sano.

e)	 Propiciar y generar espacios académicos 
que incidan en el desarrollo de propuestas 
ambientales que permitan al territorio 
avanzar hacia el crecimiento ambiental 
sustentable y sostenible.

f)	 Propiciar y gestionar espacios de 
fortalecimiento de las capacidades para las 
personas, grupos y organizaciones vinculadas 
a la Mesa Ambiental, para cualificar su 
quehacer cotidiano.

g)	 Generar procesos de formación ambiental 
en sus territorios para promover la cultura 
ambiental de sus comunidades, fomentando 
estrategias de educación ambiental por 
medio de procesos pedagógicos y lúdicos, 
de forma articulada con la institucionalidad.

h)	 Servir de enlaces entre la comunidad y el 
Estado para la promoción y desarrollo local 
en los temas ambientales, así como en la 
promoción de la cultura ambiental.

i)	 Implementar y promover los PROCEDA en 
todo el país, fortaleciendo sus mecanismos 
de participación ciudadana y de proyección 
comunitaria, generando mecanismos de 
asociación y articulación con los Proyectos 
Ambientales Escolares (PRAE), en el 
horizonte de la cualificación de la gestión 
ambiental.

j)	 Promover la incorporación de un 
componente educativo-ambiental, en los 
planes, programas, proyectos y/o actividades 
que se desarrollen en el sector no formal, 
en materia Política Nacional de Educación 
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Ambiental de ambiente y desarrollo en el país 
(ecoturismo con poblaciones escolarizadas 
y no escolarizadas, proyectos ambientales 
comunitarios, proyectos ambientales 
empresariales, entre otros).

k)	 Propiciar la orientación de recursos 
financieros y técnicos por parte de los gremios 
y el sector privado, al fortalecimiento de 
procesos pedagógicos que en el campo 
de la educación ambiental se desarrollen, 
en los sectores no formal e informal de la 
educación.

l)	 Tratándose de municipios PDET, según 
disposición del Decreto ley 893 de 2017 
o la norma que lo modifique, adicione o 
sustituya, las Mesas Ambientales aportarán 
a las estrategias como instancias de 
articulación interinstitucional y de gestión 
ambiental y, realizarán seguimiento al 
Plan Nacional Sectorial de Zonificación 
Ambiental adoptado por el Ministerio de 
Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
según Resolución número 1608 de 2021 
o la norma que lo modifique, adicione o 
sustituya.

Artículo 7º. Reglamentación. Esta ley deberá ser 
reglamentada en un plazo máximo de 18 meses por 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
contados a partir de su vigencia.

Artículo 8º. Vigencia. Esta ley rige a partir de su 
promulgación.

Cordialmente,

* * *

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

241 DE 2021 CÁMARA,

por medio de la cual se garantiza la conservación y 
gobernanza de las áreas protegidas pertenecientes 
al sistema nacional de parques naturales y sus zonas 

amortiguadoras, y se dictan otras disposiciones.

1.	 TRÁMITE Y ANTECEDENTES
El proyecto de ley objeto de esta ponencia 

es de iniciativa parlamentaria y fue radicado 
el día 18 de agosto de 2021 ante la Secretaría 
General de la Cámara de Representantes por los 
honorables Congresistas Catalina Ortiz Lalinde, 
Iván Marulanda Gómez, Antonio Sanguino Páez, 
León Fredy Muñoz, Juan Carlos Lozada Vargas, 

Mauricio Andrés Toro Orjuela, Angélica Lozano 
Correa y César Ortiz Zorro.

El proyecto fue remitido a la Comisión Quinta 
Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes por tratarse de asuntos de su 
competencia y originalmente fue designado como 
ponente el ex-Representante a la Cámara por el 
Quindío Luciano Grisales Londoño. En el desarrollo 
del trámite legislativo, posterior a esa designación, el 
pasado 20 de octubre de 2021, luego de las consultas 
pertinentes y por medio de proposición aprobada en 
la sesión del mismo día, el ponente original solicitó 
la realización de una audiencia pública sobre el 
proyecto.

El 4 de noviembre de 2021 se realizó una 
audiencia pública virtual convocada por el ponente 
Grisales Londoño y la autora principal del proyecto. 
Dicha audiencia contó con la presencia de personas 
y organizaciones interesadas y con incumbencia en 
la materia del proyecto.

Tras haber surtido este proceso, el ponente 
original Grisales Londoño rindió ponencia positiva 
en primer debate. Dicha ponencia fue aprobada el 
día 14 de diciembre de 2021 en sesión ordinaria de 
la Comisión Quinta Constitucional.

A continuación, nos permitimos rendir informe 
de ponencia para segundo debate del proyecto de ley 
214 de 2021 Cámara, reconociendo el trabajo de 
los autores originales del proyecto y del trabajo 
del ponente original, exrepresentante Grisales 
Londoño, cuya ponencia para segundo debate, 
es el insumo principal del presente documento, 
haciendo ajustes y complementando elementos en 
donde se consideró conveniente.

2.	 OBJETO DEL PROYECTO
Este proyecto de ley busca establecer una 

serie de medidas dirigidas a garantizar la efectiva 
protección de las zonas amortiguadoras de los 
Parques Nacionales Naturales para así lograr una 
mayor conservación de estas importantes áreas 
protegidas. Para ello plantea reforzar la protección 
legal de dichas zonas amortiguadoras, es especial 
de las correspondientes a los Parques Nacionales 
Naturales, sobre el entendido de que ellos constituyen 
la categoría de mayor protección ecosistémica del 
Sistema Nacional Ambiental.

Adicionalmente, y como parte este conjunto 
de disposiciones de refuerzo a la protección 
ambiental, la iniciativa establece la prohibición 
en estas áreas de actividades o desarrollos futuros 
como la construcción o establecimiento de puertos 
multimodales, actividades portuarias, minería 
a gran escala o exploración y explotación de 
hidrocarburos.

Finalmente el proyecto establece temporalidades 
y competencias para determinar y constituir estas 
zonas de amortiguación, a la vez que determina la 
obligación de construir planes de manejo ambiental 
para dichas zonas. Para esto el articulado propuesto 
reconoce la importancia de la participación y 
trabajo articulado con las comunidades campesinas 
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y los grupos étnicos con presencia en las zonas de 
amortiguamiento que garantice sus derechos.

De este modo se encara el desafío de generar 
estrategias de protección legal que garanticen que las 
zonas amortiguadoras cumplan asimismo su función 
de amortiguación contemplada en la legislación 
vigente.

3.	 PROBLEMA GENERAL A RESOLVER
Actualmente no existe una definición clara 

sobre cuáles son las zonas amortiguadoras de la 
gran mayoría de los Parques Nacionales Naturales 
que existen en Colombia ni se ha adelantado 
reglamentación alguna sobre cómo estas deben ser 
manejadas. Ello ha impedido que se determine con 
exactitud cuáles actividades pueden ser realizadas 
o no en las áreas que comprenden dichas zonas y, 
además, ha abierto la posibilidad de que en estas se 
desarrollen actividades que amenazan con destruir 
ecosistemas de especial importancia ambiental en 
Colombia.

En este sentido, la ausencia de disposiciones 
que permitan la regulación o en casos especiales la 
prohibición de algunas actividades con alto o altísimo 
impacto ambiental en las zonas amortiguadoras 
de los Parques Nacionales Naturales, ha puesto 
en peligro ecosistemas tales como el páramo de 
Santurbán (desarrollo de minería a gran escala), 
el Golfo de Tribugá {desarrollo portuario) o las 
zonas amortiguadoras de los PNN Los Nevados 
(desarrollo de minería a gran escala) o los 
Farallones de Cali (contaminación del río Pance). 
Este estado de cosas de falta de regulación y de 
acciones estatales coordinadas también incide en 
afectaciones en la calidad de vida e incertidumbre 
legal de grupos étnicos y comunidades campesinas 
presentes en las zonas amortiguadoras e incluso en 
los parques nacionales naturales (Parques Como 
Vamos, 2021).

3.1.	Consideraciones generales
a)	 Biodiversidad de Colombia
Colombia está clasificada entre los 17 países 

megadiversos del mundo. En particular, el país es 
el segundo país más biodiverso del planeta lo que 
se evidencia en el hecho de que representa solo el 
1% de la superficie terrestre y alberga entre el 10% 
y el 14% de la biodiversidad total planetaria. Más 
aún, si se tiene en cuanta el indicador de diversidad 
biológica por área, Colombia resulta ser el país más 
biodiverso por kilómetro cuadrado de la Tierra. Esta 
enorme riqueza biótica se debe, principalmente 
a que el país cuenta con una ubicación geográfica 
privilegiada, un relieve único y un territorio propicio 
para albergar una gran cantidad de ecosistemas y 
formas de vida diferentes.

Ubicada en la zona ecuatorial, la nación posee 
una inigualable riqueza hídrica con algunos de los 
ríos más importantes del mundo. Su clima tropical 
determina condiciones que permiten la existencia 
de ecosistemas únicos, clima tropical con cambios 
relativos a su altura sobre el nivel del mar y una 
biodiversidad que le otorgan al país el primer puesto 

en número de especies de aves, el segundo en 
número de anfibios, el tercero de reptiles y palmas 
y el sexto en número de especies de mamíferos. A 
la vez, ocupa los primeros lugares en diversidad de 
flora a nivel mundial y cuenta con mares, selvas, 
desiertos, nevados, entre muchos otros ecosistemas 
dignos de protección y conservación (Procolombia 
& USAID, 2021).

Todas estas condiciones constituyen una auténtica 
riqueza y hacen de Colombia una potencia ambiental 
inigualable. En momentos como el actual en los 
que el cambio climático constituye una amenaza a 
toda esa riqueza, el legislativo encuentra un enorme 
desafío en la protección de estos ecosistemas. Así, 
disposiciones como las contenidas en esta propuesta 
son un imperativo ético y político inaplazable, 
toda vez que, aunque no somos un país que esté 
entre los principales emisores de Gases de Efecto 
Invernadero, pues nacionalmente solo emite entre el 
0.4% y el 0.7% del total de emisiones a nivel global, 
sí es particularmente vulnerable a la crisis climática 
por su localización geográfica.

b)	 Aproximación a las áreas protegidas en 
Colombia

Reconociendo la necesidad de protección de la 
inmensa biodiversidad del país y producto de una 
larga discusión sobre el modo en que deben realizarse 
estos esfuerzos para defender estos ecosistemas, el 
país cuenta al menos desde la década del setenta del 
siglo pasado con una normatividad, una legislación 
y una jurisprudencia que ha ido madurando a la par 
de los desafíos ambientales. Dicha normatividad 
reconoce que actualmente Colombia cuenta con una 
serie de figuras de protección del territorio en pro de 
la conservación ambiental.

De esta forma, tal y como se encuentra 
consagrado en el Decreto Único Reglamentario 
del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible y 
el Registro Único Nacional de Áreas Protegidas 
(RUNAP), el país cuenta con el Sistema Nacional de 
Áreas Protegidas (SINAP). Este se define como el 
conjunto de las áreas protegidas, los actores sociales 
e institucionales y las estrategias e instrumentos de 
gestión que las articulan, que contribuyen como un 
todo al cumplimiento de los objetivos generales de 
conservación del país.

Las categorías de áreas protegidas que conforman 
el Sistema Nacional de Áreas Protegidas SINAP 
son:

a)	 Sistema de Parques Nacionales
b)	 Las Reservas Forestales Protectoras;
e)	 Los Parques Naturales Regionales;
d)	 Los Distritos de Manejo Integrado;
e)	 Los Distritos de Conservación de Suelos;
f)	 Las Áreas de Recreación.
g)	 Áreas Protegidas Privadas - Reservas 

Naturales de la Sociedad Civil.
En lo que toca a las áreas del Sistema de Parques 

Nacionales Naturales, las cuales son objeto de esta 
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propuesta, ellas corresponden a 59 áreas naturales 
que se subdividen como sigue, de acuerdo con el 
Código de Recursos Naturales artículo 329:

•	 Parque Nacional: área de extensión que 
permita su autorregulación ecológica 
y cuyos ecosistemas en general no han 
sido alterados substancialmente por la 
explotación u ocupación humana, y donde las 
especies vegetales de animales, complejos 
geomorfológicos y manifestaciones 
históricas o culturales tienen valor científico, 
educativo, estético y recreativo Nacional y 
para su perpetuación se somete a un régimen 
adecuado de manejo.

•	 Reserva Natural: área en la cual existen 
condiciones primitivas de flora, fauna y 
gea, y está destinada a la conservación, 
investigación y estudio de sus riquezas 
naturales.

•	 Área Natural Única: área que, por poseer 
condiciones especiales de flora o gea es un 
escenario natural raro.

•	 Santuario de Flora: área dedicada a preservar 
especies o comunidades vegetales para 
conservar recursos genéticos de la flora 
nacional.

•	 Santuario de Fauna: área dedicada a 
preservar especies o comunidades de 
animales silvestres, para conservar recursos 
genéticos de la fauna nacional.

•	 Vía Parque: Faja de terreno con carretera, 
que posee bellezas panorámicas singulares 
o valores naturales o culturales, conservada 
para fines de educación y esparcimiento.

En el caso del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales, este se encuentra definido como 
aquel que está compuesto por áreas con valores 
excepcionales para el patrimonio Nacional, que 
debido a sus características naturales y en beneficio 
de los habitantes de la Nación se reserva y declara 
dentro de alguno de los tipos de áreas en él definidas 
(artículo 1° Decreto número 622 de 1977). En este 
mismo sentido, el Código de Recursos Naturales 
(artículo 331 y 336) y el Decreto número 622 
de 1977 (artículo 30) señalan taxativamente las 
actividades prohibidas y permitidas en las áreas 
pertenecientes al Sistema de Parques Nacionales 
Naturales.

De acuerdo con el artículo 63 de la Constitución 
política y la Corte Constitucional (C-598 de 2010), las 
áreas que conforman el Sistema de Parques Naturales 
son inalienables, imprescriptibles e inembargables. 
A la vez, se caracterizan por su valor excepcional 
o estratégico y de indiscutible importancia para la 
preservación del medio ambiente y para garantizar 
la protección de ecosistemas diversos.

Las áreas correspondientes a Parques Nacionales 
Naturales son aquellas cuyos ecosistemas en 
general no han sido alterados sustancialmente 
por la explotación u ocupación humana, y donde 

las especies vegetales de animales, complejos 
geomorfológicos y manifestaciones históricas o 
culturales tienen especial valor. El país cuenta 
actualmente con 43 de ellos, los cuales tienen un 
área geográfica total de 12.749.883,33 hectáreas, 
distribuidos como sigue:

Parques Nacionales Naturales en la Región 
del Caribe: Sierra Nevada de Santa Marta; 
Tayrona; Macuira; Los Corales del Rosario y de 
San Bernardo; Old Providence McBean Lagoon y 
Corales de profundidad.

Parques Nacionales Naturales en la Región 
Andina: Catatumbo Barí; Cueva de los Guácharos; 
Puracé; Munchique; Nevado del Huila; Cordillera 
de Los Picachos; Farallones de Cali; Las Hermosas; 
Sumapaz; Chingaza; Los Nevados; Pisba; El Cocuy; 
Tamá, Paramillo; Las Orquídeas; Tatamá; Selva de 
Florencia; Serranía de los Yariguíes y Complejo 
Volcánico Doña Juana Cascabel.

Parques Nacionales Naturales en la Región 
del Pacífico: Gorgona; Natural Sanquianga; Los 
Katíos y Utría

Parques Nacionales Naturales en la Región 
Amazonia y Orinoquia: La Paya; Amacayacu; 
Cahuinarí; El Tuparro; Sierra de La Macarena; 
Tinigua; Serranía de Chiribiquete; Río Puré; Alto 
Fragua- lndi Wasi; Serranía de los Churumbelas 
- Auka Wasi; Yaigojé-Apaporis; Uramba Bahía 
Málaga.

c)	 Las zonas amortiguadoras del Sistema 
de Parques Nacionales Naturales y su 
importancia ecológica

En el artículo 330 de Código de Recursos 
Naturales se establece que las zonas amortiguadoras 
deben ser determinadas en la periferia de las áreas del 
Sistema de Parques Nacionales Naturales con el fin 
de atenuar las perturbaciones que la acción humana 
puede ocasionar en dichas áreas. Adicionalmente, 
se dispone que en estas zonas se podrán imponer 
restricciones y limitaciones al dominio.

Pese a lo anterior, no existe hasta ahora ninguna 
obligación en términos de plazos o competencias, 
dirigida hacia una autoridad particular para la efectiva 
declaratoria y delimitación de estas zonas. Tampoco 
se expresa la necesidad de georreferenciación de 
las mismas, ni hay mayores sugerencias sobre 
cuáles podrían ser las limitaciones o restricciones al 
dominio. Por esta razón, esta disposición no se ha 
materializado en la realidad y presenta dificultades 
concretas y territoriales en la búsqueda efectiva de 
protección de estas zonas.

Asimismo, el artículo 5° del Decreto número 
622 de 1977 define las zonas amortiguadoras como 
la “Zona en la cual se atenúan las perturbaciones 
causadas por la actividad humana en las zonas 
circunvecinas a las distintas áreas del Sistema de 
Parques Nacionales Naturales, con el fin de impedir 
que llegue a causar disturbios o alteraciones en la 
ecología o en la vida silvestre de estas áreas.”
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De acuerdo con la Ley 165 de 1994, aprobatoria 
del Convenio de la Diversidad Biológica, y según 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional, estas 
zonas amortiguadoras se encuentran por fuera del 
área protegida del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales. Pese a esto, el artículo 8° de dicho tratado 
establece que el Estado debe promover un desarrollo 
ambientalmente adecuado y sostenible en estas 
áreas adyacentes a las áreas protegidas, con miras a 
aumentar su protección.

De esta forma, la Corte Constitucional en 
Sentencia C-746 de 2012, al considerar la 
zonificación de las áreas protegidas, ha señalado 
que:

“Esta zonificación incluye también las zonas 
amortiguadoras ubicadas por fuera de tales áreas 
protegidas; estas zonas están sometidas a un 
régimen jurídico asimilable en algunos aspectos 
al del Sistema de Parques Nacionales Naturales, 
por lo cual es posible que en su territorio sean 
impuestas restricciones al ejercicio de los derechos 
y libertades, con el fin de atenuar los efectos nocivos 
que tales actividades puedan generar a las referidas 
áreas protegidas”.

En este sentido, las zonas amortiguadoras 
que por definición son zonas externas aledañas y 
circunvecinas a las áreas protegidas del Sistema de 
Parques Nacionales Naturales. Esta condición les 
otorga un régimen de uso y manejo diferente, por lo 
que no se puede considerar la ampliación a dichas 
zonas de algunas de las restricciones que existen al 
interior de las áreas protegidas (Parques Nacionales 
de Colombia, 2008). Sin embargo, de acuerdo con 
la Oficina Jurídica de Parques Nacionales Naturales 
de Colombia, estas áreas se declaran buscando 
garantizar los fines para los cuales se constituyen 
los Parques Nacionales, esto es, conservar áreas del 
territorio nacional que por su importancia ecológica 
requieren ser protegidas como patrimonio de la 
humanidad.

la importancia de la determinación y protección 
de estas áreas se hace evidente al considerar otros 
compromisos internacionales de Colombia en esta 
materia. En particular, de acuerdo con la Ley 12 de 
1992 aprobatoria del Protocolo para la Conservación 
y Administración de las Áreas Marinas y Costeras 
Protegidas del Pacífico, el Estado colombiano debe 
establecer alrededor de las áreas protegidas, zonas de 
amortiguación cuando ellas no existan, en las cuales 
los usos puedan ser regulados con el fin de asegurar 
el cumplimiento de los propósitos expuestos en este 
instrumento normativo (artículo 6°).

Así las cosas, y dado que el Estado colombiano se 
ha comprometido a establecer una gestión ambiental 
integral para las áreas protegidas, resulta justificado 
incluir la prohibición de actividades relacionadas 
con la exploración y explotación minera del suelo 
y subsuelo del área protegida (artículo 5°), así como 
restringir cualquier actividad que pueda causar 
efectos adversos sobre las especies, ecosistemas o 
procesos biológicos que protegen tales áreas.

Por otra parte, a través de la Ley 356 de 1997 
aprobatoria del Protocolo relativo a las áreas y 
flora y fauna silvestres especialmente protegidas 
del Convenio para la Protección y el Desarrollo 
el Medio Marino de la región del Gran Caribe, 
se estableció la necesidad de que Colombia 
establezca estas zonas de amortiguación con miras 
a la conservación de los recursos naturales de la 
Región del Gran Caribe.

Pese a estas determinaciones, el desarrollo 
legislativo respecto a las zonas amortiguadoras ha 
sido muy tímido hasta el momento. En este sentido, 
actualmente sólo se reconoce que estas zonas tienen 
una considerable importancia ambiental, por lo 
cual deberían determinarse y también deberían 
restringirse algunas actividades con miras a su 
protección. Sin embargo, no se han contemplado 
instrumentos ni plazos, así como tampoco existe 
claridad sobre los roles en su declaratoria. A ello 
debe añadirse que no hay disposiciones sobre cómo 
debe ser el manejo de estas zonas, ni se puntualiza 
qué tipo de actividades deberían ser restringidas en 
el territorio que les corresponde.

d)	 Diferencia entre zona amortiguadora y la 
función amortiguadora

Una vez señaladas en los apartes anteriores 
las características de los desarrollos normativos 
alrededor de las zonas amortiguadoras y en aras 
a establecer la pertinencia y relevancia de una 
propuesta que intente su materialización legislativa, 
resulta clave ahondar en la diferenciación entre 
el concepto de zona amortiguadora y de función 
amortiguadora. Ello se hace necesario, por un lado, 
para establecer algunas claridades sobre la materia 
del proyecto de ley en consideración y por el otro, 
para que no parezca que las disposiciones contenidas 
en el proyecto parten del equívoco de equiparar 
ambas figuras.

Por un lado, como ya se ha señalado en líneas 
anteriores, las zonas amortiguadoras hacen 
referencia a las franjas circunvecinas a las áreas del 
Sistema de Parques Nacionales Naturales. Ellas 
están determinadas por su relación simbiótica con 
el área principal, de modo que su constitución 
depende, en gran medida, de la necesidad de 
atenuar los efectos que actividades realizadas en 
su interior puedan tener en los parques naturales. 
Esto quiere decir que son las zonas o lugares que 
son próximos o se ubican alrededor de dichas 
áreas protegidas y que al ser intervenidas pueden 
constituir amenazas, riesgos o presiones o por el 
contrario permiten aumentar la protección para 
estas.

La legislación ambiental, por otro lado, reconoce 
también la figura de función amortiguadora. A 
través de ella se busca la protección de las zonas 
aledañas de todas las áreas protegidas del Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas de Colombia 
(SINAP) (compuesto por un total de 1.412 áreas 
contempladas en el Decreto 2372 de 2010 y 
posteriormente en el Decreto Único Reglamentario 
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del Sector Ambiente). Así, en el artículo 31 del 
Decreto 2372 de 2010 se señala que el ordenamiento 
territorial de la superficie territorial circunvecina y 
colindante a las áreas protegidas del SINAP deberá 
cumplir una función amortiguadora.

La diferencia entre ambas figuras consiste, 
entonces, en que la zona amortiguadora es una 
porción territorial determinada y decretada por una 
autoridad competente para las áreas del Sistema 
de Parques Nacionales Naturales, mientras que la 
función amortiguadora es una orientación que rige 
y deben tener en cuenta los municipios y distritos, 
así como las Corporaciones Regionales en la 
ordenación territorial para mitigar los impactos 
negativos de las acciones humanas sobre las 
áreas protegidas del SINAP (Parques Nacionales 
Naturales, 2014).

De esta manera, en conclusión, si bien todas 
las zonas amortiguadoras cumplen una función 
amortiguadora, no todos los territorios que tienen 
función amortiguadora son zonas amortiguadoras o 
son susceptibles de ser declarados como tal.

e)	 El problema de la falta de legislación sobre 
las zonas amortiguadoras de los Parques 
Nacionales Naturales

A pesar de la necesidad reconocida por 
determinar y regular las zonas amortiguadoras para 
el Sistema de Parques Nacionales Naturales y en 
particular para los Parques Nacionales Naturales 
de Colombia, en la actualidad en el país solo se 
han delimitado dos de ellas. Así, de acuerdo con la 
información más actualizada brindada por Parques 
Nacionales Naturales, únicamente el 4,6% de los 
Parques Nacionales Naturales cuentan con una zona 
amortiguadora bien definida.

Estas zonas amortiguadoras son las que 
corresponden al Parque Nacional Natural 
Gorgona (mediante la Resolución 1265 de 1995 
del Ministerio del Medio Ambiente) y al Parque 
Nacional Natural Old Providence Mc Sean Lagoon 
(mediante la Resolución 1021 de 1995, modificada 
por la Resolución 013 de 1996 del Ministerio de 
Ambiente).

Respecto a esta última zona amortiguadora, 
además, se estableció la prohibición explícita 
de construcción de condominios y actividades 
industriales hoteleras y mineras de manera 
permanente, lo cual es un ejemplo de la aplicación 
de la normativa ambiental respecto a la limitación 
de libertades que puede ser impuesta en estas 
zonas.

Así las cosas. pese a las propuestas que se han 
formulado al respecto, no existen de modo general 
lineamiento u orientaciones para reglamentar estas 
zonas actualmente. Hoy solo existe claridad sobre la 
definición básica de lo que ellas son (artículo 5° del 
Decreto número 622 de 1977), y las consideraciones 
proferidas por la Corte Constitucional, atrás 
mencionadas. Tampoco existe un instrumento 
normativo que indique que las zonas amortiguadoras 
deben tener una extensión mínima o máxima, por lo 

que esto depende del análisis técnico que se realice 
a efectos de su declaración.

Tampoco existe actualmente legislación sobre 
los planes de manejo que deben tener las zonas 
amortiguadoras, en tanto estas no entran en las 
categorías de áreas protegidas. Esto hace que, de 
entrada, no les sean aplicables las disposiciones 
sobre estos planes de manejo consagradas en el 
Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente 
y Desarrollo Sostenible en su artículo 2.2.2.1.6.5.

Menos aún existen disposiciones explícitas 
sobre el tipo de actividades que se encuentran 
en estas zonas para garantizar su conservación. 
Finalmente, tal y como lo reconoce Parques 
Nacionales Naturales, existe una indefinición oficial 
sobre las competencias y roles en la declaratoria, 
administración y financiamiento de las zonas 
amortiguadoras.

f)	 Afectación medioambiental derivada de 
las actividades prohibidas en la iniciativa 
y que actualmente pueden desarrollarse 
en zonas amortiguadoras

La falta de delimitación de las zonas amor-
tiguadoras, así como la ausencia de instrumentos 
que permitan la regulación sobre las actividades 
que pueden ser o no realizadas en estas zonas ha 
abierto la puerta a que se desarrollen diversas 
actividades con impactos medioambientales 
nocivos sobre los ecosistemas. En particular, 
se consideran los casos de la minería a gran 
escala, la exploración/explotación petrolera y las 
actividades portuarias.

•	 Afectaciones medioambientales derivadas 
de la extracción minera a gran escala 

La minería a gran escala se encuentra definida 
por el Decreto número 1666 de 2016 del Ministerio 
de Minas como aquel título minero que se encuentre 
en etapa de exploración, construcción o montaje 
(artículo 2.2.5.1.5.4) o en etapa de explotación 
(artículo 2.2.5.1.5.5) y que tiene una asignación de 
hectáreas o producción minera “grande” de acuerdo 
con las tablas indicadas en dicha normativa.

Al considerar la biodiversidad de Colombia, 
existen diversas consecuencias negativas asociadas 
al desarrollo de actividades de extracción minera. 
Algunas de estas afectaciones son documentadas por 
Cabrera y Fierro (2013) en la investigación “Minería 
en Colombia - fundamentos para superar el modelo 
extractivista” adelantada por la Contraloría General 
de la República.

De acuerdo con dicha investigación el modelo 
minero colombiano se concentra en la extracción 
de oro y carbón, que tienen en común una gran 
huella material por la generación de residuos 
potencialmente contaminantes. Este hecho no ha 
sido debidamente contemplado en las leyes y normas 
para permitir su adecuada gestión. Además, señalan 
los autores, los residuos mineros son una fuente 
potencial de contaminantes químicos, tanto por las 
especies liberadas en los procesos de extracción 
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y botado como por los materiales usados en los 
procesos de beneficio.

Derivado de esto, la importancia y la magnitud 
del daño ejercido por la minería sobre el agua 
y los suelos y su efecto sobre la agricultura y, en 
particular, sobre pequeñas economías campesinas, 
pueden llegar a afectar la seguridad alimentaria 
y las dinámicas económicas locales y regionales 
del país, a pesar de lo cual son prácticamente 
ignoradas (Berry, 2011). Adicionalmente, la huella 
del agua por gramo de la minería es mucho mayor 
que para cualquier otro producto necesario para la 
cotidianidad humana.

La magnitud de los residuos generados tan 
solo por tres proyectos de megaminería a cielo 
abierto permite dilucidar la magnitud del impacto 
ambiental que tiene la minería a gran escala. Así, 
las proyecciones de los residuos generados por 
Marmato, Angosturas y La Golosa sumarían cerca 
de 4.300 millones de toneladas de escombros 
rocosos y colas o relaves en un periodo de menos 
de 30 años. Este nivel de desechos y sus potenciales 
efectos son inconmensurables si se comparan, por 
ejemplo, con los 2 millones de toneladas de basura 
al año que produce Bogotá

A estas condiciones habría que agregar que los 
diseños de los proyectos mineros no suelen ser 
coherentes con la información sobre los ecosistemas 
y la biodiversidad del país. La titulación minera 
y petrolera se ha implantado de manera no 
concertada con los procesos de ordenamiento 
territorial y ambiental pre-existentes, afectando la 
gobernabilidad de instituciones locales y regionales 
y dejando de lado las amenazas al recurso hídrico 
derivados del calentamiento global.

En relación con este punto, para 2010 Colombia 
ya era el tercer país del mundo más afectado por 
los efectos del cambio climático y se estima que 
para el período 20112040 Colombia tendrá una 
disminución de la precipitación entre el 10% y el 
30% en cerca del 20% del territorio nacional. Por 
esta razón, algunas regiones del país con precaria 
o inexistente infraestructura, baja presencia estatal, 
con ecosistemas de alta fragilidad o habitadas por 
grupos étnicos altamente vulnerables no deben 
ser incorporadas en las políticas de expansión 
minera desordenada hasta tanto se cuente con la 
información, institucionalidad y conocimiento que 
permitan tomar las mejores decisiones a largo plazo 
en este aspecto.

Las consecuencias ambientales negativas 
asociadas a la minería y, en particular, aquellas 
referidas a la minería a gran escala ponen de presente 
los efectos nocivos que puede llegar a generar el 
desarrollo de esta actividad en zonas con especial 
fragilidad ambiental, cuyo cuidado es clave en aras 
de proteger la biodiversidad del país.

•	 Afectaciones medioambientales derivadas 
de la explotación petrolera

De acuerdo con Bravo (2007), en las distintas 
fases de la explotación petrolera y las prácticas 

operacionales típicas de la industria petrolera en 
zonas tropicales (UICN y E&P Forum, 1991) se 
produce destrucción de la biodiversidad y del 
ambiente en general (Almeida, 2006). De igual 
modo, es necesario señalar que la quema de 
combustibles fósiles es la principal causante del 
calentamiento global.

Así las cosas, las dos causas principales 
de esta actividad y su impacto y afectación 
medioambiental son la contaminación y la 
deforestación. La contaminación puede ser de 
naturaleza química, es decir, causada por el 
ingreso de componentes químicos en las diferentes 
prácticas operacionales, así como también puede 
presentarse contaminación de naturaleza sonora o 
lumínica en estos procesos.

En el caso de los diferentes químicos utilizados 
en la actividad petrolera, se ha comprobado que 
pueden contaminar fuentes de agua y afectar la 
vida acuática. En muchas ocasiones la mayor 
afectación se genera por la presencia de desechos 
en áreas de gran fragilidad ambiental. En el caso de 
la deforestación, esta se produce principalmente 
en la construcción de infraestructuras como 
plataformas de perforación, campamentos, 
helipuertos y pozos, así como la apertura de 
carreteras de acceso, el tendido de oleoductos y 
líneas secundarias.

Estudios sobre el destino ambiental del petróleo 
demuestran que, aunque la toxicidad del crudo 
disminuye con la degradación, este sigue siendo 
una fuente de contaminación y de toxicidad para los 
organismos presentes en un ecosistema por largo 
tiempo (di Toro et al, 2007). Adicionalmente, las 
alteraciones que producen este tipo de actividades 
se extienden mucho más allá de los límites del 
respectivo proyecto petrolero. Estas y otras 
particularidades de la actividad petrolera ponen 
de presente el riesgo que entraña su desarrollo en 
lugares donde, como en las zonas amortiguadoras, 
se establecen estrategias de protección en 
relación con ecosistemas de especial importancia 
ambiental.

•	 Afectaciones ambientales derivadas de las 
actividades portuarias

El artículo 5° de la Ley 01 de 1991 define como 
actividades portuarias “la construcción, operación y 
administración de puertos, terminales portuarios; los 
rellenos, dragados y obras de ingeniería oceánica; 
y, en general, todas aquellas que se efectúan en los 
puertos y terminales portuarios, en los embarcaderos, 
en las construcciones que existan sobre las playas y 
zonas de bajamar, y en las orillas de los ríos donde 
existan instalaciones portuarias”.

Son varias las afectaciones ambientales 
derivadas de la actividad portuaria. Así, tal y 
como lo señala Pardo (2007) la industria portuaria 
genera daños medioambientales en sus diferentes 
fases de operación. En primer lugar, en el diseño 
y localización portuaria, al darse el proceso de 
ocupación de áreas intermareales, se afectan 
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hábitats de diferentes especies, se modifica el 
paisaje y se alteran patrones socioculturales y 
económicos. De igual forma, en la construcción 
portuaria se modifica el fondo marino y en la 
operación portuaria se modifica la calidad del 
aire, el agua, los suelos, o que termina generando 
afectaciones por el manejo de desechos.

De acuerdo con la plataforma para la 
protección del medio marino PT-PROTECMA 
(2021) las actividades portuarias se traducen en 
una presión hacia las costas y el medio marino, 
repercutiendo directamente en la calidad de las 
aguas marinas y costeras, en la biodiversidad y en 
la explotación sostenible de los recursos marinos. 
A la vez, las presiones e impactos derivados de 
estas actividades son diversos y pueden incidir de 
forma directa y significativa en la calidad de las 
aguas y de los sedimentos marinos, los cuales son 
parte integral, esencial y dinámica de los sistemas 
costeros.

En este mismo sentido, las operaciones de dragado 
dentro de estas actividades portuarias pueden 
generar considerables cambios en las características 
físicas, químicas y biológicas de los ecosistemas. 
Estos potenciales impactos se relacionan con la 
suspensión de los sedimentos y pueden repercutir en 
la calidad del agua, la flora, los organismos marinos 
y la morfología de los fondos.

De modo análogo, las operaciones de carga 
y descarga de graneles sólidos, así como su 
almacenamiento en los muelles pueden ocasionar 
vertidos directos a las aguas del puerto, agrediendo 
considerablemente el medio marítimo. Por todo esto, 
las actividades tanto de desarrollo de infraestructuras 
portuarias como las actividades derivadas de su 
labor resultan en una afectación considerable a los 
ecosistemas y la biodiversidad de las costas donde 
son adelantadas.

g)	 Algunos ecosistemas que actualmente se 
encuentran en peligro al interior de las 
zonas amortiguadoras de los Parques 
Nacionales Naturales

i.	 Zona Amortiguadora del Parque Nacional 
Natural “Utría”- Golfo de Tribugá

Uno de los ecosistemas que se encuentra en 
peligro por la falta de protección y conservación de 
las zonas amortiguadoras de Parques Nacionales 
Naturales es el Golfo de Tribugá, el cual se ubica 
en lo que sería la zona amortiguadora del Parque 
Nacional Natural Utría. De hecho, de acuerdo 
con el aplicativo del Registro Único Nacional 
de Áreas Protegidas se evidencia que el área 
circunvecina del Parque Nacional Natural Utría 
corresponde otra área protegida denominada 
Distrito Regional de Manejo Integrado - Golfo de 
Tribugá Cabo Corrientes (área marina protegida 
de uso sostenible, declarada como tal el 18 de 
diciembre de 2014 en el acuerdo 011 emitido por 
CODECHOCÓ).

Mapa número 1. Parque Nacional Natural Utría  
y Distrito Regional de Desarrollo Sostenible

Fuente: Ministerio de Ambiente (2019)

En este sentido, tal y como se indica en el Plan 
de Manejo de este DRMI, este Golfo abarca lo que 
podría ser delimitado como la zona amortiguadora 
del Parque Nacional Natural Utría.

Ahora bien, la falta de protección del Golfo de 
Tribugá ha significado un riesgo para el ecosistema 
allí presente.

Mapa número 2. Plano municipio de Nuqui - 
Chocó -y división político-territorial

Fuente: Fundación MarViva (2018).

La Sociedad Arquímedes, organización 
empresarial privada de economía mixta y gestora 
del Proyecto del Puerto Multipropósito del Golfo 
de Tribugá, busca operar un puerto multimodal en 
el océano Pacífico, el cual se ubicaría en el Golfo 
de Tribugá, en el corazón del Chocó Biogeográfico, 
uno de los 24 Hot Spot (puntos calientes) de 
biodiversidad en el mundo (Velandia y Díaz, 2016). 
Si bien el proyecto de Ordenanza que buscaba 
declarar dicho puerto como una obra de utilidad 
pública e interés social en esta zona fue archivado 
por vencimiento de términos, actualmente es posible 
que el proyecto vuelva a presentarse y se convierta 
en Ordenanza (MarViva, 2021).
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Por ello, resulta necesario que en el área del Golfo 
de Tribugá se puedan prevenir, mitigar y corregir 
las posibles perturbaciones y riesgos que pueda 
sufrir el Parque, en términos de su biodiversidad 
y ecosistemas. El Puerto de Tribugá afectaría 
considerablemente esta cadena de ordenamiento y, 
de manera directa, la conservación del DRMI GTCC 
y el PNN Utría (Fundación MarViva, 2019).

Permitir el desarrollo de este Puerto significaría 
someter a este ecosistema sensible, en relación 
directa con el PNN, a la construcción de muelles 
de hasta 3.600 m de longitud con profundidades 
entre 15 y 20 metros a tan solo 1,5 km de la playa 
y con capacidad de recibir barcos de hasta 200.000 
toneladas, como los Panamax y Post Panamax.

Mapa número 3: Puerto de Tribugá

Fuente: MarViva (2019).

Entre las afectaciones ambientales que tendría 
la construcción de dicho Puerto de acuerdo con 
la organización ambiental MarViva (2019) se 
encuentran los siguientes:

•	 En Tribugá, existen 1,623.515 hectáreas de 
manglar, en el sector Nuquí 489,712 ha, en 
Arusí 52.097 ha, en Coquí 241,985 ha, en 
Joví 26,326 ha, en Jurubirá 260,221 ha, en 
Panguí 10,545 ha y en el Parque Nacional 
Natural Utría 64,877 ha (Velandia y Díaz, 
2016). La construcción del puerto afectaría 
directamente las 1,623.515 hectáreas de 
manglar que se encuentran en la comunidad 
de Tribugá. Adicionalmente, la pérdida de 
manglar en zonas costeras se encuentra 
estrechamente relacionada con procesos 
de erosión (Velandia y Díaz, 2016), por lo 
que el impacto negativo del puerto sobre los 
manglares de la zona pondría en riesgo a las 
comunidades del DRMI.

•	 En el margen externo de los manglares, 
generalmente en marea baja, se realiza 
extracción de piangua. Esta es un bivalvo 
que hace parte de la dieta tradicional de 
las comunidades. Su aprovechamiento se 
realiza, generalmente, por mujeres. En el 
DRMI hay 940 hectáreas correspondientes 
a bancos de piangua, de las cuales 4.1 se 
encuentran en la comunidad de Tribugá, por 
lo que esta actividad productiva tradicional 
se vería afectada por la disminución de las 

hectáreas de manglar que traería consigo la 
construcción del Puerto de Tribugá (Velandia 
y Díaz, 2016).

•	 Se desconocerían los planes de manejo 
de los manglares de Jurubirá, Tribugá, 
Nuquí, Panguí y Coquí, incluyendo los 
bancos de piangua, los cuales han sido 
formulados por las comunidades con el 
apoyo de CODECHOCÓ, MarViva, WWF y 
Conservación Internacional con el objetivo 
de lograr la conservación de los manglares 
del área.

•	 En el DRMI se protegen 971,86 hectáreas 
de playas de anidación de tortugas marinas 
(Velandia y Díaz, 2016), que se verían 
afectadas por la salinización de suelos, 
la contaminación de aguas superficiales 
y freáticas y la afectación de los hábitats 
bentónicos. Esto producto de la alteración de 
los sedimentos por procesos de sustracción 
y dragado, así como el manejo de residuos 
de desechos sólidos, materiales estériles y 
basuras (INVEMAR, 2008).

•	 Los procesos de dragado y el tránsito 
de buques generarían un aumento en la 
turbidez del agua por la resuspensión de 
los sedimentos de fondo, una recepción de 
residuos sólidos y metales pesados durante 
los procesos de dragado, una afectación 
de la calidad fisioquímica del agua, una 
disminución de los niveles de oxígeno y 
una disminución de la penetración lumínica 
(INVEMAR, 2008). Esto, junto al tránsito de 
buques por la ruta migratoria de la ballena 
jorobada, afectaría aproximadamente a 
1.500 individuos de esta especie que visitan 
la zona anualmente (Velandia y Díaz, 2016). 
Además, el Parque Nacional Natural Utría 
es una importante zona de reproducción de 
este mamífero, que se vería afectada por el 
impacto del puerto sobre su ruta migratoria.

•	 La disminución de la penetración lumínica, el 
incremento de la salinidad y el aumento de la 
turbidez generados por el Puerto de Tribugá 
afectarían de manera directa las formaciones 
coralinas de la zona (INVEMAR, 2008).

•	 Las emisiones de gases y partículas, así 
como la emisión de ruido y vibraciones 
por la actividad de la maquinaria y las 
embarcaciones del Puerto de Tribugá 
generaría cambios estéticos en el paisaje, 
afectaría la fauna y la flora de las zonas 
marino- costeras, cambiaría la morfología 
costera y generaría cambios en la estructura, 
composición y dinámica de las especies 
(INVEMAR, 2008). Esto afectaría 70 
hectáreas de zonas de áreas de alimentación 
de aves que se encuentran en la comunidad 
de Tribugá (3.3% del total de áreas de 
alimentación de aves del área protegida) y 
2.075 hectáreas en todo el DRMI.
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ii.	 Zona amortiguadora del Parque Nacional 
Natural “Los Nevados”

La zona amortiguadora del Parque Nacional Natural 
Los Nevados es un ecosistema que ha experimentado 
las consecuencias de la falta de protección y 
regulación sobre las zonas amortiguadoras. A la 
dificultad histórica que ha existido por controlar el 
desarrollo de actividades potencialmente peligrosas 
para el ecosistema, se ha sumado el impacto de los 
fenómenos vinculados con el cambio climático, entre 
ellos el deshielo de los glaciares.

En este sentido, dentro del Plan de Manejo de este 
PNN para los años 2017-2022 se señala que dos de 

los Valores Objeto de Conservación de dicho parque 
corresponden a la Cuenca alta del rio Combeima y a 
la Cuenca Alta del Río Quindío. Estas cuencas están 
en alto riesgo debido a los títulos mineros otorgados 
en los límites del parque entre los departamentos 
del Tolima y Quindío (municipios de Salento, 
Cajamarca e Ibagué).

De igual forma, el documento señala que varios 
títulos y solicitudes mineras se encuentran muy 
cerca de los límites de esta área protegida e incluso 
algunos alcanzan a estar en límites del parque 
o en traslapes con este. Tal y como se presenta a 
continuación:

Tabla número 1. Análisis de títulos y solicitudes mineras cercanos al Parque Natural Los Nevados

Fuente: Plan de Manejo Parque Nacional Natural Los Nevados, 2017-2022.

Finalmente, dentro de este plan de manejo se 
resalta que, de persistir este escenario de riesgo 
por minería, se generaría entonces una demanda 
de recurso hídrico que podría afectar poblaciones 
aledañas. Adicionalmente, se indica que el desarrollo 
de actividades mineras en el contexto regional 
entraña un alto riesgo. Por un lado, puede generar 
impacto en los valores objeto de conservación 
del PNN Los Nevados, así como en la dinámica 
ecológica de las zonas de influencia.

iii.	 Zona amortiguadora del Parque Nacional 
Natural “Los Farallones de Cali”

En la zona amortiguadora del Parque Nacional 
Natural Los Farallones de Cali, ubicado en el 
departamento del Valle del Cauca y parte del 
departamento del Cauca, se presentan una serie 
de amenazas. De acuerdo con el último plan de 
manejo publicado para esta área protegida, en su 
zona amortiguadora existen proyectos aprobados, 
en ejecución o incompatibles con los objetivos de 
protección del área.

Entre los más importantes cabe mencionar la 
existencia de cultivos de uso ilícitos; la presencia 
de grupos armados ilegales, la ampliación de 
infraestructura rural; las sustracciones de reservas 
forestales; y la ampliación de la frontera agrícola. 
Del mismo modo, el incremento de asentamientos 
humanos en esta zona se ha traducido en una mayor 
demanda de agua para consumo y actividades 
productivas, así como el vertimiento de aguas 
residuales en el recurso hídrico asociado al parque. 

Esto se ha traducido también en la alteración de la 
calidad del agua en los ríos Cali, Meléndez, San 
Juan y Digua.

De acuerdo con la Dirección Territorial Pacífico y 
el Parque Nacional Natural Farallones de Cali (2018), 
existen presiones sobre el parque derivadas de la 
actividad humana tales como minería, la ocupación 
ilegal, la tala de árboles, las actividades agropecuarias, 
la construcción de infraestructura sin los permisos 
respectivos, el mal uso de cianuro y mercurio, 
vertimientos, alteración de cauces y cambio de curso 
de aguas superficiales, contaminación de los cuerpos 
de agua, sedimentación, entre otros. Se resalta la 
contaminación del río Pance, afectado por el turismo 
desbordado, junto con la minería, la disposición de 
residuos sólidos y la colonización irregular.

iv.	 Zona amortiguadora del Parque Nacional 
Natural “Chingaza”

En la zona amortiguadora de este parque, ubicado 
en los departamentos de Cundinamarca y Meta, 
se presenta una serie de amenazas. De acuerdo 
con el último plan de manejo publicado para esta 
área protegida, en las veredas de los municipios de 
Choachí y Fómeque se ha observado la disminución 
progresiva del bosque altoandino por actividades de 
entresaca y tala selectiva para la obtención de leña, 
cercas de alambre y establecimiento de potreros. 
Todo esto ha generado una fuerte presión a la 
estable población existente del periquito P. calliptera 
en la región, especie de interés de conservación y 
monitoreo.
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Frente a esta amenaza al bosque andino, ubicado 
en la zona amortiguadora de este parque, resulta 
fundamental iniciar procesos en esta zona para la 
restauración activa y participativa de la biodiversidad 
afectada, buscando la mejor conservación de los 
Valores Objeto de Conservación del parque y sus 
servicios ecosistémicos, dentro de los que se resalta 
el recurso hídrico. Ello es de ineludible importancia 
ya que varias fuentes hídricas que hacen parte del 
sistema del parque surten de agua potable a cerca 
de 10 millones de personas en Bogotá, D. C., y sus 
municipios aledaños (alrededor del 80% de agua 
potable para Bogotá, D. C., tiene origen en las 
fuentes del sistema de Chingaza).

En este mismo sentido, de acuerdo con los 
resultados del Diseño y lineamientos de acción del 
Corredor de Conservación Chingaza- Sumapaz- 
Guerrero, en el caso de los municipios de San Juanito 
y Junín que corresponden a la zona amortiguadora 
del PNN Chingaza, existe una gran riqueza de 
bosques altoandinos, andinos y subandinos, así como 
subpáramos y páramos que no están protegidos y 
tienen un importante papel en la regulación hídrica.

v.	 Zona amortiguadora del Parque Nacional 
Natural “Serranía de los Yariguíes”

En la zona amortiguadora del Parque Nacional 
Natural “Serranía de los Yariguíes”, ubicado en el 
departamento de Santander, hay diferentes presiones 
y actividades nocivas. De acuerdo con la Contraloría 
General de Santander (2019), esta área protegida 
tiene cuatro presiones principales de tipo antrópico: 
ganadería, agricultura, cacería y tala selectiva.

La tala selectiva consiste principalmente en la 
tala de entresaca de especies como virola, gallinero, 
nauno y cedro. La actividad se lleva a cabo en las 
veredas El Danta, Flores Blancas y Filipinas, por 
parte de propietarios de predios o en algunos casos 
por actores externos, quienes aprovechan que 
algunos predios no tienen propietario reconocido y 
extraen la madera para tener beneficio económico.

vi.	 Zona amortiguadora del Parque Nacional 
Natural “Serranía de Chiribiquete”

La zona amortiguadora del Parque Nacional 
Natural “Serranía de Chiribiquete”, ubicado en 
los departamentos del Amazonas, Caquetá y 
Guaviare se ha visto considerablemente afectada. 
Según el Observatorio de Conflictos Ambientales 
de la Universidad Nacional (2018), las dinámicas 
económicas, sociales, políticas y culturales 
que convergen en el territorio han facilitado la 
transformación y pérdida de biodiversidad en 
esta área protegida y sus alrededores. Se resalta 
la pérdida de coberturas boscosas al interior del 
Parque Nacional Natural Chiribiquete y en su zona 
de amortiguación.

Adicionalmente, el mencionado Observatorio 
resalta que es necesaria una definición clara de la 
zona de amortiguación del Parque Nacional Natural 
Chiribiquete con el objetivo de mitigar los impactos 
negativos de las acciones humanas alrededor de 
esta. Esto es especialmente cierto al considerar que 

dicha zona se ubica en el único corredor que conecta 
las regiones de la Amazonía y los Andes. Se destaca 
que la definición de una zona amortiguadora es un 
pilar fundamental para mantener su conectividad 
con otros ecosistemas.

La falta de zonificación del parque dificulta su 
articulación con otras figuras de ordenamiento 
y áreas protegidas de esta región. Esto, a su vez, 
permite el avance del frente de colonización con 
alarmantes consecuencias ambientales. De acuerdo 
con Rodrigo Botero, director de la Fundación para la 
Conservación y el Desarrollo Sostenible (FCDS), en 
los ocho municipios que colindan con la Serranía de 
Chiribiquete se concentra el 70% de la deforestación 
de toda la Amazonia.

vii.	 Zona amortiguadora del Parque Nacional 
Natural “Paramillo”

El PNN Paramillo, ubicado en los departamentos 
de Antioquia y Córdoba y su zona amortiguadora 
albergan la mayoría de las coberturas boscosas 
departamentales, a la vez que soporta una gran 
diversidad de especies animales (Pérez et al, 2016). 
Esta área protegida ha sufrido problemas tales 
como la deforestación y fragmentación de algunos 
sectores para extracción de madera, especialmente 
en su zona amortiguadora.

Se resalta, asimismo, que en ciertos lugares de la 
zona amortiguadora de este parque se ha presentado 
fragmentación, pérdida de bosques, cambio de uso 
del suelo para pastos y cultivos tradicionales y/o 
ilícitos, lo cual afecta la composición y dinámica de 
los ecosistemas de esta área protegida.

viii.	Zona amortiguadora del Parque Nacional 
Natural “El Cocuy”

En la zona amortiguadora de este parque, 
ubicado entre los departamentos de Arauca, Boyacá 
y Casanare, se presentan diferentes conflictos. 
Debido a la falta de definición del área de reserva y 
de función amortiguadora en el costado occidental 
del parque, existen diferentes choques en torno 
a los usos, manejos y tenencias del territorio. En 
particular, se trata de conflictos entre campesinos, 
colonos, entidades estatales y los indígenas U’was.

De acuerdo con el Plan de manejo ambiental de 
este parque para 2014; así como el plan de desarrollo 
municipal de 2016 y el Plan de Salvaguarda U’wa 
para 2012, los principales motivos de conflicto se 
derivan de que las áreas de cobertura vegetal de 
páramo y superpáramo son usadas para actividades 
productivas como la ganadería, el pastoreo de cabras 
y ovejas, quemas y talas de árboles y actividades de 
turismo ecológico, lo que ha afectado los recursos 
renovables y no renovables asociados al parque.

En este costado occidental de la Sierra Nevada 
del Cocuy se adelanta ganadería con orientación 
a la carne (cría, levante y ceba) y leche, la cual se 
realiza con explotación de tipo extensivo tradicional 
y un nivel tecnológico bajo. La ampliación de esta 
actividad ha propiciado la reducción de los pastos en 
las franjas del área con función amortiguadora.
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ix.	 Zona amortiguadora del Parque Nacional 
Natural “Corales del Rosario y San 
Bernardo”

En la zona aledaña de este parque, ubicado en el 
departamento de Bolívar se ha presentado una serie 
de problemáticas ambientales. Entre estas, se destaca 
la creciente erosión de las márgenes y sedimentos, 
que amenaza la integridad de esta área protegida. 
Existen importantes daños ambientales al interior 
del parque, en particular sobre los corales marinos 
debido al incremento en la pesca, altas descargas 
de aguas continentales, aguas negras, pesca con 
dinamita y extracción del coral. A la vez, sobre los 
manglares del parque se han observado, afectaciones 
por actividades náuticas, sobrepesca, contaminación 
del agua por residuos líquidos y sólidos.

En la zona de influencia del parque existe una 
serie de actividades socioeconómicas que han 
afectado los ecosistemas aledaños a esta zona 
protegida. Entre dichas actividades se encuentran: 
la sobreexplotación de recursos hidrobiológicos, 
contaminación por inadecuada disposición de 
residuos sólidos y líquidos, sedimentación, 
construcción de obras de acceso y protección de 
litoral y el turismo (Plan de Manejo Parque Nacional 
Natural Corales del Rosario, 2006).

x.	 Zona amortiguadora del Parque Nacional 
Natural “Sanquianga”

De acuerdo con el Plan de Manejo para 2018-
2023 de este parque, ubicado en el departamento de 
Nariño, dos de las principales amenazas a las que 
se enfrenta el PNN se relacionan con la actividad 
asociada a hidrocarburos y minería. Así, existe una 
persistente amenaza por desviación del oleoducto 
Orito-Putumayo hacia Telembí y el vertimiento de 
hidrocarburos al medio, por el inadecuado manejo de 
derivados del petróleo utilizados por embarcaciones. 
A la vez, ha habido una afectación de la dinámica 
de aguas superficiales y subterráneas derivadas de 
la minería de aluvión a gran escala o tecnificada de 
mediana escala.

En la zona de influencia de este parque se han 
presentado situaciones que afectan el desarrollo 
sostenible del territorio, en particular en la subregión 
Sanquianga Gorgona. Entre ellas, se resalta la pesca 
industrial, la extracción comercial de manglar, la 
exploración de hidrocarburos en la zona norte de 
esta subregión, así como las solicitudes y títulos 
mineros vigentes y en ejecución en la parte alta de 
las cuencas hidrográficas del territorio, entre otras.

xi.	 Zona amortiguadora del Parque Nacional 
Natural “Nevado del Huila”

Según el último plan de manejo publicado 
para este parque, ubicado entre los departamentos 
de Tolima, Cauca y Huila, existen diferentes 
actividades que están vulnerando la integridad de la 
zona amortiguadora de esta área protegida. 

En primer lugar, la falta de definición de la 
zona amortiguadora de este parque y el débil 
aprestamiento metodológico para la gestión en la 
ordenación de cuenca hidrográficas estratégicas para 

la conservación de esta zona se han constituido en 
una amenaza a su integralidad. Se señala que existe 
ganadería extensiva en las zonas aledañas al parque, 
quemas en las zonas de páramo en el sector del Cauca 
Tierradentro, tala de maderas para comercialización, 
desarrollo de megaproyectos viales, cultivos ilícitos 
y fumigaciones aéreas, entre otras.

Una de las amenazas más importantes para este 
parque es el conflicto armado. Esta área protegida 
ha sido un punto de vital importancia para los 
actores del conflicto, lo que ha dificultado la gestión 
y administración, la ejecución de recursos, y la 
evaluación y seguimiento de zonas claves dentro del 
parque. Adicionalmente, la quema de árboles y la 
ganadería en las zonas amortiguadoras del mismo 
han tenido no solo un fuerte impacto ambiental sobre 
él, sino que han llevado a la pérdida de identidad 
cultural.

Por último, el establecimiento de cultivos ilícitos 
de amapola y su proceso de transformación, en las 
cuencas de la parte alta de los sectores del Cauca y 
Tolima, ha contribuido a la deforestación y quema 
en estas zonas, lo que se ha visto agravado por el 
uso de agroquímicos, la contaminación de fuentes 
hídricas y la posibilidad de fumigaciones aéreas.

xii.	 Zonas amortiguadoras de los Parques 
Nacionales Naturales “Sierra Nevada de 
Santa Marta” y “Tayrona”

Estos parques, ubicados en los departamentos 
de Magdalena, Guajira y Cesar, requieren medidas 
importantes para la protección de sus zonas aledañas. 
El Plan de manejo de los PNN Sierra Nevada y 
Santa Marta y Tayrona (2020) señala la necesidad 
de la declaratoria de una zona amortiguadora para 
cada una de estas áreas protegidas. Esto por cuanto 
existen diferentes riesgos y actividades que se 
desarrollan alrededor del parque y que ponen en 
peligro los ecosistemas allí presentes.

En el caso del Tayrona, los recursos naturales 
de sus zonas aledañas se han visto deteriorados por 
presiones antrópicas. Esto resulta más preocupante al 
considerar que gran parte de los ecosistemas claves 
e insignia de la zona Caribe, se encuentran fuera 
de la zona protegida, la cual cuenta solamente con 
20.000 hectáreas. Sumado a lo anterior, la expansión 
agrícola, las grandes obras de infraestructura y las 
pocas medidas de conservación, han generado la 
pérdida de conectividad entre diferentes ecosistemas, 
tanto al interior de estas áreas protegidas como en 
sus zonas amortiguadoras.

Se ha denunciado el peligro en el que se encuentra 
la zona amortiguadora del Parque Tayrona por la 
posible construcción del “Puerto de las Américas” 
en la bahía de Taganga, a solo 1.6 kilómetros de 
distancia de este parque natural. Ello generaría 
riesgos, particularmente asociados a la proximidad 
entre el espacio protegido y la actividad de los 
buques (La liga contra el Silencio, 2018). Se trataría 
de un puerto privado de servicio público para 
importar y exportar carga líquida, en especial aceite 
de palma y sería construido por las empresas de las 
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familias Dávila Abondano (Daabon) a través de la 
Sociedad Portuaria Las Américas. Este proyecto ya 
ha sido abiertamente rechazado por los indígenas 
y pescadores de esta zona de Santa Marta en una 
audiencia pública realizada alrededor del proyecto 
(Caracol, 2019).

h)	 Zonas de amortiguamiento a nivel 
internacional

i.	 Estados Unidos
El Plan Estratégico FY 2022-FY 2026 de la 

Agencia de Protección Ambiental (EPA) de EEUU 
comunica la hoja de ruta para lograr las prioridades 
ambientales de la EPA durante los próximos 
cuatro años. Este Plan Estratégico profundiza el 
compromiso de la EPA de proteger la salud humana 
y el medio ambiente para todas las personas, 
con énfasis en las comunidades históricamente 
sobrecargadas y desatendidas. Por primera vez, el 
Plan Estratégico final de la EPA incluye una nueva 
meta estratégica enfocada únicamente en abordar 
el cambio climático y una meta sin precedentes 
para promover la justicia ambiental y los derechos 
civiles. Estas prioridades están integradas a lo largo 
de las metas programáticas del Plan y las estrategias 
interinstitucionales, que están respaldadas por metas 
de desempeño a largo plazo que la EPA usará para 
monitorear y comunicar el progreso.

ii.	 Bolivia
La ley de Medio Ambiente muestra la visión del 

Estado boliviano en materia de protección del medio 
ambiente, define las políticas que se implantarán y 
las normas que se aplicarán. Establece las líneas 
matrices en materia de regulación de las actividades 
relacionadas a la cuestión ambiental en lo referente 
al marco institucional, planificación, manejo y 
aprovechamiento de recursos, población, salud, 
educación, investigación, normatividad, vida 
silvestre, Áreas Protegidas (AP).

“Zona de Amortiguación: Tiene como objetivo 
minimizar impactos sobre el ambiente natural del 
Área Protegida (AP). Esta zona está conformada por 
aquellas áreas periféricas a la zona intangible donde 
a través de la regulación de usos y actividades se 
logre atenuar posibles impactos negativos, riesgos 
o daños ambientales. Se excluyen las actividades 
consuntivas o extractivas, pudiendo desarrollarse 
un ecoturismo extensivo controlado e investigación 
científica, incluyéndose colectas científicas”. (DS 
24781 Reglamento General de Áreas Protegidas, 
Cap. IV De la Zonificación, artículo 31).”

Funciones de las Zonas Externas de Amorti-
guamiento (ZEAs). En tanto la gestión de las 
ZEAs está orientada hacia la viabilidad de las áreas 
protegidas, las zonas de amortiguación externas 
tienen tres funciones básicas que cumplir: 1. Ampliar 
el espacio de conservación del área protegida 
favoreciendo el mantenimiento y la viabilidad de 
los procesos ecológicos esenciales del área y las 
relaciones ecológicas entre el área protegida y su 
entorno. A través de esta funcionalidad, las ZEAs 
conceptualmente se acercan mucho al concepto 

corredores de conservación. A la hora de definir 
límites y diseñar elementos de gestión en las ZEAs, 
se deben privilegiar medidas que puedan favorecer 
el flujo poblacional de especies y el mantenimiento 
de procesos ecológicos esenciales que favorezcan 
la variabilidad genética y los procesos evolutivos. 
De este modo, las APs y las ZEAs se convierten 
en los nodos esenciales desde los que conformar y 
gestionar corredores de conservación.

Las ZEAs son espacios de articulación y de 
integración territorial, las ZEAs como espacio 
específico de gestión nacen de una planificación 
integral común y de una ejecución coordinada 
institucionalmente, en la que las políticas, directrices 
y lineamientos, y políticas se adaptan a un espacio 
que hace de la conservación una de sus vocaciones 
básicas de desarrollo.

•	 Las ZA favorecen la sostenibilidad de la base 
productiva de los recursos naturales (agua, 
suelo y vegetación).

•	 Consolidar normas, usos y prácticas 
tradicionales y facilitar nuevas prácticas 
con orientación a la conservación y la 
sostenibilidad en los bosques.

•	 Consolidar usos y prácticas sostenibles de 
manejo de flora y fauna y de sus hábitats 
asociados.

•	 Generar sostenibilidad en el manejo de agua.
•	 Promover la conservación y la gestión 

turística integral del patrimonio natural, 
paisajístico e histórico y cultural.

4.	 MEDIDAS PROPUESTAS Y 
JUSTIFICACIÓN

Tras este recuento sintético, que pone de presente 
un conjunto de amenazas que se ciernen sobre las 
áreas de los Parque Nacionales Naturales por cuenta 
de la indefinición jurídica y la inexistencia de 
instrumentos legales de determinación de sus zonas 
amortiguadoras, a continuación, se presentan las 
propuestas incluidas en el proyecto de ley, así como 
su justificación en relación con la problemática 
antes descrita.

Se trata, en suma, de tres aspectos generales 
incorporados en el proyecto como parte de su 
articulado y que avanzan en la determinación de las 
zonas amortiguadoras de los Parques Nacionales 
Naturales, el establecimiento de planes de manejo 
para estas y de la prohibición de desarrollo de algunas 
actividades que constituyen riesgos inminentes para 
la protección de estas áreas de especial protección.

a)	 Determinación de las zonas 
amortiguadoras de los Parques Nacionales 
Naturales

La primera propuesta que aborda la iniciativa 
puesta a consideración de la honorable Comisión 
Quinta Constitucional aborda, en primer lugar, la 
determinación de las zonas amortiguadoras de los 
Parques Nacionales Naturales. Para esto, se busca 
que las autoridades competentes determinen cuáles 
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son estas zonas amortiguadoras para cada uno de los 
41 parques que no tienen esta delimitación clara.

Este proceso de determinación de la zona 
amortiguadora de un área del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales está coordinado por el nivel 
nacional, esto es por la Dirección de Bosques, 
Biodiversidad y Servicios ambientales del Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo sostenible, y Parques 
Nacionales Naturales. A la vez, debe obedecer a un 
análisis técnico que incluye aspectos ambientales, 
socioecológicos y económicos, así como los valores 
objeto de conservación del área protegida, entre 
otros.

En este sentido, de acuerdo con el numeral 
segundo del artículo 16 del Decreto número 
3570 de 2011 le corresponde a la Dirección de 
Bosques, Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos 
del Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo 
Sostenible la coordinación de la determinación y 
regulación de las zonas de amortiguación de las 
áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales.

A la vez, de acuerdo con el numeral 11 del artículo 
2° del Decreto 3572 de 2011, Parques Nacionales 
Naturales debe proponer con las dependencias del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo sostenible, las 
políticas, regulaciones y estrategias en materia de 
zonas amortiguadoras.

Adicionalmente, se establece que en la 
delimitación sean consideradas las recomendaciones 
de documentos técnicos que se han emitido al respecto. 
Esta disposición responde a que existen varios 
documentos que abordan en su complejidad técnica 
el tema de declaratoria de zonas amortiguadoras, que 
pueden ser útiles para esta delimitación. Entre estos 
documentos cabe mencionar los “Lineamientos 
Internos para Determinación y Reglamentación 
de las Zonas Amortiguadoras de las Áreas del 
SPNN” (Parques Naturales, 2006), el “Manual 
para la Delimitación y Zonificación de Zonas 
Amortiguadoras” y el “Análisis de la Factibilidad 
Política Técnica y Operativa de Declarar Zonas 
Amortiguadoras” (Parques Nacionales 2014), 
además del Plan de Zonificación Ambiental 
adelantado por el Ministerio del Medio Ambiente 
y adoptado mediante la Resolución 1608 del 29 de 
diciembre de 2021.

Finalmente, la propuesta dispone que la 
determinación de estas zonas amortiguadoras pueda 
considerar los traslapes con otras áreas protegidas. 
Esta disposición adquiere sentido en el caso de la 
protección del Golfo de Tribugá, donde el Distrito 
Regional de Manejo Integrado en principio se 
traslaparía con la zona amortiguadora asociada 
al Parque Nacional Natural Utría como se mostró 
previamente.

b)	 Establecimiento de planes de manejo para 
las zonas amortiguadoras de los Parques 
Nacionales Naturales

Una segunda medida perseguida por esta 
normativa es el establecimiento de planes de manejo 
para las zonas amortiguadoras de los Parques 

Nacionales Naturales por parte de las entidades 
encargadas de la administración del respectivo 
parque natural. A falta de reglamentación sobre estas 
zonas amortiguadoras, establecer la necesidad de 
creación de estos planes de manejo permite avanzar 
hacia la garantía de conservación de la respectiva 
zona y por ende el Parque Natural Nacional al cual 
esta se encuentre vinculada. Lo anterior, por cuanto 
dichos planes de manejo permiten establecer los 
usos que se le quiere dar a la zona protegida.

La necesidad de este tipo de disposición se hace 
evidente al considerar que la obligatoriedad de 
determinación de los planes de manejo se predica 
únicamente respecto de las áreas protegidas, categoría 
dentro de la cual no se encuentran expresamente las 
zonas amortiguadoras de los Parques Nacionales 
Naturales.

En este sentido, el Decreto número 622 de 1977 
exige el diseño de un Plan Maestro -hoy conocido 
como Plan de Manejo- para cada área protegida. 
El Plan de Manejo define los Valores Objeto de 
Conservación (VOC) a partir de los Objetivos de 
Conservación (OdC) asignados al área protegida 
y las situaciones que deben ser atendidas a través 
de las Estrategias de Manejo (Ordenamiento y Plan 
Estratégico de Acción) para garantizar el logro de 
estos objetivos.

En esta determinación se resaltan dos 
disposiciones señaladas por el Decreto número 3572 
de 2011 las cuales establecen que es la Subdirección 
de Gestión y Manejo la dependencia encargada de 
proponer directrices técnicas para la promoción de 
sistemas de uso y aprovechamiento de los recursos 
naturales renovables que aporten a la consolidación 
de las zonas amortiguadoras (artículo 13). Propone, 
además, que las Direcciones Territoriales deberán 
coordinar la puesta en marcha de los sistemas de 
uso y aprovechamiento de los recursos naturales 
renovables en las zonas amortiguadoras. Así, se 
resalta la necesidad de promover actividades de bajo 
impacto ambiental, así como aquellas actividades 
que minimicen las afectaciones al área protegida.

Ahora bien, debido a que en las zonas 
amortiguadoras de los parques naturales pueden 
encontrarse comunidades indígenas, afro y 
campesinas, se plantea que la construcción de dichos 
planes de manejo se deberá garantizar la protección 
del medio económico de las comunidades locales. 
Esto, buscando reconocer a la población local, sus 
derechos y su cultura, y evitar la invisibilización 
del modelo económico local y sus actividades 
productivas. En ese sentido la propuesta centra 
la planificación y el ordenamiento territorial de 
las zonas de amortiguamiento en un ejercicio 
participativo y concertado con las comunidades 
campesinas y grupos étnicos que allí habiten. 
Lo anterior resulta fundamental dado que según 
Parques Nacionales Naturales, en 26 de las 59 áreas 
naturales pertenecientes al Sistema de Parques 
Nacionales Naturales cuentan con presencia de 
comunidades indígenas y afrodescendientes y según 
Parques Cómo Vamos (2021, pág. 93) se calcula que 
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hay 23.000 campesinos en 49 parques nacionales 
naturales).

Persiguiendo este objetivo se establece, 
igualmente, que debe garantizarse la participación 
de las comunidades en las determinaciones del plan 
de manejo. Lo anterior a través de la consulta previa 
tal y como se regula en el Decreto Único del Sector 
Ambiente para los grupos étnicos, y en el caso de 
comunidades campesinas a través de las juntas 
de acción comunal y sus organizaciones locales. 
También se establece la necesidad de considerar los 
esquemas de manejo comunitario ya consolidados, 
así como respetar los derechos adquiridos de terceros 
en la zona respectiva.

Como disposición complementaria a esta 
medida, se establece un mecanismo de seguimiento, 
inspección y vigilancia para monitorear el 
cumplimiento de los planes de manejo, en el 
cual se busca que haya participación no solo de 
las entidades del orden nacional sino también 
local. Adicionalmente, se busca que puedan ser 
adelantadas las medidas necesarias tendientes a la 
conservación de la integridad de las áreas protegidas 
y sus respectivas zonas amortiguadoras.

Por último, se propende porque haya transparencia 
en este proceso de seguimiento y pueda contar con 
la participación de la sociedad civil. En última 
instancia, se insta al Gobierno nacional  para que 
reglamente sanciones por el incumplimiento en los 
plazos de elaboración de los planes de manejo de 
las áreas protegidas del SINAP, así como de las 
zonas amortiguadoras de los Parques Nacionales 
Naturales. Esto, con el propósito de establecer un 
incentivo que redunde en la elaboración de dichos 
planes.

c) Prohibición de actividades portuarias, 
minería a gran escala y exploración/
explotación de hidrocarburos en las zonas 
amortiguadoras de los Parques Nacionales 
Naturales

Las actividades portuarias, la minería a gran 
escala y la exploración/explotación de hidrocarburos 
son actividades que generan daños ambientales 
importantes y cuyo desarrollo actualmente 
puede darse en zonas amortiguadoras de Parques 
Nacionales Naturales. Con el objetivo de blindar 
estas áreas de las afectaciones medioambientales 
de estas actividades y por ende poder garantizar 
la efectiva protección de los Parques Nacionales 
Naturales respectivos, se dispone la prohibición del 
desarrollo de dichas actividades puntuales en estas 
zonas amortiguadoras.

Esta disposición permitiría proteger diversos 
ecosistemas que se encuentran actualmente afectados 
o en riesgo de ser afectados por actividades de este 
carácter. Ahora bien, esta prohibición no se trata de 
una prohibición irrestricta. En el caso de la minería, 
no se prohíbe la minería a pequeña ni mediana 
escala considerando que una prohibición de dicha 
envergadura podría incluir la minería artesanal o 

familiar desarrollada por comunidades en las zonas 
comentadas.

Finalmente, se establece expresamente que esta 
prohibición no desconocerá los derechos adquiridos 
de terceros respecto a licencias ambientales o 
autorizaciones administrativas, atando sin embargo 
la renovación de dichas licencias a la consideración 
de las determinaciones señaladas por el plan de 
manejo de la zona respectiva.

5.	 FUNDAMENTOS LEGISLATIVOS
Las normas que soportan jurídicamente el 

presente proyecto de ley, muchas de ellas ya citadas 
y mencionadas en la explicación del problema que 
aborda la iniciativa y de las medidas específicas 
que se plantean, se encuentran enmarcadas en la 
legislación ambiental. En primer lugar, teniendo 
suficiente ilustración sobre la iniciativa y sobre la 
autonomía legislativa del Congreso incluida en la 
Constitución Política y en la Ley 5ª  para modificar 
asuntos en materia ambiental, al igual que sobre 
otros asuntos legales modificables por medio de ley 
ordinaria; se presentan algunas de las principales 
normas que enmarcan la presente discusión:

•	 Código Nacional de Recursos Naturales 
Renovables y de Protección al Medio 
Ambiente. (Decreto ley número 2811 de 
1974).

•	 Decreto Único Reglamentario del Sector 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (Decreto 
número 1076 de 2015).

•	 Decreto número 622 de 1977, “por el cual 
se reglamentan parcialmente el Capítulo V, 
Título II, Parte XIII, Libro II del Decreto 
ley número 2811 de 1974 sobre “sistema de 
parques nacionales””.

•	 Decreto número 3570 de 2011, “por 
el cual se modifican los objetivos y la 
estructura del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible y se integra el Sector 
Administrativo de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible”.

•	 Decreto número 3572 de 2011, “por el cual 
se crea una Unidad Administrativa Especial, 
se determinan sus objetivos, estructura y 
funciones”.

•	 Decreto número 2372 de 2010, “por el cual 
se reglamenta el Decreto ley número 2811 de 
1974, la Ley 99 de 1993, la Ley 165 de 1994 
y el Decreto ley número 216 de 2003, en 
relación con el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas, las categorías de manejo que lo 
conforman y se dictan otras disposiciones”.

•	 Ley 165 de 1994, “por medio de la cual se 
aprueba el “Convenio sobre la Diversidad 
Biológica”, hecho en Río de Janeiro el 5 de 
junio de 1992”.

•	 Ley 356 de 1997, “por medio de la cual se 
aprueban el “Protocolo relativo a las áreas 
y flora y fauna silvestres especialmente 
protegidas del Convenio para la Protección y 
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el Desarrollo del Medio Marino de la Región 
del Gran Caribe”, hecho en Kingston el 18 
de enero de 1990” y los anexos (...)”.

•	 Ley 12 de 1992 ,“por medio de la cual se 
aprueban el “Protocolo relativo a las áreas 
y flora y fauna silvestres especialmente 
protegidas del Convenio para la Protección y 
el Desarrollo del Medio Marino de la Región 
del Gran Caribe”, hecho en Kingston el 18 
de enero de 1990”.

6.	 CONFLICTO DE INTERESES
El artículo 183 de la Constitución Política 

consagra los conflictos de interés como causal de 
pérdida de investidura. De igual modo, el artículo 
286 de la Ley 5ª  de 1992 establece el régimen 
de conflicto de interés de los Congresistas. De 
conformidad con la jurisprudencia del Consejo 
de Estado y la Corte Constitucional, para que se 
configure el conflicto de intereses como causal 
de pérdida de investidura deben presentarse las 
siguientes condiciones o supuestos:

(i)	 Que exista un interés directo, particular y 
actual: moral o económico.

(ii)	 Que el Congresista no manifieste su 
impedimento a pesar de que exista un interés 
directo en la decisión que se ha de tomar.

(iii)	Que el Congresista no haya sido separado 
del asunto mediante recusación.

(iv)	Que el Congresista haya participado en los 
debates y/o haya votado.

(v)	 Que la participación del Congresista se haya 
producido en relación con el trámite de leyes 
o de cualquier otro asunto sometido a su 
conocimiento.

En cuanto al concepto del interés del Congresista 
que puede entrar en conflicto con el interés 
público, se ha explicado que el mismo debe ser 
entendido como “una razón subjetiva que torna 
parcial al funcionario y que lo inhabilita para 
aproximarse al proceso de toma de decisiones con 
la ecuanimidad, la ponderación y el desinterés que 
la norma moral y la norma legal exigen” y como 
“el provecho, conveniencia o utilidad que, atendidas 
sus circunstancias, derivarían el Congresista o los 
suyos de la decisión que pudiera tomarse en el 
asunto” (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Primera, Radicado 66001-
23-33-002- 201600291-01(Pl), sentencia del 30 de 
junio de 2017).

De acuerdo con la Sentencia SU-379 de 2017, 
no basta con la acreditación del factor objetivo 
del conflicto de intereses, esto es, que haya una 
relación de consanguinidad entre el Congresista y 
el pariente que pueda percibir un eventual beneficio. 
Deben ser dotadas de contenido de acuerdo con las 
circunstancias específicas del caso concreto. La 
Sala Plena del Consejo de Estado en sentencia del 
17 de octubre de 2000 afirmó frente a la pérdida de 
investidura de los Congresistas por violar el régimen 
de conflicto de intereses:

“El interés consiste en el provecho, conveniencia 
o utilidad que, atendidas sus circunstancias, 
derivarían el Congresista o los suyos de la decisión 
que pudiera tomarse en el asunto. Así, no se 
encuentra en situación de conflicto de intereses 
el Congresista que apoye o patrocine el proyecto 
que, de alguna manera, redundaría en su perjuicio 
o haría más gravosa su situación o la de los suyos, 
o se oponga al proyecto que de algún modo les 
fuera provechoso. En ese sentido restringido ha de 
entenderse el artículo 286 de la ley 5.ª de 1991, pues 
nadie tendría interés en su propio perjuicio, y de lo 
que trata es de preservar la rectitud de la conducta 
de los Congresistas, que deben actuar siempre 
consultando la justicia y el bien común, como manda 
el artículo 133 de la Constitución. Por eso, se repite, 
la situación de conflicto resulta de la conducta del 
Congresista en cada caso, atendidas la materia de 
que se trate y las circunstancias del Congresista y 
los suyos. [...]”.

Así las cosas, en virtud de lo estipulado en la 
Ley 2003 de 2019 que modificó la Ley 5ª , se deja 
establecido que el presente proyecto de ley no genera 
conflicto de interés en tanto no crea beneficios 
particulares, actuales y directos a los Congresistas. 
Lo anterior como regla general, lo que esto no 
obsta o libra de responsabilidad a cada honorable 
Congresista para presentar el impedimento que 
considere necesario según su situación particular.

7.	 IMPACTO FISCAL
De igual forma, en cumplimiento de la Ley 

5ª para la revisión del presente proyecto de ley, 
se deja establecido mediante esta ponencia que 
este proyecto no genera un impacto fiscal directo 
en tanto las medidas aquí señaladas se dirigen a 
establecer una serie de directrices e incentivos en 
torno a la protección de las zonas amortiguadoras 
de los Parques Nacionales Naturales, cuyos gastos 
podrán ser con cargo a fuentes de financiación que 
actualmente no tienen destinación específica y no 
implican la creación de nuevos gravámenes o cargas 
tributarias sobre los contribuyentes.

8.	 ESTUDIO DE ARTICULADO
Para la definición del articulado adecuado para 

abordar la problemática planteada sobre la falta de 
definición y protección de las zonas amortiguadoras, 
así como las posibles estrategias en búsqueda de la 
protección de los ecosistemas en riesgo (en particular, 
el ecosistema presente en el Golfo de Tribugá) se 
surtieron varias reuniones y mesas técnicas con 
las organizaciones Fundación MarViva, el Centro 
Sociojurídico para la Defensa Territorial SIEMBRA 
y la Clínica Jurídica de Medioambiente y Salud 
Pública de la Universidad de los Andes (MASP). De 
esta manera, se recibió una asesoría técnica juiciosa, 
conceptos e insumos con el propósito de obtener 
una justificación suficiente alrededor del presente 
proyecto.

En este sentido, a continuación, se presenta 
un breve resumen de los puntos provenientes de 
dicha asesoría técnica y que fueron incluidos en la 
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construcción del articulado del proyecto tal y como 
fue radicado:

- 	 Buscar garantizar la protección y la 
limitación de actividades de alto impacto 
ambiental en las zonas amortiguadoras 
resulta en una estrategia adecuada para 
proteger ecosistemas en peligro en estas 
zonas.

- 	 Incluir principios de derecho ambiental en 
la construcción del articulado tales como el 
principio de precaución, progresividad y otro 
que permita considerar la bioculturalidad 
en las disposiciones del proyecto. Para 
esto fueron recomendadas fuentes como el 
Acuerdo de Escazú.

- 	 Garantizar la participación comunitaria 
y de la comunidad local en la definición 
de los esquemas de manejo de las zonas 
amortiguadoras de las áreas protegidas. A la 
vez, buscar proteger no solo a comunidades 
étnicas sino también campesinos.

- 	 Ordenar al Ministerio de Ambiente 
una correcta definición de las zonas de 
amortiguamiento.

Incluir las voluntades y consensos comunitarios 
alrededor de las determinaciones del proyecto.

- 	 Considerar la protección de derechos 
adquiridos por terceros al establecer la 
prohibición de actividades en las zonas de 
amortiguamiento.

- 	 Establecer un mecanismo de seguimiento 
para verificar el cumplimiento de los planes 
de manejo establecidos para áreas protegidas 
y las zonas amortiguadoras.

- 	 Establecer alguna sanción para promover el 
cumplimiento de los tiempos de elaboración 
de los planes de manejo de las áreas 
protegidas y las zonas amortiguadoras.

- 	 Considerar la prohibición explícita 
de minería, así como la exploración o 
explotación de hidrocarburos en las zonas 
amortiguadoras.

Hubo otra serie de sugerencias que no fueron 
acogidas. Entre ellas, destaca la propuesta de la 
Fundación MarViva respecto de la necesidad de 
considerar la prohibición de sustracción de áreas 
protegidas. Ahora bien, para la construcción de la 
ponencia para primer debate se tuvo en cuenta una 
serie de conceptos y comentarios proveniente de 
diversos actores autorizados e interesados, así como 
también los aportes provenientes de la realización 
de la audiencia pública virtual llevada a cabo el 4 de 
noviembre de 2021. A continuación, se presenta una 
síntesis de esas observaciones.

i.	 Concepto del Instituto Humboldt
Desde el Instituto Humboldt se indicó que en 

el texto no están claras las entidades competentes 
para la administración de las zonas amortiguadoras, 
así como de dónde provendrá la financiación de los 

respectivos planes de manejo. También se señaló que 
era necesario abordar de forma explícita el concepto 
de gobernanza y conservación efectiva a lo largo del 
proyecto y se indicaron, entre otras, las siguientes 
recomendaciones respecto del articulado:

- 	 Hacer extensiva la regulación para las 
zonas amortiguadoras del resto de áreas 
pertenecientes al Sistema de Parques 
Nacionales Naturales, tales como los 
Santuarios de Fauna y Flora o las Áreas 
Naturales Únicas.

- 	 Realizar algunas modificaciones de 
redacción para mayor claridad del texto.

- 	 Establecer los mecanismos y lineamientos 
metodológicos para la definición de 
actividades de bajo impacto ambiental.

- 	 Que el principio de diversidad étnica y cultural 
no solo se refiera a comunidades indígenas, 
sino también a pueblos étnicos de manera 
que queden incluidas las comunidades 
afrocolombianas, raizales, palenqueras, 
gitanos y rom, así como considerar la 
inclusión de los derechos de otros habitantes 
tradicionales en este principio.

- 	 Hacer explícito que el polígono correspon-
diente a la zona amortiguadora de cada 
área protegida será definido de manera 
particular de acuerdo con las dinámicas 
y requerimientos ecosistémicos. A la vez, 
establecer que en dicha determinación haya 
una efectiva participación de organizaciones 
y comunidades posiblemente afectadas.

- 	 Ampliar el plazo para la delimitación de las 
zonas amortiguadoras para que esta pueda 
darse de manera participativa.

- 	 Garantizar la participación comunitaria no 
solo al momento de la aprobación y adopción 
del plan de manejo sino en todo el proceso 
de construcción.

- 	 Definir de forma precisa el alcance de la 
norma cuando hace referencia al SINAP por 
cuanto en el objetivo y nombre del proyecto 
se da a entender que solo se está hablando 
del Sistema de Parques Nacionales Naturales 
(SPNN).

ii.	 Concepto de José Fernando González - 
Director de ProCAT. Biólogo, MSc y PhD 
en Conservación

El experto en conservación, José Fernando 
González, compartió un concepto con sus comentarios 
respecto al proyecto. Entre sus sugerencias se 
destacan las siguientes recomendaciones sobre el 
articulado:

- 	 Hacer extensiva esta regulación para las 
zonas amortiguadoras del resto de áreas 
pertenecientes al Sistema de Parques 
Nacionales Naturales, tales como los 
Santuarios de Fauna y Flora o las Áreas 
Naturales Únicas.
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- 	 Considerar a las zonas amortiguadoras como 
determinantes ambientales en cualquier 
figura o instrumento de ordenamiento (POT, 
EOT, POMCA, etc.).

- 	 Considerar la articulación y definición 
conjunta con las autoridades ambientales 
regionales (CAR). A la vez, establecer un 
esquema de co-manejo con las CAR para 
evitar la duplicidad de funciones y por ende 
la ineficiencia administrativa.

- 	 Que en el proceso de delimitación se 
consideren las recomendaciones de 
institutos de investigación y demás entidades 
pertenecientes al SINA.

- Incluir la prohibición de actividades 
agroindustriales (principalmente 
monocultivos) que no estén previamente en 
el territorio, y de existir, buscar acuerdos 
para mejorar dichas prácticas.

iii.	 Concepto de Parques Nacionales 
Naturales

El día 15 de septiembre de 2021, la Dirección 
de Parques Nacionales Naturales adelantó una 
mesa de trabajo con el equipo técnico de la autora 
del proyecto, Catalina Ortiz Lalinde, en la que se 
discutieron argumentos técnicos y de manejo de 
las áreas protegidas. En este espacio se resaltó la 
importancia de las figuras de regulación ambiental 
en el territorio, la confluencia de competencias 
de entidades y actores en la regulación de Zonas 
Amortiguadoras y la necesidad de contar con una 
lectura de las dinámicas territoriales. Posteriormente, 
el día 25 de octubre la entidad compartió un concepto 
sobre el proyecto en el cual resaltó los retos que 
este tiene. En particular se resaltaron los siguientes 
puntos:

- 	 En el Decreto número 1076 de 2015, se hace 
referencia a las zonas amortiguadoras. A la 
vez. en este mismo decreto se estableció que 
en el ordenamiento territorial de la superficie 
de territorio circunvecino de cualquier área 
protegida del SINAP debe cumplir una 
función amortiguadora.

- 	 El territorio cuenta con varias complejidades 
en términos de la participación de actores 
(comunidades étnicas y campesinas), 
confluencia de distintas entidades y el 
desarrollo de las distintas figuras de 
ordenamiento ambiental y desarrollo de 
estrategias de conservación. En este sentido, 
no se abordan las dificultades institucionales 
y de gobernanza para la determinación de las 
zonas amortiguadoras.

- 	 Actualmente no se cuenta con reglamentación 
para las zonas amortiguadoras, pese a lo 
cual Parques Nacionales identifica líneas de 
trabajo y estrategias de participación para 
fortalecer la función amortiguadora en áreas 
adyacentes a las áreas protegidas, incidiendo 
en el ordenamiento territorial.

- 	 La armonización de instrumentos de 
planeación territorial y sectorial permitiría 
identificar proyectos que puedan fortalecer 
la zona amortiguadora, con otras autoridades 
ambientales y sectoriales a través de 
instancias y mecanismos de coordinación 
eficaces.

- 	 Debido a la presencia de población, el 
manejo en las áreas protegidas del SPNN ha 
venido variando desde un enfoque netamente 
preservacionista a un ejercicio que involucra 
a la sociedad buscando tanto la conservación 
como el beneficio común.

- 	 Es necesario el desarrollo de espacios de 
análisis y entendimiento tanto del territorio 
como de los requerimientos de amortiguación. 
De lo contrario, la determinación de una zona 
amortiguadora podría extender conflictos 
sociales y ambientales, generar limitaciones 
al uso y resistencia al desarrollo de estas 
acciones que mitiguen esos conflictos.

- 	 Debe considerarse que hay áreas con 
mayores presiones que otras, lo cual requiere 
implementar diferentes estrategias en el 
manejo. A la vez la reglamentación no debe 
implicar que se extiendan las restricciones 
propias del área protegida.

- 	 Es necesario dar claridad de los alcances 
de las zonas amortiguadoras y de las 
competencias de las diferentes entidades 
existentes en el territorio.

iv.	 Audiencia pública sobre el proyecto
El día 4 de noviembre de 2021 se adelantó una 

audiencia pública virtual con el propósito de conocer 
las diferentes propuestas, posturas y conceptos de 
los diferentes sectores y actores sociales interesados 
en el proyecto, a fin de elaborar una ponencia más 
amplia y participativa. Adicionalmente a este espacio 
se invitó al Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible y demás entidades del Gobierno nacional  
interesadas, al Instituto de Investigación de Recursos 
Biológicos Alexander von Humboldt, ONG 
interesadas, sectores productivos, organizaciones 
académicas y autoridades locales y regionales. En 
este espacio se destacó la participación e intervención 
de los siguientes actores:

•	 Harry Samir Mosquera - representante 
legal del Consejo Comunitario los Riscales 
en Nuquí-Chocó

Denunció las intenciones de desarrollar 
proyectos mineros y madereros en los territorios 
colectivos, haciendo énfasis en que los territorios 
colectivos tienen zonas de traslape con las zonas 
amortiguadoras. A la vez destacan los siguientes 
apartes de su intervención:

“Esta iniciativa cuenta con un espaldarazo fuerte, 
por nosotros los de las comunidades, los que vivimos 
en el golfo de Tribugá”.

“Es una iniciativa que nosotros recibimos como 
un bálsamo, en este tiempo en que las apuestas 
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extractivistas, estas apuestas que no piensan en el 
medio ambiente para subsistir sino para extraer, son 
una de las mayores amenazas que hemos logrado 
evidenciar en el territorio”.

 “Solo las comunidades ya hemos reforestado 
para el 2021 más de 13 millones de árboles”.

“Tenemos una amenaza latente que es el 
puerto de aguas profundas de Tribugá, el proyecto 
Arquímedes, y que de cierta manera esto viene como 
una salvaguarda para que las comunidades estén 
tranquilas frente a este tipo de megaproyectos”.

•	 Jack Nathan - productor del documental 
de “Expedición Tribugá”

Señaló que el proyecto de ley le otorga poder 
a las comunidades para defender su territorio, lo 
cual toma especial importancia cuando se trata 
de ecosistemas en peligro. Al respecto, resaltó 
que la pesca de camarón en Tribugá se ha vuelto 
incontrolable para las comunidades.

Nombró también una serie de proyectos que serían 
tremendamente nocivos para el medioambiente del 
país tales como la construcción de un hotel al interior 
del Parque Tayrona o el proyecto Sol de Oriente en 
el Golfo de Urabá.

En este mismo sentido, expuso que la falta de 
presencia estatal busca ser compensada con el 
adelantamiento de proyectos de desarrollo.

A su vez, indicó que el proyecto de ley debería 
considerar lo que está pasando en La Mojana, por 
cuanto todos los años las inundaciones del río Cauca 
en la zona de La Mojana van a ser peores. A la vez, 
resaltó que si no se protegen los parques nacionales 
se corre el riesgo de aumentar el impacto del cambio 
climático

• 	 Natalia Rodríguez Uribe: abogada, PhD 
en Derecho Ambiental de Macquarie 
University y profesora en ICESI

Mencionó que lo ideal con esta norma es que 
se abra la puerta entre las conexiones entre los 
parques naturales, para así hacer corredores en los 
que se pueda extender la biodiversidad del país. 
Así, mencionó que “lo más importante en este 
momento de reconocer las zonas amortiguadoras 
es que no se debe fragmentar los ecosistemas y la 
biodiversidad”.

Destacó que la relevancia de la propuesta de 
ley consiste en que las comunidades van a poder 
participar, y ya no van a estar al margen como tal 
vez se encuentran en los parques naturales en este 
momento. En este sentido “las zonas amortiguadoras 
tienen que ser una oportunidad de empleo sostenible 
para estas comunidades, y que no sean solo una 
participación voluntaria, sino que sean unos empleos 
dignos con respaldo gubernamental”.

“Tener un plan nacional de manejo de las zonas 
amortiguadoras y una conexión entre los parques 
naturales que además tenga ese respaldo de las 
comunidades, va a ser algo muy positivo”.

Finalmente, mencionó que la mayoría de los 
países que tienen parques naturales megadiversos 
como los de Colombia, permiten hacer ecoturismo 
en las zonas amortiguadoras, lo que protege el 
núcleo del parque natural mientras que la actividad 
turística se hace afuera. Esto debería ser una de las 
cosas que se impulsen con esa iniciativa.

• 	 Eduardo Díaz Uribe - Economista, 
Ex Ministro de Salud, miembro de la 
Fundación Eduardoño

Señaló que este proyecto es un primer paso muy 
importante. A la vez, hizo varias reflexiones para que 
se tengan en cuenta en los debates y si es necesario 
que se incluyan en el contenido del proyecto.

La primera hace referencia a la experiencia con 
Tribugá. Se intentó declarar el puerto como un 
proyecto de interés social y económico regional 
por parte del departamento del Chocó. Por cuanto 
la regulación que existe por parte del distrito 
regional de manejo podría dar lugar a la sustracción 
de ese territorio, recomienda que los procesos 
de sustracción de zonas para proyectos de esa 
naturaleza no queden en la simple competencia 
de las corporaciones autónomas, sino que haya un 
procedimiento con autoridades nacionales e incluso 
con la comisión competente en el Congreso de la 
República.

Frente a un segundo aspecto, en relación con los 
planes de manejo, sugiere que estos no solo deben 
regular a futuro, sino que también deben ser útiles 
para recuperar lo hecho en las zonas amortiguadoras, 
con el fin de restaurar y mitigar los efectos de lo que 
ya se hizo.

Un tercer tema es el de la participación ciudadana, 
la cual debe ser fundamental en la construcción de los 
planes de desarrollo (un desarrollo amigable con el 
medio ambiente) que sean distintos a la concepción 
de desarrollo que ha tenido el país a través del 
tiempo. Además, la ley es una oportunidad para 
que en estas zonas amortiguadoras se empoderen 
las comunidades en unas lógicas de desarrollo y 
bienestar distintas a las convencionales.

Finalmente, mencionó que este proyecto es una 
inmensa oportunidad para abandonar la concepción 
de que las zonas amortiguadoras son únicamente las 
continentales (hizo referencia a que se publicó un 
documento CONPES sobre estas zonas en el mar). 
Es decir, no solamente deben ser entendidas como 
parques, sino también los circuitos que existen entre 
la tierra y el mar. También se deberían incluir los 
ríos, dada la importancia de los circuitos de conexión 
entre el territorio y la hidrografía.

• 	 Julio César Piedra - Biólogo e Ingeniero 
Ambiental. Miembro del Grupo SARA 
(empresa dedicada a la preservación de la 
vida animal y la conservación ambiental)

En la audiencia pública realizada señaló que sería 
bueno pensar en zonas y espacios específicos donde 
se considere todo el tema de liberación de fauna 
silvestre.
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Desde su organización, Grupo SARA ofreció su 
apoyo para aportar en todo el tema de conservación 
ambiental y protección animal.

Del proyecto resaltó la importancia de la 
articulación, de la participación de las comunidades, 
así como su educación alrededor de estos temas.

Subrayó que hay que presionar mucho con el 
tema de conectividad ecológica de los ecosistemas 
en y alrededor de Santa Marta. Mostró, de igual 
forma, su preocupación por un rumor sobre que el 
Macizo colombiano fue posiblemente vendido para 
extraer agua.

• 	 Álvaro Duarte Méndez - Oceanógrafo y 
Consultor Marítimo. Ex miembro de la 
Asociación Colombiana de Ingenieros 
Navales y Profesionales Afines

Señaló que, cuando Colombia pierde el monopolio 
de las actividades portuarias, la autoridad sobre estas 
queda a manos de los privados. Además, resaltó 
algunos de los impactos nocivos medioambientales 
de las actividades portuarias.

Respecto del esfuerzo legislativo para proteger 
al medio ambiente de la realización del proyecto 
para la construcción del puerto de Tribugá, realizó 
una serie de recomendaciones, entre las que resaltó 
la necesidad de definir la importancia del territorio 
y su biodiversidad, así como de la necesidad de la 
protección y conservación de la cobertura vegetal y 
de la biota del territorio.

Adicionalmente, señaló que es importante 
describir las potencialidades asociadas con la 
biota respecto de su aprovechamiento, así como 
la importancia de la preservación y protección 
de los ecosistemas, evitando la segmentación e 
intervención dentro de los mismos.

Finalmente, resaltó la necesidad de buscar 
alternativas portuarias que permitan obviar la 
ejecución del proyecto, del cual no hay una 
justificación clara para su realización

• 	 Diego Barrero - Ingeniero Forestal
En su intervención señaló que a las tres actividades 

económicas consideradas en el proyecto se le podría 
añadir la prohibición del desarrollo de actividades 
agropecuarias. Este resulta ser un problema bastante 
complejo en el área Andina.

Resaltó la importancia de que se haga una 
diferenciación con la función amortiguadora.

Dentro de sus observaciones indicó que debía 
revisarse las competencias asignadas a Parques 
Nacionales Naturales alrededor de los planes de 
manejo.

Destacó que la zona amortiguadora debía ser 
considerada como determinante ambiental.

Finalmente, indicó que el proyecto debe considerar 
que para los parques nacionales cercanos a páramos 
ya se está desarrollando una reglamentación por 
parte del Ministerio de Ambiente.

• 	 Carlos Vanegas - líder ambiental y 
social en la comunidad de Taganga, 
Santa Marta. Fundador y director de la 
Fundación DiskOncept y delegado de la 
Red de Vigilantes Marinos en Colombia

Consideró que el P. L. es totalmente necesario, 
pues si se piensa en la expansión portuaria que 
se trata de impedir, si se realizaran los puertos de 
Tribugá y Taganga quedaría con una capacidad 
portuaria mayor a la de Europa. Por eso hay que 
blindar todos estos territorios.

Señaló que desde la Red de Vigilantes Marinos y 
desde su fundación apoya 100% la iniciativa. Hizo 
énfasis en la necesidad de protección de la Sierra 
Nevada de Santa Marta.

• 	 Jerry González Murillo - habitante de 
Nuquí, Chocó

 Señaló que, para ser el segundo país más 
biodiverso del mundo, Colombia está siendo 
muy afectado por los inversionistas extranjeros 
que vienen en búsqueda de rendimientos y no del 
bienestar colectivo. Hay que recuperar el sentido de 
pertenencia que se ha perdido a través del tiempo 
para que como país Colombia sea pionero en la 
protección territorial. En su intervención afirmó:

“Estamos siendo muy afectados por los grandes 
inversionistas que solo piensan en el dinero y no 
piensan en el bien común de la sociedad, ni de la 
cultura... hemos perdido ese sentido de pertenencia”.

•	 Otros comentarios del Zoom
En adición a las intervenciones señaladas, en el 

chat del Zoom los participantes mencionaron otra 
serie de proyectos frente a los que hay preocupación 
por sus consecuencias medioambientales. Entre 
estos, se mencionó el proyecto de Puerto Seco en el 
municipio de La Virginia en Risaralda; los proyectos 
de infraestructura derivados del plan IIRSA 
(Iniciativa para la Integración de la Infraestructura 
Suramericana), dentro del cual se destaca la 
promoción de proyectos portuarios en la amazonia.

De acuerdo con Deisy Soto, una de las 
participantes, se trata de proyectos que promueven 
un modelo de desarrollo extractivista sin considerar 
las culturas, costumbres, y actividades de los 
colombianos, lo cual no tiene responsabilidad 
ambiental con ciertas zonas del país que son de 
importancia mundial como el Chocó biogeográfico. 
Finalmente, también se contó con la participación de 
Juan Mayorga, investigador de National Geographic, 
quien mostró su interés en conocer cuánto podría 
llegar a tardar la aprobación de este proyecto.

v.	 Concepto del Ministerio de Ambiente
El 15 de diciembre de 2021, el Ministerio de 

Ambiente presentó respuesta a la solicitud de concepto 
sobre el proyecto. Algunos de los principales puntos 
señalados por dicho concepto son:

No es conveniente definir de entrada lo que es una 
zona amortiguadora mediante una ley pues debería 
haber mayor facilidad para enriquecer la definición 
con el tiempo y la experiencia.
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La definición de bajo impacto ambiental debe 
estar asociada a los cambios o alteraciones sobre los 
atributos ecológicos de composición, estructura y 
función los objetos de conservación. Se considera 
que la propuesta de definición es improcedente.

La determinación de la zona amortiguadora 
depende de las presiones que deben ser manejadas para 
evitar alteraciones de los objetos de conservación. 
Estas pueden o deben cambiar en tiempo y espacio 
considerando las presiones que periódicamente se 
identifiquen. Es entonces inconveniente establecer 
un tiempo único para identificarlas.

La función amortiguadora ya cumple el objetivo 
de las zonas amortiguadoras.

La planeación, administración y manejo de una 
zona amortiguadora no puede plantearse como un 
instrumento adicional al de planeación de un área 
protegida.

Al momento de proponerse una zona 
amortiguadora, deben definirse y reglamentarse las 
actividades para mitigar presiones que afectan los 
objetos de conservación.

Es el contexto el que da las herramientas para 
verdaderamente delimitar las zonas amortiguadoras. 
En consecuencia, los actores del territorio, sus deseos 
y necesidades, su relación con sus recursos naturales 

y las visiones de desarrollo, son importantes para la 
definición y manejo de estas zonas.

Las propuestas normativas que pretendan 
hacer algún tipo de refuerzo al marco normativo 
vigente deberían apuntar a la generación de 
mecanismos de origen legal que faciliten la 
gestión diferenciada y atenta al contexto de las 
áreas protegidas y sus zonas amortiguadoras, con 
foco especial en los actores que inciden en esta 
temática y los espacios de concertación que se 
pueden establecer para ello.

Si bien en principio se considera la inconveniencia 
del proyecto de ley, propone adelantar mesas de 
trabajo con la Dirección de Bosques, Biodiversidad y 
Servicios Ecosistémicos del Ministerio de Ambiente 
para lograr ajustes necesarios en el proyecto.

9. PLIEGO DE MODIFICACIONES
Las modificaciones propuestas al articulado para 

el segundo debate de este proyecto de ley responden 
al objetivo de complementar elementos puntuales 
relacionados con la presencia de comunidades 
campesinas en las zonas amortiguadoras, además 
de señalar elementos relacionados con rutas para la 
intervención estatal ante la presencia de cultivos de 
uso ilícito en economías familiares de subsistencia y 
acceso a tierras cuando sea el caso.

TEXTO APROBADO EN PRIMER 
DEBATE

TEXTO PROPUESTO PARA 
SEGUNDO DEBATE OBSERVACIONES

Artículo 1º. Objeto. Garantizar la con-
servación, gobernanza y protección 
efectiva de las zonas amortiguadoras de 
los Parques Nacionales Naturales.

Artículo 1º. Objeto. Garantizar la con-
servación, gobernanza y protección 
efectiva de las zonas amortiguadoras de 
los Parques Nacionales Naturales.

Sin modificaciones.

Artículo 2º. Definiciones. Para efectos 
de esta ley se adoptan las siguientes de-
finiciones:
Zona Amortiguadora de Parque Na-
cional Natural: Zona en la cual se ate-
núan las perturbaciones causadas por la 
actividad humana en las zonas circunve-
cinas a los Parques Nacionales Natura-
les, con el fin de impedir que se llegue 
a causar disturbios o alteraciones en la 
ecología o en la vida silvestre de los 
Parques Nacionales Naturales.
Actividad de bajo impacto ambien-
tal: Actividades que no ponen en ries-
go la funcionalidad del ecosistema que 
se busca proteger. Estas promueven la 
reciprocidad, cooperación y solidaridad 
de las comunidades que las desarrollan, 
fundamentándose en el trabajo y mano 
de obra familiar y comunitaria y cons-
tituyéndose en los medios de vida sos-
tenibles ambiental, social y económica-
mente de los habitantes tradicionales de 
los ecosistemas que se busca proteger.
Gobernanza: Proceso democrático de 
participación política en la toma de de-
cisiones de gobierno de manera legíti-
ma, en los que se involucra a la totalidad 
de actores sociales, económicos y políti-
cos, estatales y de la sociedad civil.

Artículo 2º. Definiciones. Para efectos 
de esta ley se adoptan las siguientes de-
finiciones:
Zona Amortiguadora de Parque Na-
cional Natural: Zona en la cual se ate-
núan las perturbaciones causadas por la 
actividad humana en las zonas circunve-
cinas a los Parques Nacionales Natura-
les, con el fin de impedir que se llegue 
a causar disturbios o alteraciones en la 
ecología o en la vida silvestre de los 
Parques Nacionales Naturales.
Actividad de bajo impacto ambien-
tal: Actividades que no ponen en ries-
go la funcionalidad del ecosistema que 
se busca proteger. Estas promueven la 
reciprocidad, cooperación y solidaridad 
de las comunidades que las desarrollan, 
fundamentándose en el trabajo y mano 
de obra familiar y comunitaria y cons-
tituyéndose en los medios de vida sos-
tenibles ambiental, social y económica-
mente de los habitantes tradicionales de 
los ecosistemas que se busca proteger.
Gobernanza: Proceso democrático de 
participación política en la toma de de-
cisiones de gobierno de manera legíti-
ma, en los que se involucra a la totalidad 
de actores sociales, económicos y políti-
cos, estatales y de la sociedad civil.

Sin modificaciones.
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TEXTO APROBADO EN PRIMER 
DEBATE

TEXTO PROPUESTO PARA 
SEGUNDO DEBATE OBSERVACIONES

Conservación: Es la conservación in 
situ de los ecosistemas y los hábitats na-
turales y el mantenimiento y recupera-
ción de poblaciones viables de especies 
en su entorno natural y, en el caso de las 
especies domesticadas y cultivadas, en 
los entornos en que hayan desarrollado 
sus propiedades específicas. La conser-
vación in situ hace referencia a la pre-
servación, restauración, uso sostenible y 
conocimiento de la biodiversidad.

Conservación: Es la conservación in 
situ de los ecosistemas y los hábitats na-
turales y el mantenimiento y recupera-
ción de poblaciones viables de especies 
en su entorno natural y, en el caso de las 
especies domesticadas y cultivadas, en 
los entornos en que hayan desarrollado 
sus propiedades específicas. La conser-
vación in situ hace referencia a la pre-
servación, restauración, uso sostenible y 
conocimiento de la biodiversidad.

Artículo 3º. Principios. En la aplica-
ción de esta normatividad se deberán 
considerar los siguientes principios:
Principio de progresividad y no re-
gresividad: La protección ambiental 
podrá aumentar más no retroceder. Así, 
una vez alcanzado cierto nivel de pro-
tección se debe evitar el retroceso o la 
reducción de estándares de protección 
ambiental ya garantizados.
Principio de precaución: La falta de 
certeza científica absoluta sobre la po-
sibilidad de daños graves o irreversi-
bles a las vidas, bienes y derechos de 
las personas, a las instituciones y a los 
ecosistemas por la materialización de un 
riesgo, no será óbice para adoptar me-
didas encaminadas a prevenir o mitigar 
la situación de riesgo, ni deberá utilizar-
se como razón para postergar la adop-
ción de medidas eficaces en función de 
los costos para impedir la degradación 
del medio ambiente. Así, la precaución 
principalmente exige una postura activa 
de anticipación con un objetivo de pre-
visión de la futura situación medioam-
biental a efectos de optimizar el entorno 
de vida natural.
Principio de diversidad étnica y 
cultural: Las comunidades indígenas y 
los pueblos étnicos, tales como las co-
munidades afrocolombianas, raizales, 
palenqueras, así como el grupo étnico 
rom o gitano, gozan de una protección 
especial de su cultura -costumbres, 
valores, tradiciones ancestrales-, cos-
movisión, identidad social, religiosa y 
jurídica, autonomía, autodeterminación 
y territorio. De este modo le correspon-
de al Estado garantizarla a través de 
mecanismos adecuados que faciliten la 
participación libre e informada de es-
tas comunidades indígenas y pueblos 
étnicos, pues de lo contrario, supondría 
una amenaza para la pervivencia de los 
mismos.

Artículo 3º. Principios. En la aplica-
ción de esta normatividad se deberán 
considerar los siguientes principios:
Principio de progresividad y no re-
gresividad: La protección ambiental 
podrá aumentar más no retroceder. Así, 
una vez alcanzado cierto nivel de pro-
tección se debe evitar el retroceso o la 
reducción de estándares de protección 
ambiental ya garantizados.
Principio de precaución: La falta de 
certeza científica absoluta sobre la po-
sibilidad de daños graves o irreversi-
bles a las vidas, bienes y derechos de 
las personas, a las instituciones y a los 
ecosistemas por la materialización de un 
riesgo, no será óbice para adoptar me-
didas encaminadas a prevenir o mitigar 
la situación de riesgo, ni deberá utilizar-
se como razón para postergar la adop-
ción de medidas eficaces en función de 
los costos para impedir la degradación 
del medio ambiente. Así, la precaución 
principalmente exige una postura activa 
de anticipación con un objetivo de pre-
visión de la futura situación medioam-
biental a efectos de optimizar el entorno 
de vida natural.
Principio de diversidad étnica y 
cultural: Las comunidades indígenas y 
los pueblos étnicos, tales como las co-
munidades afrocolombianas, raizales, 
palenqueras, así como el grupo étnico 
rom o gitano, gozan de una protección 
especial de su cultura -costumbres, 
valores, tradiciones ancestrales-, cos-
movisión, identidad social, religiosa y 
jurídica, autonomía, autodeterminación 
y territorio. De este modo le correspon-
de al Estado garantizarla a través de 
mecanismos adecuados que faciliten la 
participación libre e informada de es-
tas comunidades indígenas y pueblos 
étnicos, pues de lo contrario, supondría 
una amenaza para la pervivencia de los 
mismos.

Artículo 4º. Determinación de las zo-
nas amortiguadoras de los Parques 
Nacionales Naturales. Las zonas amor-
tiguadoras de los Parques Nacionales 
Naturales corresponden a zonas clara-
mente delimitadas alrededor de cada 
una de estas áreas protegidas, las cuales 
son definidas individualmente de acuer-
do con las dinámicas y requerimientos

Artículo 4º. Determinación de las zo-
nas amortiguadoras de los Parques 
Nacionales Naturales. Las zonas amor-
tiguadoras de los Parques Nacionales 
Naturales corresponden a zonas clara-
mente delimitadas alrededor de cada 
una de estas áreas protegidas, las cuales 
son definidas individualmente de acuer-
do con las dinámicas y requerimientos

Al parágrafo 2° se le agrega la frase ‘así 
como el plan de zonificación ambien-
tal adoptado por el Ministerio de Am-
biente y Desarrollo Rural’.
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TEXTO APROBADO EN PRIMER 
DEBATE

TEXTO PROPUESTO PARA 
SEGUNDO DEBATE OBSERVACIONES

ecosistémicos de cada área protegida 
correspondiente. En su determinación 
deben incluir tanto las zonas de espacio 
terrestre como marítimo importantes 
para preservar la integridad del ecosiste-
ma del área protegida correspondiente.
Parágrafo 1°. En el término de 3 años a 
partir de la expedición de esta ley, el Mi-
nisterio de Ambiente junto con Parques 
Nacionales Naturales determinarán cuá-
les son las zonas amortiguadoras para 
cada uno de los Parques Nacionales 
Naturales. Así, deberá georreferenciar 
dichas zonas de manera que sean cla-
ramente identificables. Adicionalmente 
deberá reglamentar cómo será la admi-
nistración y financiamiento de estas zo-
nas amortiguadoras. En este proceso se 
deberá garantizar la participación efec-
tiva de las organizaciones, entidades y 
comunidades presentes alrededor del 
Parque Nacional Natural respectivo, en 
el marco de la política de participación 
de Parques Nacionales Naturales.
Parágrafo 2°. En la delimitación de 
estas zonas se deberán atender las re-
comendaciones de los documentos téc-
nicos que han emitido al respecto au-
toridades técnicas tales como Parques 
Nacionales Naturales de Colombia, así 
como las recomendaciones de institu-
tos de investigación y demás entidades 
pertenecientes al Sistema Nacional Am-
biental (SINA).

Parágrafo 3°. La determinación de las 
zonas amortiguadoras de los Parques 
Nacionales Naturales podrá considerar 
que dichas zonas se traslapen con otras 
áreas protegidas. En cualquier caso, 
cuando haya este traslape las medidas 
de conservación dispuestas bajo cada 
figura se complementarán de manera 
que no sean excluyentes entre sí. Adi-
cionalmente, las zonas amortiguadoras 
deberán ser consideradas como de-
terminantes ambientales en cualquier 
figura o instrumento de ordenamien-
to territorial tales como los Planes de 
Ordenamiento Territorial (POT), Es-
quemas de Ordenamiento Territorial 
(EOT), los Planes de Ordenamiento 
y Manejo de la Cuenca Hidrográfica 
(POMCA), entre otros.

ecosistémicos de cada área protegida 
correspondiente. En su determinación 
deben incluir tanto las zonas de espacio 
terrestre como marítimo importantes 
para preservar la integridad del ecosiste-
ma del área protegida correspondiente.
Parágrafo 1°. En el término de 3 años a 
partir de la expedición de esta ley, el Mi-
nisterio de Ambiente junto con Parques 
Nacionales Naturales determinarán cuá-
les son las zonas amortiguadoras para 
cada uno de los Parques Nacionales 
Naturales. Así, deberá georreferenciar 
dichas zonas de manera que sean cla-
ramente identificables. Adicionalmente 
deberá reglamentar cómo será la admi-
nistración y financiamiento de estas zo-
nas amortiguadoras. En este proceso se 
deberá garantizar la participación efec-
tiva de las organizaciones, entidades y 
comunidades presentes alrededor del 
Parque Nacional Natural respectivo, en 
el marco de la política de participación 
de Parques Nacionales Naturales.
Parágrafo 2°. En la delimitación de 
estas zonas se deberán atender las re-
comendaciones de los documentos téc-
nicos que han emitido al respecto au-
toridades técnicas tales como Parques 
Nacionales Naturales de Colombia, así 
como las recomendaciones de institu-
tos de investigación y demás entidades 
pertenecientes al Sistema Nacional Am-
biental (SINA), así como el plan de zo-
nificación ambiental adoptado por el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Rural.
Parágrafo 3°. La determinación de las 
zonas amortiguadoras de los Parques 
Nacionales Naturales podrá considerar 
que dichas zonas se traslapen con otras 
áreas protegidas. En cualquier caso, 
cuando haya este traslape las medidas 
de conservación dispuestas bajo cada 
figura se complementarán de manera 
que no sean excluyentes entre sí. Adi-
cionalmente, las zonas amortiguadoras 
deberán ser consideradas como de-
terminantes ambientales en cualquier 
figura o instrumento de ordenamien-
to territorial tales como los Planes de 
Ordenamiento Territorial (POT), Es-
quemas de Ordenamiento Territorial 
(EOT), los Planes de Ordenamiento 
y Manejo de la Cuenca Hidrográfica 
(POMCA), entre otros.

Artículo 5º. Planes de manejo de las 
zonas amortiguadoras de los Parques 
Nacionales Naturales. Las autoridades 
encargadas de la administración de cada 
zona amortiguadora, de acuerdo con la 
reglamentación que expida el Ministe-
rio de Ambiente al respecto, deberán 
establecer planes de manejo donde se 
indiquen los usos que tendrá la zona 
amortiguadora respectiva y la gestión

Artículo 5º. Planes de manejo de las 
zonas amortiguadoras de los Parques 
Nacionales Naturales. Las autoridades 
encargadas de la administración de cada 
zona amortiguadora, de acuerdo con la 
reglamentación que expida el Ministe-
rio de Ambiente al respecto, deberán 
establecer planes de manejo donde se 
indiquen los usos que tendrá la zona 
amortiguadora respectiva y la gestión

En el párrafo dos se agrega la palabra 
‘campesinas’ en la oración “En todo el 
proceso de construcción, así como de 
aprobación y adopción de los planes de 
manejo deberá garantizarse la participa-
ción de las comunidades campesinas y 
los grupos étnicos presentes en la zona 
amortiguadora respectiva”.
En el párrafo dos se añade la oración 
“Esta Subdirección y la Agencia Nacio-
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para su conservación. Esto, con el obje-
tivo de mantener la integridad del área 
protegida mediante el adelantamiento 
de una evaluación del impacto ambien-
tal de cada actividad considerada.
En todo el proceso de construcción, así 
como de aprobación y adopción de los 
planes de manejo deberá garantizarse 
la participación de las comunidades y 
los grupos étnicos presentes en la zona 
amortiguadora respectiva. A la vez, la 
Subdirección de Gestión y Manejo de 
Áreas Protegidas de Parques Nacionales 
Naturales de Colombia asesorará el 
diseño y ejecución de este plan.
En la determinación de las actividades 
que pueden ser realizadas en estas zo-
nas, se deberá promover el desarrollo de 
actividades de bajo impacto ambiental, 
así como aquellas actividades que mi-
nimicen afectaciones al área protegida. 
También deberá garantizarse la protec-
ción del medio económico de las comu-
nidades locales. Esto, buscando recono-
cer a la población local, sus derechos y 
su cultura, y evitar la invisibilización 
del modelo económico local y sus acti-
vidades productivas. En cualquier caso, 
se deberá considerar la no vulneración 
de derechos adquiridos y propender por 
la efectiva gobernanza en el proceso de 
determinación del manejo de la zona 
amortiguadora respectiva.
Se deberá así mismo respetar las acti-
vidades de subsistencia, las actividades 
campesinas, artesanales y ancestrales 
que se desarrollen en el área de la zona 
amortiguadora, de manera que no se 
afecte la actividad económica y cultural 
de las comunidades ubicadas en estas 
zonas.

Parágrafo 1°. En el proceso de adop-
ción de estos planes de manejo, al ser 
una medida administrativa susceptible 
de afectar directamente a los grupos 
étnicos reconocidos, se deberán gene-
rar instancias de participación de las  
comunidades (consulta previa) en los 
términos del artículo 2.2.2.1.5.5 del De-
creto Único Reglamentario del Sector 
Ambiente. A la vez en el diseño de estos 
planes se deberán considerar las dispo-
siciones del artículo 2.2.2.1.6.5 de dicho

para su conservación. Esto, con el obje-
tivo de mantener la integridad del área 
protegida mediante el adelantamiento 
de una evaluación del impacto ambien-
tal de cada actividad considerada.
En todo el proceso de construcción, así 
como de aprobación y adopción de los 
planes de manejo deberá garantizarse la 
participación de las comunidades cam-
pesinas y los grupos étnicos presentes 
en la zona amortiguadora respectiva. 
A la vez, la Subdirección de Gestión 
y Manejo de Áreas Protegidas de Par-
ques Nacionales Naturales de Colombia 
asesorará el diseño y ejecución de este 
plan. Esta Subdirección y la Agencia 
Nacional de Tierras articularán es-
fuerzos para el reconocimiento y re-
gularización del dominio por parte 
de comunidades campesinas y grupos 
étnicos en zonas de amortiguamiento.
En la determinación de las actividades 
que pueden ser realizadas en estas zo-
nas, se deberá promover el desarrollo de 
actividades de bajo impacto ambiental, 
así como aquellas actividades que mi-
nimicen afectaciones al área protegida. 
También deberá garantizarse la protec-
ción del medio económico de las comu-
nidades locales. Esto, buscando recono-
cer a la población local, sus derechos y 
su cultura, y evitar la invisibilización 
del modelo económico local y sus acti-
vidades productivas. En cualquier caso, 
se deberá considerar la no vulneración 
de derechos adquiridos y propender por 
la efectiva gobernanza en el proceso de 
determinación del manejo de la zona 
amortiguadora respectiva.
Se deberá así mismo respetar las acti-
vidades de subsistencia, las actividades 
campesinas, artesanales y ancestrales 
que se desarrollen en el área de la zona 
amortiguadora, de manera que no se 
afecte la actividad económica y cultural 
de las comunidades ubicadas en estas 
zonas.
En caso de presencia de cultivos de 
uso ilícito asociados a economías fa-
miliares de subsistencia en comuni-
dades campesinas o grupos étnicos, el 
Estado propenderá por la vinculación 
de estas familias a programas de sus-
titución voluntaria y su articulación 
con economías legales.
Parágrafo 1°. En el proceso de adop-
ción de estos planes de manejo, al ser 
una medida administrativa susceptible 
de afectar directamente a los grupos 
étnicos reconocidos, se deberán gene-
rar instancias de participación de las 
comunidades (consulta previa) en los 
términos del artículo 2.2.2.1.5.5 del De-
creto Único reglamentario del Sector 
Ambiente. A la vez en el diseño de estos 
planes se deberán considerar las dispo-
siciones del artículo 2.2.2.1.6.5 de dicho

cional de Tierras articularán esfuer-
zos para el reconocimiento y regu-
larización del dominio por parte de 
comunidades campesinas y grupos ét-
nicos en zonas de amortiguamiento”. 
Tiene por objetivo articular el objetivo 
de este proyecto de ley con los esfuerzos 
que en materia de tierras (redistribución, 
acceso y titulación) que el gobierno ac-
tual viene liderando desde el Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo rural.
Antes de los parágrafos se añade el si-
guiente párrafo: “En caso de presencia 
de cultivos de uso ilícito asociados a 
economías familiares de subsistencia 
en comunidades campesinas o grupos 
étnicos, el Estado propenderá por la 
vinculación de estas familias a pro-
gramas de sustitución voluntaria y 
su articulación con economías lega-
les”. Esto tiene por objetivo reafirmar el 
compromiso con una política de drogas 
y de cultivos de usos ilícitos que no cri-
minalice al pequeño cultivador ni a su 
núcleo familiar, máxime cuando se en-
cuentra en contextos de agricultura de 
subsistencia.
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Decreto respecto al contenido y plazos 
de los planes de manejo de las áreas pro-
tegidas.
Parágrafo 2°. Los Planes de Manejo de 
las zonas amortiguadoras que hubiesen 
sido debidamente aprobados deberán 
considerar los esquemas de manejo co-
munitario que ya se hubieren consoli-
dado y no podrán desconocer derechos 
adquiridos previamente por terceros. 
Adicionalmente la construcción del 
Plan de Manejo deberá considerar la 
compatibilidad, diálogo o conciliación 
de actividades con los planes de ordena-
miento territorial, así como con las com-
petencias de otras entidades tales como 
las Corporaciones Autónomas Regiona-
les sobre el territorio.

Decreto respecto al contenido y plazos 
de los planes de manejo de las áreas pro-
tegidas.
Parágrafo 2°. Los Planes de Manejo de 
las zonas amortiguadoras que hubiesen 
sido debidamente aprobados deberán 
considerar los esquemas de manejo co-
munitario que ya se hubieren consoli-
dado y no podrán desconocer derechos 
adquiridos previamente por terceros. 
Adicionalmente la construcción del 
Plan de Manejo deberá considerar la 
compatibilidad, diálogo o conciliación 
de actividades con los planes de ordena-
miento territorial, así como con las com-
petencias de otras entidades tales como 
las Corporaciones Autónomas Regiona-
les sobre el territorio.

Artículo 6°. Actividades prohibidas en 
las zonas amortiguadoras de los Par-
ques Nacionales Naturales. Con in-
dependencia de si hay o no un plan de 
manejo para la zona amortiguadora, no 
podrán adelantarse en estas zonas las si-
guientes actividades o proyectos:
1. Puertos multimodales de aguas pro-
fundas.
2. Las actividades portuarias.
3. Proyectos de minería a gran escala. 
4. Exploración y explotación de hidro-
carburos. 
Parágrafo 1°. La prohibición señalada 
en ningún caso afectará derechos ad-
quiridos respecto a licencias ambienta-
les o autorizaciones administrativas de 
terceros. Para el caso de renovación de 
dichas licencias será necesario conside-
rar lo que al respecto haya establecido 
el plan de manejo de la zona respectiva.
Parágrafo 2°. Cuando se trate de te-
rritorios declarados como resguardos 
indígenas, zonas de reserva campesina 
debidamente establecidas, así como te-
rritorios colectivos titulados o en proce-
so de titulación, esta prohibición no des-
conocerá el derecho a la consulta previa.

Artículo 6°. Actividades prohibidas en 
las zonas amortiguadoras de los Par-
ques Nacionales Naturales. Con in-
dependencia de si hay o no un plan de 
manejo para la zona amortiguadora, no 
podrán adelantarse en estas zonas las si-
guientes actividades o proyectos:
5. Puertos multimodales de aguas pro-
fundas.
6. Las actividades portuarias.
7. Proyectos de minería a gran escala. 
8. Exploración y explotación de hidro-
carburos. 
Parágrafo 1°. La prohibición señalada 
en ningún caso afectará derechos ad-
quiridos respecto a licencias ambienta-
les o autorizaciones administrativas de 
terceros. Para el caso de renovación de 
dichas licencias será necesario conside-
rar lo que al respecto haya establecido 
el plan de manejo de la zona respectiva.
Parágrafo 2°. Cuando se trate de te-
rritorios declarados como resguardos 
indígenas, zonas de reserva campesina 
debidamente establecidas, así como te-
rritorios colectivos titulados o en proce-
so de titulación, esta prohibición no des-
conocerá el derecho a la consulta previa.

Sin modificaciones.

Artículo 7°. Mecanismo de seguimien-
to, inspección y vigilancia. El Gobierno 
nacional, en cabeza del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible mo-
nitoreará y vigilará junto con Parques 
Nacionales Naturales, las autoridades 
y comunidades locales la elaboración y 
cumplimiento de los planes de manejo 
de las áreas protegidas pertenecientes a 
los Parques Nacionales Naturales y sus 
respectivas zonas amortiguadoras. Adi-
cionalmente, adelantarán las medidas 
necesarias tendientes a la conservación 
de la integridad del área protegida.
Parágrafo 1°. Este mecanismo deberá 
contar con procedimientos de transpa-
rencia activa a través de plataformas di-
gitales o medios que permitan conocer, 
de manera abierta, completa y oportuna, 
los avances que se tienen en torno al 
cumplimiento de la ley.

Artículo 7°. Mecanismo de seguimien-
to, inspección y vigilancia. El Gobierno 
nacional, en cabeza del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible mo-
nitoreará y vigilará junto con Parques 
Nacionales Naturales, las autoridades 
y comunidades locales la elaboración y 
cumplimiento de los planes de manejo 
de las áreas protegidas pertenecientes a 
los Parques Nacionales Naturales y sus 
respectivas zonas amortiguadoras. Adi-
cionalmente, adelantarán las medidas 
necesarias tendientes a la conservación 
de la integridad del área protegida.
Parágrafo 1°. Este mecanismo deberá 
contar con procedimientos de transpa-
rencia activa a través de plataformas di-
gitales o medios que permitan conocer, 
de manera abierta, completa y oportuna, 
los avances que se tienen en torno al 
cumplimiento de la ley.

Sin modificaciones.
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Parágrafo 2°. Este mecanismo deberá 
también contar con la participación de 
la sociedad civil.
Parágrafo 3°. El Gobierno nacional, 
en cabeza del Ministerio de Ambiente 
reglamentará en el término de un año a 
partir de la promulgación de esta ley las 
sanciones a que hubiere lugar por el in-
cumplimiento en los plazos para la ela-
boración de los planes de manejo de las 
áreas protegidas del SPNN, así como de 
las zonas amortiguadoras de los Parques 
Nacionales Naturales. Estas sanciones 
podrán incluir multas para las respecti-
vas entidades administradoras de estas 
áreas.

Parágrafo 2°. Este mecanismo deberá 
también contar con la participación de 
la sociedad civil.
Parágrafo 3°. El Gobierno nacional, 
en cabeza del Ministerio de Ambiente 
reglamentará en el término de un año a 
partir de la promulgación de esta ley las 
sanciones a que hubiere lugar por el in-
cumplimiento en los plazos para la ela-
boración de los planes de manejo de las 
áreas protegidas del SPNN, así como de 
las zonas amortiguadoras de los Parques 
Nacionales Naturales. Estas sanciones 
podrán incluir multas para las respecti-
vas entidades administradoras de estas 
áreas.

Artículo 8°. Financiamiento. El finan-
ciamiento para la delimitación de las zo-
nas amortiguadoras podrá ser con cargo 
al recaudo por concepto del Impuesto 
Nacional al Consumo de Bolsas Plás-
ticas establecido en los artículos 207 y 
208 de la Ley 1819 de 2016.

Artículo 8°. Financiamiento. El finan-
ciamiento para la delimitación de las zo-
nas amortiguadoras podrá ser con cargo 
al recaudo por concepto del Impuesto 
Nacional al Consumo de Bolsas Plás-
ticas establecido en los artículos 207 y 
208 de la Ley 1819 de 2016.

Sin modificaciones.

Artículo 9°. Vigencia y derogatorias. 
La presente ley deroga las disposiciones 
que le sean contrarias y rige a partir de 
la fecha de su publicación.

Artículo 9°. Vigencia y derogatorias. 
La presente ley deroga las disposiciones 
que le sean contrarias y rige a partir de 
la fecha de su publicación.

Sin modificaciones.

10.	 CONSIDERACIONES FINALES DE 
LOS PONENTES

El proyecto analizado plantea aspectos complejos 
alrededor del tema de la protección ambiental. Esta 
complejidad está relacionada con la necesidad 
de establecer instrumentos de protección sobre 
áreas que, sin estar incorporadas en los Parques 
Nacionales Naturales, están revestidas de una 
enorme importancia para estos en su objetivo de 
conservar y preservar el patrimonio ambiental 
colombiano.

Se trata de una propuesta legislativa que 
intenta dar vida a las áreas conocidas como “zonas 
amortiguadoras”, cuya función principal tiene que 
ver con garantizar la menor perturbación posible de 
los ecosistemas protegidos frente a las actividades 
antrópicas. Estas zonas amortiguadoras, si bien 
tienen unos antecedentes que se remontan al menos 
al último cuarto del siglo XX, aún hoy adolecen de 
falta de reglamentación y orientación en el país. 
Prueba de ello es que casi medio siglo después solo 
dos de ellas han sido determinadas y reguladas.

Teniendo en cuenta estos aspectos, resulta 
pertinente la existencia de un marco normativo y 
legal que dote de instrumentos y líneas de acción 
los procesos de delimitación y gestión de estas áreas 
en el país. De igual modo, resulta una propuesta 
relevante, sobre todo en momentos en que, puestas 
en una balanza, de un lado, la riqueza ambiental 
de la nación y, del otro, ciertas ideas en torno al 
desarrollo, parecieran apuntar a la existencia de un 
conflicto generalizado e irresoluble en el que las 
comunidades campesinas y grupos étnicos quedan 
en una situación de incertidumbre jurídico y déficit 
de derechos que se debe resolver.

La relevancia de la iniciativa, sin embargo, se 
inscribe en la coyuntura actual, en la que los desafíos 
ambientales han adquirido unas dimensiones 
planetarias innegables y que es a los Estados y sus 
instituciones a quienes les cabe la responsabilidad 
de lograr un adecuado equilibrio entre sostenibilidad 
ambiental y desarrollo, para las futuras generaciones.
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11.	 PROPOSICIÓN
Con fundamento en las anteriores consideraciones, 

presentamos ponencia positiva y solicitamos a la 
honorable plenaria de la Cámara de Representantes 
dar segundo debate al Proyecto de ley número 
241 de 2021 Cámara, por medio de la cual se 
garantiza la conservación y gobernanza de las áreas 
protegidas pertenecientes al Sistema Nacional de 
Parques Naturales y sus zonas amortiguadoras, y se 
dictan otras disposiciones.

De los honorables Congresistas:

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 
DEBATE  AL PROYECTO DE LEY 241 DE 

2021 CÁMARA
por medio de la cual se garantiza la conservación y 
gobernanza de las áreas protegidas pertenecientes 
al Sistema Nacional de Parques Naturales y 
sus zonas amortiguadoras, y se dictan otras 

disposiciones.
EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. Garantizar la conservación, 

gobernanza y protección efectiva de las zonas 
amortiguadoras de los Parques Nacionales Naturales.

Artículo 2°. Definiciones. Para efectos de esta ley 
se adoptan las siguientes definiciones:

Zona Amortiguadora de Parque Nacional 
Natural: Zona en la cual se atenúan las 
perturbaciones causadas por la actividad humana 
en las zonas circunvecinas a los Parques Nacionales 
Naturales, con el fin de impedir que se llegue a causar 
disturbios o alteraciones en la ecología o en la vida 
silvestre de los Parques Nacionales Naturales.

Actividad de bajo impacto ambiental: 
Actividades que no ponen en riesgo la funcionalidad 
del ecosistema que se busca proteger. Estas 
promueven la reciprocidad, cooperación y 
solidaridad de las comunidades que las desarrollan, 
fundamentándose en el trabajo y mano de obra 

familiar y comunitaria y constituyéndose en los 
medios de vida sostenibles ambiental, social y 
económicamente de los habitantes tradicionales de 
los ecosistemas que se busca proteger.

Gobernanza: Proceso democrático de 
participación política en la toma de decisiones de 
gobierno de manera legítima, en los que se involucra 
a la totalidad de actores sociales, económicos y 
políticos, estatales y de la sociedad civil.

Conservación: Es la conservación in situ 
de los ecosistemas y los hábitats naturales y el 
mantenimiento y recuperación de poblaciones 
viables de especies en su entorno natural y, en el caso 
de las especies domesticadas y cultivadas, en los 
entornos en que hayan desarrollado sus propiedades 
específicas. La conservación in situ hace referencia 
a la preservación, restauración, uso sostenible y 
conocimiento de la biodiversidad.

Artículo 3°. Principios. En la aplicación de esta 
normatividad se deberán considerar los siguientes 
principios:

Principio de progresividad y no regresividad: 
La protección ambiental podrá aumentar más no 
retroceder. Así, una vez alcanzado cierto nivel 
de protección se debe evitar el retroceso o la 
reducción de estándares de protección ambiental ya 
garantizados.

Principio de precaución: La falta de certeza 
científica absoluta sobre la posibilidad de daños 
graves o irreversibles a las vidas, bienes y 
derechos de las personas, a las instituciones y a los 
ecosistemas por la materialización de un riesgo, 
no será óbice para adoptar medidas encaminadas a 
prevenir o mitigar la situación de riesgo, ni deberá 
utilizarse como razón para postergar la adopción 
de medidas eficaces en función de los costos para 
impedir la degradación del medio ambiente. Así, 
la precaución principalmente exige una postura 
activa de anticipación con un objetivo de previsión 
de la futura situación medioambiental a efectos de 
optimizar el entorno de vida natural.

Principio de diversidad étnica y cultural: Las 
comunidades indígenas y los pueblos étnicos, tales 
como las comunidades afrocolombianas, raizales, 
palenqueras, así como el grupo étnico rom o gitano, 
gozan de una protección especial de su cultura 
-costumbres, valores, tradiciones ancestrales-, 
cosmovisión, identidad social, religiosa y jurídica, 
autonomía, autodeterminación y territorio. De 
este modo le corresponde al Estado garantizarla a 
través de mecanismos adecuados que faciliten la 
participación libre e informada de estas comunidades 
indígenas y pueblos étnicos, pues de lo contrario, 
supondría una amenaza para la pervivencia de los 
mismos.

Artículo 4°. Determinación de las zonas 
amortiguadoras de los Parques Nacionales 
Naturales. Las zonas amortiguadoras de los 
Parques Nacionales Naturales corresponden a 
zonas claramente delimitadas alrededor de cada una 
de estas áreas protegidas, las cuales son definidas 
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individualmente de acuerdo con las dinámicas y 
requerimientos ecosistémicos de cada área protegida 
correspondiente. En su determinación deben incluir 
tanto las zonas de espacio terrestre como marítimo 
importantes para preservar la integridad del 
ecosistema del área protegida correspondiente.

Parágrafo 1°. En el término de 3 años a partir 
de la expedición de esta ley, el Ministerio de 
Ambiente junto con Parques Nacionales Naturales 
determinarán cuáles son las zonas amortiguadoras 
para cada uno de los Parques Nacionales Naturales. 
Así, deberá georreferenciar dichas zonas de manera 
que sean claramente identificables. Adicionalmente 
deberá reglamentar cómo será la administración y 
financiamiento de estas zonas amortiguadoras. En 
este proceso se deberá garantizar la participación 
efectiva de las organizaciones, entidades y 
comunidades presentes alrededor del Parque 
Nacional Natural respectivo, en el marco de la 
política de participación de Parques Nacionales 
Naturales.

Parágrafo 2°. En la delimitación de estas 
zonas se deberán atender las recomendaciones 
de los documentos técnicos que han emitido al 
respecto autoridades técnicas tales como Parques 
Nacionales Naturales de Colombia, así como las 
recomendaciones de institutos de investigación y 
demás entidades pertenecientes al Sistema Nacional 
Ambiental (SINA), así como el plan de zonificación 
ambiental adoptado por el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Rural.

Parágrafo 3°. La determinación de las zonas 
amortiguadoras de los Parques Nacionales Naturales 
podrá considerar que dichas zonas se traslapen con 
otras áreas protegidas. En cualquier caso, cuando 
haya este traslape las medidas de conservación 
dispuestas bajo cada figura se complementarán 
de manera que no sean excluyentes entre sí. 
Adicionalmente, las zonas amortiguadoras deberán 
ser consideradas como determinantes ambientales 
en cualquier figura o instrumento de ordenamiento 
territorial, tales como los Planes de Ordenamiento 
Territorial (POT), Esquemas de ordenamiento 
territorial (EOT), los Planes de Ordenamiento y 
Manejo de la Cuenca Hidrográfica (Pomca), entre 
otros.

Artículo 5°. Planes de manejo de las zonas 
amortiguadoras de los Parques Nacionales 
Naturales. Las autoridades encargadas de la 
administración de cada zona amortiguadora, 
de acuerdo con la reglamentación que expida 
el Ministerio de Ambiente al respecto, deberán 
establecer planes de manejo donde se indiquen los 
usos que tendrá la zona amortiguadora respectiva 
y la gestión para su conservación. Esto, con el 
objetivo de mantener la integridad del área protegida 
mediante el adelantamiento de una evaluación del 
impacto ambiental de cada actividad considerada.

En todo el proceso de construcción, así como de 
aprobación y adopción de los planes de manejo deberá 
garantizarse la participación de las comunidades 

campesinas y los grupos étnicos presentes en la zona 
amortiguadora respectiva. A la vez, la Subdirección 
de Gestión y Manejo de Áreas Protegidas de Parques 
Nacionales Naturales de Colombia asesorará el 
diseño y ejecución de este plan. Esta Subdirección y 
la Agencia Nacional de Tierras articularán esfuerzos 
para el reconocimiento y regularización del dominio 
por parte de comunidades campesinas y grupos 
étnicos en zonas de amortiguamiento.

En la determinación de las actividades que pueden 
ser realizadas en estas zonas, se deberá promover el 
desarrollo de actividades de bajo impacto ambiental, 
así como aquellas actividades que minimicen 
afectaciones al área protegida. También deberá 
garantizarse la protección del medio económico de 
las comunidades locales. Esto, buscando reconocer a 
la población local, sus derechos y su cultura, y evitar 
la invisibilización del modelo económico local y 
sus actividades productivas. En cualquier caso, se 
deberá considerar la no vulneración de derechos 
adquiridos y propender por la efectiva gobernanza 
en el proceso de determinación del manejo de la 
zona amortiguadora respectiva.

Se deberá así mismo respetar las actividades de 
subsistencia, las actividades campesinas, artesanales 
y ancestrales que se desarrollen en el área de la 
zona amortiguadora, de manera que no se afecte la 
actividad económica y cultural de las comunidades 
ubicadas en estas zonas.

En caso de presencia de cultivos de uso ilícito 
asociados a economías familiares de subsistencia 
en comunidades campesinas o grupos étnicos, 
el Estado propenderá por la vinculación de estas 
familias a programas de sustitución voluntaria y su 
articulación con economías legales.

Parágrafo 1°. En el proceso de adopción de estos 
planes de manejo, al ser una medida administrativa 
susceptible de afectar directamente a los grupos 
étnicos reconocidos, se deberán generar instancias 
de participación de las comunidades (consulta 
previa) en los términos del artículo 2.2.2.1.5.5 
del Decreto Único Reglamentario del Sector 
Ambiente. A la vez en el diseño de estos planes se 
deberán considerar las disposiciones del artículo 
2.2.2.1.6.5 de dicho Decreto respecto al contenido 
y plazos de los planes de manejo de las áreas 
protegidas.

Parágrafo 2°. Los Planes de Manejo de las zonas 
amortiguadoras que hubiesen sido debidamente 
aprobados deberán considerar los esquemas de 
manejo comunitario que ya se hubieren consolidado 
y no podrán desconocer derechos adquiridos 
previamente por terceros. Adicionalmente la 
construcción del Plan de Manejo deberá considerar 
la compatibilidad, diálogo o conciliación de 
actividades con los planes de ordenamiento 
territorial, así como con las competencias de otras 
entidades tales como las Corporaciones Autónomas 
Regionales sobre el territorio.

Artículo 6.° Actividades prohibidas en las 
zonas amortiguadoras de los Parques Nacionales 
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Naturales. Con independencia de si hay o no un plan 
de manejo para la zona amortiguadora, no podrán 
adelantarse en estas zonas las siguientes actividades 
o proyectos:

1.	 Puertos multimodales de aguas profundas.
2.	 Las actividades portuarias.
3.	 Proyectos de minería a gran escala.
4.	 Exploración y explotación de hidrocarburos.
Parágrafo 1°. La prohibición señalada en ningún 

caso afectará derechos adquiridos respecto a licencias 
ambientales o autorizaciones administrativas de 
terceros. Para el caso de renovación de dichas 
licencias será necesario considerar lo que al respecto 
haya establecido el plan de manejo de la zona 
respectiva.

Parágrafo 2°. Cuando se trate de territorios 
declarados como resguardos indígenas, zonas de 
reserva campesina debidamente establecidas, así 
como territorios colectivos titulados o en proceso 
de titulación, esta prohibición no desconocerá el 
derecho a la consulta previa.

Artículo 7°. Mecanismo de seguimiento, 
inspección y vigilancia. El Gobierno nacional, en 
cabeza del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible monitoreará y vigilará junto con Parques 
Nacionales Naturales, las autoridades y comunidades 
locales la elaboración y cumplimiento de los planes 
de manejo de las áreas protegidas pertenecientes a 
los Parques Nacionales Naturales y sus respectivas 
zonas amortiguadoras. Adicionalmente, adelantarán 
las medidas necesarias tendientes a la conservación 
de la integridad del área protegida.

Parágrafo 1°. Este mecanismo deberá contar 
con procedimientos de transparencia activa a través 
de plataformas digitales o medios que permitan 
conocer, de manera abierta, completa y oportuna, 
los avances que se tienen en torno al cumplimiento 
de la ley.

Parágrafo 2°. Este mecanismo deberá también 
contar con la participación de la sociedad civil.

Parágrafo 3°. El Gobierno nacional, en cabeza 
del Ministerio de Ambiente reglamentará en el 
término de un año a partir de la promulgación de 
esta ley las sanciones a que hubiere lugar por el 
incumplimiento en los plazos para la elaboración 
de los planes de manejo de las áreas protegidas del 
SPNN, así como de las zonas amortiguadoras de 
los Parques Nacionales Naturales. Estas sanciones 
podrán incluir multas para las respectivas entidades 
administradoras de estas áreas.

Artículo 8º. Financiamiento. El financiamiento 
para la delimitación de las zonas amortiguadoras 
podrá ser con cargo al recaudo por concepto del 
Impuesto Nacional al Consumo de Bolsas Plásticas 
establecido en los artículos 207 y 208 de la Ley 
1819 de 2016.

Artículo 9º. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley deroga las disposiciones que le sean contrarias y 
rige a partir de la fecha de su publicación.
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